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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 18ª, ordinaria, en 16 de mayo; 19ª, ordinaria, en 22 de mayo; 20ª, especial,  y 21ª, ordinaria, ambas en 23 de mayo del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental sobre consolas (boletín N° 5.579-03).



2.- Proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03).



3.- Proyecto que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (boletín Nº 7.898-04).



4.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



5.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines Nº 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



6.- Proyecto de ley relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar sin orden previa las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07).



7.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento (boletín Nº 8.150-09).



8.- Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur”, hecha en Auckland el 14 de noviembre de 2009 (boletín N° 7.892-10).



9.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



10.- Proyecto que adecua el decreto con fuerza de ley N° 1, de Salud, de 2005, a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (boletín Nº 8.222-11).



11.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social actualizando sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



12.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (boletín N° 7.906-07).



2.- El que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



3.- El que crea el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile y le destina recursos (boletín N° 8.272-08).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que prestó su aprobación al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede bono solidario de alimentos a los beneficiarios que indica (boletín Nº 8.337-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Informa, atendiendo una petición remitida en nombre del Senador señor Bianchi, sobre el estado actual del proyecto Camino de Penetración Caleta Eugenia-Puerto Toro, en la isla Navarino, Región de Magallanes y de la Antártica Chilena. 



Remite sendos informes, en respuesta a una solicitud cursada en nombre del Honorable señor Quintana, sobre la evaluación del sistema de concesiones de obras públicas y el déficit hídrico que afecta al país.



Envía copia de los antecedentes con que se atendió una solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, acerca de evaluación en terreno del estado de la Ruta 5 Sur en los tramos Retiro (Acceso Sur) a Parral y Linares al Río Perquilauquén, en la Región del Maule.



Del señor Ministro de Salud:



Contesta solicitud de información, requerida en nombre de la Honorable señora Allende, respecto al estado de tramitación, número y fecha del reglamento sobre exposición ocupacional a la hipobaria intermitente crónica, que modifica el decreto sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales en los Lugares de Trabajo.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De las Comisiones de Salud y de Hacienda: segundos informes recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (boletín Nº 8.036-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3 ).


De la Comisión de Relaciones Exteriores: informe recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur”, hecha en Auckland el 14 de noviembre de 2009 (boletín N° 7.892-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización: segundo informe recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que establece en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades la causal de cesación temporal en el cargo de concejal (boletín N° 8.291-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: informe recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar sin orden previa las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señora Alvear y señor Frei, con la que se da inicio a un proyecto de reforma constitucional que crea la Alcaldía Metropolitana en las comunas que indica y establece sus órganos de dirección (boletín N° 8.349-06) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Bianchi, Rossi, Sabag y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República incorporar en el proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país disposiciones que garanticen el respeto a la carrera funcionaria, la capacitación y la homologación de remuneraciones en los gobiernos regionales (boletín N° S 1.485-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


De los Honorables señores Letelier y Patricio Walker, señora Pérez San Martín y señores Larraín Fernández y Tuma, con el fin de solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que remita una iniciativa legal sobre protección integral de los derechos de la infancia y creación de un defensor de los derechos del niño, niña y adolescentes (boletín N° S 1.486-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Senadores señor Patricio Walker, señora Alvear y señores Larraín Fernández y Letelier, mediante el cual se propone el aumento del presupuesto actualmente destinado a niños, niñas y adolescentes incorporados en programas ambulatorios o residenciales (boletín N° S 1.487-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


De los Honorables señores Coloma, Kuschel, Larraín Fernández, Prokurica y Tuma, para respaldar la política de Estado de ceñimiento estricto a las disposiciones del Tratado de Paz y Amistad suscrito con Bolivia en el año 1904 y ratificar la disposición de Chile a promover un diálogo bilateral fructífero (boletín N° S 1.488-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de archivo



De la Comisión de Salud, con la que propone, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 36 bis del Reglamento, reiterar a la Cámara de Diputados la petición de archivo del proyecto de ley sobre racionalización de subsidios de incapacidad laboral y licencias médicas (boletín Nº 3.398-11), a la que dicha Corporación, en sesión de 23 de enero último, accedió, oficiando al efecto a Su Excelencia el Presidente de la República, sin que haya habido respuesta.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Para referirse a ella, tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, se acaba de dar cuenta de los segundos informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda recaídos en el proyecto de ley que otorga a funcionarios del sector salud una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, que tiene “suma” urgencia.



Le solicito a Su Señoría recabar el asentimiento unánime de la Sala para poner dicha iniciativa en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión, atendido que ambas Comisiones la aprobaron por consenso.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?

El señor GÓMEZ.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- No existe el asentimiento unánime requerido.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en la sesión de ayer prácticamente agotamos el debate del proyecto que figura en el N° 3 del Orden del Día de hoy, mediante el cual se establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos. Ahora solo corresponde votarlo en general.



De las intervenciones de los señores Senadores fluye que existe bastante acuerdo en cuanto a la necesidad de corregirlo para posibilitar que se logre consenso en torno de él.



En tal virtud, considerando que únicamente hay que votar la idea de legislar, quiero pedir que coloquemos dicha iniciativa en el primer lugar del Orden del Día y que, si aquella se aprueba, fijemos plazo para presentar indicaciones conducentes a perfeccionarla. Si no, seguirá retrasándose el despacho de una materia sobre la cual existe voluntad para proceder a las regulaciones pertinentes.



No sé por qué no podemos despachar ese proyecto ahora.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo unánime, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¿Por qué el Senador Ruiz-Esquide no me da el acuerdo?

El señor ESCALONA (Presidente).- En segundo término, el Honorable señor Gómez retiró su oposición.



Por consiguiente, existe consenso para tratar en el primer lugar de la tabla el proyecto que otorga a funcionarios del sector salud una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Solo quiero insistir en lo siguiente. Y si algún Senador se niega, está en su derecho.



Entiendo que ayer agotamos el debate del proyecto relativo a las donaciones. Entonces...

El señor ESCALONA (Presidente).- Le ruego remitirse al planteamiento de cuestiones de Reglamento, señor Senador.

El señor ESPINA.- Esta es de Reglamento, señor Presidente. 



Tal cual Su Señoría insistió a propósito del proyecto que otorga bonificaciones a funcionarios del sector salud y a raíz de ello, como un Senador retiró su oposición, aquel podrá tratarse, quiero, con la venia de la Mesa, insistir en que en el caso del relativo a las donaciones podamos votar la idea de legislar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, voy a solicitar el asentimiento de la Sala.



¿Hay acuerdo unánime para tal efecto?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- No existe discusión a este respecto, Su Señoría. Le ruego que dé o no su acuerdo para proceder a lo que se solicitó.



En todo caso, debo comunicarle al Honorable señor Espina que, según me informa Secretaría, para el proyecto sobre donantes de órganos ayer se pidió segunda discusión y que hay intervenciones pendientes.

El señor ESPINA.- Está bien. Yo solo quería manifestar nuestra voluntad en el sentido de que tal iniciativa se votara en general.

HOMENAJE EN MEMORIA DE EX SENADOR SEÑOR MÁXIMO PACHECO GÓMEZ

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde rendir homenaje en memoria del ex Senador y ex Ministro de Estado señor Máximo Pacheco Gómez.



Quiero saludar a su viuda, señora Mercedes Ignacia Pérez Campino.



A sus hijos: señora María Angélica Pacheco Matte, señor Jaime Pacheco Matte, señora Isabel Margarita Pacheco Matte, señora Luz María Pacheco Matte, señora Adriana Pacheco Matte, señora Verónica Pacheco Matte, señora Natacha Pacheco Matte y señor Máximo Pacheco Matte, quien envió una nota para hacer presente su imposibilidad de asistir a este homenaje por encontrarse fuera del país. 



A sus nueras, nietos y bisnietos.



Al Brigadier General don Jorge Guzmán Fredes, Contralor del Ejército de Chile, y al General de Carabineros don Claudio Veloso Martínez, Director de Educación de dicha Institución.



Por último, a los invitados especiales que nos acompañan.



Se halla inscrita en primer lugar la Senadora señora Soledad Alvear, a quien le otorgo la palabra.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo comenzar saludando cariñosamente a todos los familiares y amigos de don Máximo Pacheco que hoy nos acompañan, y especialmente a su viuda.



No resulta fácil dirigir algunas palabras en honor a tan excepcional servidor público y chileno; a ese gran académico y político; a ese tremendo hombre y camarada; a mi maestro y amigo.



En nombre de la bancada de Senadores democratacristianos, trataré de dar expresión a la vida y al aporte que nos ha legado uno de los más grandes de los nuestros, don Máximo Pacheco Gómez, a quien este Senado tuvo el honor de contar entre sus miembros en los albores de la democracia que recién se recuperaba.



Eran excepcionales los rasgos de esa maravillosa persona, que brillaba en la posición donde estuviera, no tan solo por sus lúcidos aportes y su solidez intelectual, sino también por su consistencia ética y moral, que resplandecía con singular claridad. Ello da cuenta de que el haber conocido a don Máximo y compartido con él fue una linda sorpresa que Dios -o el destino, para otros- nos tenía deparada.



Intentaré, entonces, responder al tremendo honor que se me ha conferido.

Un gran hombre de familia



Don Máximo Pacheco Gómez nació el 26 de octubre de 1924, en Santiago. Era hijo de Máximo Pacheco del Campo y Sara Gómez Pérez.



Se casó con doña Adriana Matte Alessandri y fue padre de 9 hijos. Tuvo 27 nietos y 7 bisnietos.



Luego de enviudar, tras 52 años de matrimonio, se casó en 2003 con doña Mercedes Ignacia Pérez Campino. 



Realizó sus estudios primarios y secundarios en el Instituto Nacional de Santiago. Al finalizar su etapa escolar, ingresó a la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, donde obtuvo, en 1947, el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, y luego, en 1948, el título de Abogado, con la tesis Principios fundamentales de Doctrina Social Cristiana, aprobada con nota de Mérito Sobresaliente y Distinción Máxima.

Destacado abogado y académico



Don Máximo Pacheco ha sido reconocido en las más altas instancias como un académico de excepción. 



Inició su carrera académica en la Escuela de Derecho, como profesor ayudante de diversas cátedras. Después de egresar fue nombrado, en la misma Facultad, Profesor Extraordinario de Introducción al Estudio de las Ciencias Jurídicas y Sociales. 



Debido a su destacado desempeño, obtuvo una beca del Gobierno italiano para incorporarse al Doctorado en Filosofía del Derecho en la Universidad de Roma, entre 1949 y 1950, graduándose con nota Sobresaliente.



En 1959 fue Director de los Cursos de Postgraduados de la Facultad de Ciencias  Jurídicas y Sociales y dirigió los Anales de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. También fue Director de las Escuelas de Temporada de esa Casa de Estudios en las ciudades de Arica, Antofagasta y Punta Arenas.



En 1972 asumió como Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, cargo que desempeñó hasta 1974, cuando renunció ante situaciones dolorosas vividas en el país.



Después de 15 años de alejamiento de la docencia, en 1989 retornó a la labor universitaria.



Varios de sus alumnos, de distintas generaciones, hemos abrazado el servicio público inspirados justamente en el ejemplo del profesor Máximo Pacheco.



Escribió más de 16 libros, sobre temas jurídicos, doctrina social cristiana, derechos humanos y relatos testimoniales donde narra su experiencia como diplomático.



En 1953 fue elegido miembro del Consejo General del Colegio de Abogados, cargo que ocupó de nuevo en los años 1957 y 1961.



En reconocimiento a su vasta experiencia y trayectoria académica, la Universidad de Bolonia (Italia), la más antigua del mundo, le confirió en 1985 el grado de Doctor Honoris Causa.

Ejemplo de servidor público



Don Máximo Pacheco comenzó en el servicio público en 1965, cuando el Presidente don Eduardo Frei Montalva lo envió como Embajador ante la Unión Soviética con el objetivo de restablecer las relaciones diplomáticas, que se habían interrumpido en 1947.



Al partir señalará a un diario: “Carezco de toda experiencia diplomática, pero tengo plena conciencia de la responsabilidad que he asumido como embajador ante la Unión Soviética”.



En 1968 asumió como Ministro de Educación Pública, nombrado por el entonces Presidente de la República, don Eduardo Frei Montalva, cargo que ejerció hasta el año 1970. Bajo su gestión se implementó la reforma educacional que tenía como norte el alfabetismo, la escolaridad y la construcción de establecimientos educacionales.



Posteriormente, en las elecciones parlamentarias de 1989 resultó elegido Senador, en representación de la Séptima Región Norte, por el período 1990-1994. 



Integró las Comisiones permanentes de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento; de Educación, y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. También, la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Finalmente, desde el año 2001 al 2007 fue embajador de Chile ante el Estado del Vaticano.

El defensor incansable de los derechos humanos



Don Máximo Pacheco fue un luchador incansable por los derechos humanos en Chile y en el mundo. Ello lo llevó a cabo no solo como una causa política, sino también por creer genuinamente en el valor de la vida y de la dignidad de la persona humana.



Luego de ser despedido de la Universidad de Chile, en 1974, y en plena dictadura militar fundó, junto con otro gran democratacristiano, el maestro Jaime Castillo Velasco, la Comisión Chilena de Derechos Humanos, de la que fue Vicepresidente y Presidente.



Posteriormente, en 1982, recibió el nombramiento de juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la Organización de Estados Americanos.



En 1984 fue elegido Vicepresidente de la Federación Internacional de los Derechos del Hombre, con sede en París.



Y en 1985 fue incorporado al Consejo Directivo del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, en Costa Rica.

Un camarada ejemplar


Creo que la mejor forma de graficar su calidad como militante es recordar algunos pasajes de la carta que le dirigió a don Eduardo Frei Montalva con fecha 17 de junio de 1948, en Santiago. Comienza señalando:



“Hoy, en que he concluido mis estudios y me inviste la Excma. Corte Suprema de la calidad de Abogado y en que me enfrento al camino más duro y áspero, en que el esfuerzo y la responsabilidad exigida son mayores, se me presenta también como imperativo el de decidir, en forma definitiva, el campo en que proyectaré mi trabajo social.



“Para ello, comprendo que es absolutamente necesario, en la hora presente, vincularse a otros hombres; pues en la época eminentemente socializada en que vivimos, los esfuerzos individuales pesan muy poco, y solo son los trabajos comunes los que dejan verdadera y honda huella en el campo social. Por otra parte, la comprensión del ideal cristiano comunitario me lleva también a esta solución. Es preciso que los católicos nos unamos férreamente, y dejando a un lado egoísmos y pequeñas diferencias, trabajemos en común, cada uno a medida de sus posibilidades, por un orden más humano y digno, donde los hombres pueden vivir libres de angustias y miserias.


“Desde hace tiempo miraba con simpatía el movimiento de la Falange Nacional.”.



Continúa su carta:



“Sé que mi contribución a esta causa será muy modesta, ya que carezco de esa vocación política integral que hace que los hombres puedan dedicarse a ella por entero; habida consideración que siento un inmenso cariño por la profesión que he elegido, y a cuyo cultivo pienso dedicar gran parte de mi tiempo. Pero mis limitaciones creo que pueden verse superadas por la fe y el entusiasmo.



“En este día, de tanta trascendencia para mí, quiera hacerme el favor, mi grande amigo, que con vuestro talento, honradez y buena voluntad, tanto habéis hecho en mi formación intelectual, de presentarme a ese vuestro partido, Falange Nacional, y rogadles tengan a bien aceptarme como uno de sus militantes, para así poder exclamar mañana, junto a todos vosotros con profunda emoción, ese grito de combate, ante el cual mi espíritu se conmueve íntimamente: Juventud Chilena, adelante.”.



Ese era don Máximo, perfecta combinación de formación valórica, compromiso social, genuina humildad e inmensa sabiduría, cuya preocupación principal era dar dignidad a las personas. En una frase: ¡Un militante democratacristiano ejemplar!

Su testimonio de vida


El testimonio y legado de don Máximo trasciende, lejos, sus logros o reconocimientos. Se expresa en su forma noble y generosa de entender la política y en apostar, antes que por cualquier otra cosa, a la capacidad de diálogo y de entendimiento.



Hoy día, cuando vemos que nuestra actividad pública escala en conflictos, odiosidad, injurias y recriminaciones, ¡por Dios que nos hace falta detenernos y volver la vista a figuras que han hecho grande a Chile por su visión de Estado y su aporte intelectual! En ese transitar de nuestro país, sin lugar a dudas que se nos aparece con fuerza el recuerdo de don Máximo.



Estoy segura de que, como buen profesor, nos recordaría para qué estamos en el servicio público, cuál es nuestra misión como Senadores y cuáles deben ser los sueños y esperanzas que deben guiar nuestro actuar. En efecto, así era don Máximo Pacheco: un verdadero guía de muchas generaciones.



Si uno hiciera el esfuerzo de esbozar en una frase la enseñanza que nos deja nuestro querido don Máximo, su legado sería muy sencillo de comprender, pero, a la vez, tremendamente complejo en sus alcances. Pienso que nos diría: “Estamos llamados a hacer una buena política, una política con mayúsculas que, pese a la cotidianidad, no pierda nunca el norte, cual es tener a las personas y, prioritariamente, a los más débiles en el centro de nuestras preocupaciones. Esa será la única forma de poder construir entre todos una patria más justa y solidaria.”.



¡Qué bien nos haría en estos días tener la oportunidad de escucharlo!



El honor que hoy tengo de despedir a quien fue un gran Senador, a un notable camarada, a mi profesor, pero, por sobre todo, a un chileno de excepción, de verdad me emociona y enorgullece.



Permítanme mis Honorables colegas, al concluir, hablar de mi maestro y de mi amigo.



Conocí a don Máximo cuando ingresé a la entonces Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad de Chile, en mi primera clase de Introducción al Derecho. Luego de presentarse, nos preguntó a los estudiantes que repletábamos la sala 6 de la Escuela: “¿Cuál creen ustedes que es la misión de la universidad?”. Se originó un silencio entre los alumnos, hasta que uno de ellos levantó la mano y respondió en una forma muy parecida a la que yo lo hubiera hecho, de haberme atrevido: era Gutenberg Martínez, mi marido.



Años después nos hacía presente, cada vez que nos veía, que gracias a él nos habíamos conocido y que era el responsable de nuestro matrimonio.



Como maestro, era excepcional, no solo por sus clases, sino también por la relación con sus alumnos. Era el profesor que nos invitaba a su casa y que siempre tenía el espacio para escucharnos y conversar sobre diferentes temas. Varios de ellos empezamos a visitarlo con gran frecuencia: nos acogía, nos invitaba a tomar té o a comer.



Compartíamos, además, con su familia, abierta y generosa. Algunas de sus hijas expresan hasta hoy que cuando nos veían llegar sabían que la porción de sus platos se reduciría. La señora Adrianita se esmeraba en entregarnos su cariño y atendernos. Famosa pasó a ser su tortilla de choclo cuando llegamos una noche y ella, algo angustiada por no quedar ya comida, se apresuró a prepararla.



También fue don Máximo un maestro exigente. Cuando supo que varios de nosotros éramos democratacristianos, nos expresó, con voz firme: “Soy un profesor muy estricto con todos mis alumnos, pero lo soy el doble con los que son democratacristianos”. Más de alguno se cambió a uno de los cursos paralelos.



Estuvo en nuestro matrimonio, nos acompañó cuando nació nuestra primera hija y compartimos momentos gratos en la vida y otros muy duros.



Durante la dictadura militar, a ambos nos guió el trabajo por quienes más lo necesitaban: a él, desde la Comisión de Derechos Humanos, y a mí, trabajando codo a codo con el Cardenal Raúl Silva Henríquez.



Luego de ser nombrada Canciller por el Presidente Ricardo Lagos, se le pidió a don Máximo que fuera el Embajador de Chile en El Vaticano. Apenas lo supo, se trasladó al Ministerio y, al ingresar a mi oficina y cuando iba a abrazarlo para expresarle mis felicitaciones, ese gran hombre me hizo una venia y, con gran solemnidad, me expresó: “Señora Ministra, vengo a ponerme a su disposición para trabajar bajo sus órdenes por el bien del país. Usted es mi jefa”. No podía creerlo al observar en mi maestro esa humildad y trato hacia su alumna y amiga.



Una situación similar vivió mi Honorable colega Ignacio Walker, como Canciller, al ser recibido por él en el Vaticano, con motivo de una de las obras más importantes de don Máximo: la posibilidad de tener allá la estatua de Teresita de los Andes.



Y tuve una nueva experiencia del mismo orden, siendo aún Canciller, cuando don Máximo me solicitó una audiencia especial. Vino a pedirme autorización para contraer matrimonio con Mercedes Ignacia Pérez Campino, porque yo era “su jefa”.



Sé que hizo lo mismo con el Presidente de la República don Ricardo Lagos.



Ese era don Máximo Pacheco, hombre excepcional, de carcajada espontánea, sencillo y amable en el trato, solemne cuando debía serlo, estudioso, respetuoso, servicial, coherente en lo público y lo privado. Se preocupó de cultivar en todo momento la amistad cívica. Honró siempre sus principios y valores y asumió cada una de sus responsabilidades. Amó a su familia y a su país.



Hoy día, cuando lo recordamos en el Senado, queremos comprometernos solemnemente ante su familia, en nombre de la bancada democratacristiana, a honrar su memoria, a difundir su aporte a Chile y a compartir su legado con las nuevas generaciones, pues don Máximo Pacheco ocupaba desde hacía mucho tiempo un lugar especial en la galería de los grandes hombres de nuestra patria.



¡Por Dios que nos hará falta! Su testimonio de vida, que ya forma parte del acervo cultural y político de la República, perdurará siempre y seguirá orientando nuestras decisiones. ¡Dios quiera que así sea, por el futuro de nuestra política y de Chile!



Quienes hemos sido bendecidos con el don de la fe podemos decirle: ¡Hasta pronto, querido don Máximo! ¡Volveremos a encontrarnos!



He dicho, señor Presidente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estimados miembros de la Corporación, querida familia Pacheco Matte, amigos y público que nos acompaña:



Un compromiso de honor nos lleva esta tarde a rendir un homenaje en memoria de don Máximo Pacheco Gómez, el que efectúo en nombre de la Unión Demócrata Independiente y en el mío propio.



Toda referencia a Máximo Pacheco nos lleva a reconocer en su persona la figura de un destacado hombre público que a lo largo de su vida dio muestras de una vocación de entrega por el bien de Chile en las formas más variadas y desempeñando las más altas responsabilidades, en un irreductible afán de servicio.



Hablamos de un abogado, decano y profesor universitario que fue Ministro de Estado, Embajador, Senador de la República y miembro de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre otras actividades. Fue conferencista y prolífero autor de obras jurídicas, universitarias y de signo ético, con especial énfasis en el ámbito de los derechos humanos, así como de ensayos de diversa índole, en los que destacan diferentes experiencias de vida, como sus Recuerdos de la Unión Soviética, sus Crónicas del Vaticano o aquel escrito que narra la nostalgia por su inolvidable Adriana.



En esta sesión se hace justicia al reconocer la dilatada trayectoria de don Máximo, incluidos sus destacados estudios en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, que le permitieron recibirse de abogado, o su beca en la Universidad de Roma, donde fue alumno del insigne filósofo Giorgio del Vecchio y se doctoró en Derecho con Distinción Máxima.



Su formación lo llevó a desarrollar una dilatada carrera académica. A partir de 1952 se desempeñó en la cátedra de Introducción al Estudio de las Ciencias Jurídicas y Sociales y ocupó cargos de diversa responsabilidad directiva, hasta que veinte años después fue elegido Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, coronando una trayectoria muy destacada.



En paralelo, ejerció la profesión, descollando también en ella, y fue elegido miembro del Consejo General del Colegio de Abogados, en diversos períodos, en las décadas de los cincuenta y los sesenta.



Durante el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, quien se propuso la delicada tarea de restablecer relaciones diplomáticas con la Unión Soviética por jugar esta roles claves en el concierto mundial en medio de una difícil Guerra Fría, Chile buscaba mantener una posición independiente en el ámbito internacional y el paso que se daba en ese momento era especialmente complejo. Para esas tareas fue escogido don Máximo por sus cualidades profesionales y, sobre todo, humanas. Tal función no le fue fácil al nuevo Embajador, ya que debió trasladarse con su familia, muy numerosa, lo que representaba dificultades de diversa índole, perfectamente imaginables.



Luego de una notable labor diplomática, volvió a Chile para asumir el Ministerio de Educación, desde donde implementó una completa reforma que contribuyó al acceso de miles de jóvenes que no alcanzaban a terminar sus estudios de enseñanza media. Hoy, cuando esta escolaridad se acerca al cien por ciento de la matrícula, debemos recordar a quienes lo hicieron posible: al Gobierno de Frei Montalva y a su Ministro Máximo Pacheco.



El período del Gobierno militar trastocó la vida de don Máximo. En 1974 fue despedido de la Universidad de Chile, lo que le hizo asumir nuevas tareas y considerar nuevos horizontes. Los hombres grandes no se achican frente a los nubarrones. Por el contrario, su figura se agiganta. Así, junto con Jaime Castillo Velasco -como se recordaba- fundó la Comisión de Derechos Humanos, la cual registró un importante desempeño en un período en el que los derechos humanos sufrieron graves violaciones.



Nuevamente, su cometido lo llevó a ser nombrado Juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, en 1982, y Vicepresidente de la Federación Internacional de los Derechos Humanos, con sede en París, en 1984.



Al retorno de la democracia, un nuevo desafío esperaba a Máximo Pacheco. Su Partido, la Democracia Cristiana, lo presentó como candidato a Senador por el Maule Norte para el período 1990-1994. A pesar de ser nuevo en política, fue elegido con la primera mayoría y obtuvo el 42,37 por ciento de los votos, arrastrando incluso a su compañero de lista, Jaime Gazmuri, del Partido Socialista -un antiguo amigo nuestro-, quien logró el 24,58 por ciento.



Su labor parlamentaria se halla en nuestros registros. Como era de esperar por su formación y trayectoria, su labor se concentró principalmente en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, donde su aporte aún es recordado con admiración.



Sin embargo, como lo sabemos, la política no siempre paga con justicia. Al terminar su período, otros dirigentes, al interior de su Partido, quisieron ocupar el escaño -probablemente, con justo derecho- y le disputaron su primera opción a ser reelegido. Se verificó una primaria interna, muy disputada, en la cual los participantes sacaron, parejitos, el tercio de los votos, y, lamentablemente, don Máximo perdió. No pudo participar en los comicios y quien lo reemplazó no resultó elegido. Por eso, la Democracia Cristiana se vio privada de un Senador, y esta Corporación, de un gran legislador.



Pero ello no amilanó a Máximo Pacheco Gómez ni detuvo su trabajo en el ámbito profesional y el servicio público. Así, en algunos años volvió a ocupar una relevante misión diplomática, ya que el Presidente Ricardo Lagos le pidió asumir la Embajada en El Vaticano, cargo que desempeñó entre 2001 y 2007.



Su trayectoria personal incluyó, desde muy temprana edad, una vinculación bastante cercana con las actividades de la Iglesia católica. Participó activamente en la Asociación Nacional de Estudiantes Católicos, entidad que fue una cantera de jóvenes cristianos comprometidos con el servicio público. Luego formará parte del Movimiento Familiar Cristiano, donde trabó con Patricio Aylwin una amistad que iba a perdurar por toda una vida.



Sus conexiones con el episcopado nacional y su buena relación con el Cardenal Angelo Sodano, el hombre fuerte del Vaticano durante el período del Papa Juan Pablo II, le permitieron desempeñar una potente gestión ante la Santa Sede, su última actividad al servicio del país.



A través de estas palabras hemos recordado a Máximo Pacheco Gómez en su perspectiva de hombre público, la que lo sitúa en un pedestal de honor entre los estadistas en Chile. Sin embargo, no puedo dejar de referirme a él desde una perspectiva personal.



Tuve también la oportunidad de conocer muy de cerca a don Máximo, tanto por sus buenos vínculos de amistad con mi padre como por los que surgieron de nuestras relaciones familiares. Ambos nos casamos con “mujeres Matte”, que, créanme, son muy significativas en la vida personal.



La señora Adriana Matte Alessandri era hermana del padre de mi señora, Magdalena, por lo que, en esta materia, teníamos una especial complicidad.



Disculpen esta referencia familiar, pero es necesaria para dar un testimonio adicional.



Pude, por lo anterior, conocer a don Máximo en otra faceta, por la cual siempre era distinguido: el lado humano de una gran personalidad.



Don Máximo se casó con la señora Adriana y tuvo con ella una larga descendencia, 9 hijos, como se ha recordado: María Angélica, Máximo, Jaime, Isabel Margarita, Luz, Adriana, Jorge, Verónica y Natasha. La familia fue su bendición y quizás el principal impulso de su existencia. Lo acompañó siempre en sus múltiples actividades, la más notable de las cuales fue tal vez su vida en la Unión Soviética.



No estaban acostumbrados en esa nación a familias tan numerosas, ni menos a tener casas donde cobijarlas. Un año vivieron en el rigor de uno de esos hoteles soviéticos de la época, hasta que encontraron casa. Estoy seguro de que los doce meses en ese lugar no los han podido olvidar. Su hija Natasha, nacida en Moscú, constituye un testimonio de ese recuerdo.



Pero no todo fue alegría en su vida personal. Un doloroso hecho enlutó a los Pacheco Matte: la muerte de Jorge.



Es siempre inexplicable el fallecimiento de un hijo antes que sus padres. Este no fue menos complicado y marcó a la familia para siempre.



No perdieron su vitalidad y amor por la vida. Pero ese episodio les enseñó que la vida está hecha de amor y de dolor. Más aún, ese dolor se agravó cuando su señora y madre de sus hijos, Adriana, se fue de la vida para reunirse con Jorge.



No fueron días fáciles. Pero, como nuestra existencia nos enseña que todos los días sale el sol aun cuando está nublado, don Máximo y sus hijos asumieron con mucha fuerza la continuidad de la vida. Incluso, años después, Máximo Pacheco encontrará en Mercedes Ignacia Pérez, quien nos acompaña, un nuevo momento en su vida. Se casaron, y ella estuvo a su lado con cariño hasta el final de sus días.



Al concluir mis palabras, quiero expresar que el recuerdo de nuestro homenajeado está ligado, como ustedes pueden apreciar, no solo a su trayectoria política y su vida pública notables, sino también a su manera de ser y a su forma de vida. 



Es difícil no recordar a don Máximo sin unir a su figura la cordialidad, la simpatía, la bonhomía, la calidez humana y el buen conversar. 



Resulta imposible pensar en él sin asociar su imagen a trabajo, a perseverancia, a paciencia, a sencillez, a humildad, a coherencia, a espíritu de entrega.



Cuando pienso en don Máximo, en realidad lo veo con sus ojos despiertos y muy vivaces junto a su familia, siempre conversando; o tal vez lo recuerdo manejando su auto, seguramente con Verónica, quien lo acompañó durante su período senatorial, dirigiéndose a Talca para trabajar en terreno por su gente.



Así, con esa imagen, deseo que la Democracia Cristiana y este Senado tengan siempre en la memoria a uno de sus miembros que distinguió a esta Corporación con singular brillo.



A su querida familia; a su señora, Mercedes Ignacia -hoy viuda-; y a todos sus amigos, vaya nuestro homenaje y reconocimiento más sentido a don Máximo Pacheco Gómez, un ejemplo de servidor público y de humanidad.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente; Honorable Sala, distinguida familia de don Máximo Pacheco:



Me ha correspondido el alto honor de representar a la bancada de Renovación Nacional en el homenaje que nuestra Corporación le rinde al hombre de Estado, al defensor incansable de los derechos fundamentales y al ex Senador don Máximo Pacheco Gómez, con motivo de su reciente fallecimiento.



Don Máximo José Pacheco Gómez nació el 24 de octubre de 1924 en Santiago, siendo sus padres don Máximo Pacheco del Campo, un liberal balmacedista que llegó a ser gobernador de Rengo, y doña Sara Gómez Pérez, perteneciente a una familia radical.



Sus estudios primarios los efectuó en la escuela pública de Rengo y los secundarios en el Instituto Nacional, en la Capital, donde obtuvo el grado de bachiller en 1942.



El año siguiente ingresó a estudiar a la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile. No obstante haber tenido una formación escolar de carácter absolutamente laico, abrazó en dicha casa de estudios el catolicismo como su religión -nunca más lo abandonaría- y tomó la doctrina social de la Iglesia como su guía de vida.



En su época de estudiante universitario se desempeñó como ayudante de las cátedras de Introducción al Derecho, de Derecho Civil y de Derecho del Trabajo, destacándose desde entonces como el gran docente que llegó a ser.



En 1947 obtiene su licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, alcanzando la aprobación con nota de mérito sobresaliente y máxima distinción, mediante su tesis denominada “Principios fundamentales de la doctrina social cristiana”.



En 1948 la Corte Suprema le otorga el título de abogado, siendo nombrado profesor extraordinario de Introducción al Derecho en la misma facultad en que recibió su formación jurídica. En ese año contrajo matrimonio con doña Adriana Matte Alessandri, con quien tuvo una descendencia de nueve hijos.



En su constante afán de perfeccionamiento docente, postuló, a través de un concurso de oposición, a una beca del gobierno italiano para incorporarse al doctorado en Filosofía del Derecho de la Universidad de Roma, posgrado que cursó entre los años 1949 y 1950 y del cual se graduó con nota sobresaliente.



A su regreso al país, en 1952, se integró al cuerpo académico de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, en la que obtuvo, en concurso público, el cargo de profesor titular de la cátedra de Filosofía del Derecho, iniciando una extensa trayectoria docente de cuarenta y nueve años, durante la cual se caracterizó por sus dotes de jurista y, sobre todo, por ser un gran humanista. Representó, asimismo, a esa casa de estudios en diversos congresos internacionales.



Durante su carrera académica escribió más de 16 títulos, entre los que destaca el Manual de Introducción al Derecho, que constituyó todo un clásico en la enseñanza del Derecho en las distintas universidades nacionales y al que sus alumnos denominaban coloquialmente como “el ladrillo”.



Pero además fue autor de muchas obras, que versaban tanto sobre la cátedra que impartía como sobre la doctrina social cristiana, la política, la economía e incluso la teoría marxista del Estado y del derecho.



También tuvo cargos directivos en el Consejo General del Colegio de Abogados.



Perteneció al Partido Demócrata Cristiano desde su formación. En 1965 el Presidente Eduardo Frei Montalva lo designó embajador en la Unión Soviética, cargo que sirvió hasta 1968.



A su regreso a Chile, el mismo Jefe de Estado, conociendo sus dotes de insigne educador, lo nombró Ministro de Educación. Bajo su gestión se llevó a cabo la reforma educacional, que hizo hincapié en el alfabetismo, en la escolaridad, en el impulso a la construcción de diversos establecimientos educacionales en el país.



Una de las medidas más comentadas fue la instauración del jumper para las estudiantes de colegios públicos y privados.



Continuó vinculado a la Universidad de Chile, y en 1972 asumió como decano de la Facultad de Derecho, cargo que desempeñó hasta 1974, cuando las autoridades de la época lo desvincularon de ese establecimiento. 



En 1976, junto con otro conocido jurista -un gran jurista-, el recordado Jaime Castillo Velasco, fundó la Comisión Chilena de Derechos Humanos, organismo en el que plasmó su gran vocación por la defensa de los derechos fundamentales. Ello le valió ser designado en 1982 juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dependiente de la Organización de los Estados Americanos, cargo que sirvió en forma sobresaliente; integrarse posteriormente al Consejo Directivo del Instituto de Derechos Humanos de Costa Rica, y, también, ser elegido Vicepresidente de la Federación Internacional de los Derechos del Hombre, con sede en París.



Recibió el grado de doctor honoris causa de la Universidad de Bolonia, la más antigua del mundo, y, además, condecoraciones de los Gobiernos de Colombia y de Venezuela.



En 1989, y después de 15 años de ausencia de la enseñanza jurídica, a la que añoraba inmensamente, retoma su cátedra en la Universidad de Chile, en la que tuvo alumnos de destacada trayectoria pública y académica en nuestro país, entre ellos, el ex Presidente Ricardo Lagos, José Miguel Insulza, Soledad Alvear y Andrés Zaldívar.



En ese mismo año presentó su candidatura al Senado, en representación de la décima circunscripción, que comprende la Séptima Región Norte, y resultó elegido para el período 1990-1994 con una altísima votación: 42 por ciento de los sufragios, lo que permitió que los dos candidatos de su coalición ocuparan los escaños correspondientes a esa circunscripción.



Durante su desempeño legislativo integró las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Educación. También efectuó reemplazo en la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



En todos esos órganos de trabajo parlamentario destacó por los interesantes aportes que hizo a la labor legislativa, fruto de sus conocimientos jurídicos y su vocación docente. Más allá de eso, cuando nuestro país estaba retornando a la democracia, hombres de la estatura, de la talla moral de Máximo Pacheco fueron fundamentales para una transición pacífica y la constitución del Parlamento en 1990.



Terminado su período senatorial, retorna a sus queridas labores académicas. Y en el año 2001 el Presidente Ricardo Lagos lo nombra embajador en el Vaticano, cargo en que se desempeña hasta 2007.



En 2003, tras enviudar, contrae matrimonio con doña Mercedes Pérez Campino, quien nos acompaña hoy día.



El 5 de mayo del presente año, después de haber sufrido una breve enfermedad, fallece a los 87 años, rodeado del cariño de su extensa familia.



Don Máximo Pacheco, quien durante su trayectoria docente de casi medio siglo proclamó, difundió y practicó la cultura de los derechos fundamentales del hombre, ha constituido, sin lugar a dudas, un valioso aporte a la consolidación de nuestra democracia, lo que le significó el reconocimiento de diversos países y de prestigiosas universidades, como asimismo de los organismos internacionales de derechos humanos, que vieron en él a uno de sus principales defensores.



En su labor como jurista, legislador y diplomático también se reveló su vocación innata por transmitir a las generaciones futuras el respeto a los derechos del hombre, en toda su dimensión, por lo que estoy cierto de que su familia y sus amigos sabrán preservar el legado imperecedero que nos ha dejado don Máximo Pacheco Gómez, como fruto de su personalidad multifacética.



El día en que ocurrió su fallecimiento en nuestra cuenta de Twitter titulamos: “Chile está de luto, se ha ido un grande de la política chilena”. Y debo decir que aquellos que somos seguidores de la doctrina social de la Iglesia y la abrazamos, también lo hemos considerado un maestro.



Hago llegar a su distinguida familia mis más sinceras condolencias por la pérdida de este importante hombre público, quien indudablemente ha pasado a formar parte de nuestra historia republicana y, por ello, deben sentir un legítimo orgullo, tal como lo siente hoy día este Senado.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente; estimados colegas; señora Mercedes Ignacia Pérez, viuda de Pacheco; hijos; nueras; nietos y bisnietos; General de Brigada don Jorge Guzmán, Contralor del Ejército de Chile; General de Carabineros don Claudio Veloso, Director de Educación, Doctrina e Historia; invitados especiales; señoras y señores que hoy nos acompañan:



En nombre de los Comités Partido Por la Democracia, Partido Socialista y Partido Radical Social Demócrata, se me ha encargado el alto honor de rendir este solemne homenaje en memoria de don Máximo José Nemesio Pacheco Gómez, abogado de profesión, doctor en Filosofía, académico de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, y quien también fuera embajador, Ministro de Estado y Senador de la República.



Sus estudios primarios los cursó en la escuela pública de Rengo, donde su padre, don Máximo Pacheco del Campo, fue gobernador, en una época de verdadera inclusión social.



Su enseñanza secundaria la desarrolló en el Instituto Nacional, y la universitaria, en la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, donde obtuvo el grado de licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales con la máxima distinción, por su memoria de prueba sobre los principios fundamentales de la doctrina social cristiana, que fue calificada de sobresaliente.



Joven inquieto, se desempeñó, siendo aún estudiante, como secretario de ministros de la Excelentísima Corte Suprema.



Se inició muy temprano también en la vida académica en calidad de ayudante de las cátedras de Introducción al Derecho, de Derecho del Trabajo y de Derecho Civil.



Al año siguiente de egresar de la universidad, y aún antes de titularse, comenzó a impartir clases como profesor extraordinario del curso de Introducción al Derecho, destacando al poco tiempo como uno de los mejores académicos en la materia, con su ya clásica obra maestra Manual de Introducción al Derecho, donde dedica un capítulo especial al derecho y al amor.



En 1949, al año siguiente de recibir su título de abogado, ganó por concurso de oposición una beca del gobierno italiano, para doctorarse en Filosofía del Derecho en la Universidad de Roma, grado académico que al poco tiempo, apenas dos años, obtuvo con nota sobresaliente.



De regreso a Chile ocupó la cátedra de Filosofía del Derecho, siendo nombrado con posterioridad en el cargo de Director de los Cursos de Graduados de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de su alma máter, donde también le correspondió dirigir los “Anales de la Facultad de Derecho”.



Hombre de aquilatada trayectoria académica, en 1965 aceptó ser nombrado por el Presidente de la República de la época, don Eduardo Frei Montalva, como el primer embajador de Chile ante la Unión Soviética, experiencia compleja que supo sortear con éxito.



Un par de años más tarde se incorporó al gabinete del Presidente Frei, esta vez como Ministro de Educación Pública, donde desarrolló una brillante gestión, con acento en el aumento de la cobertura de la entonces muy baja escolaridad de nuestros compatriotas; la superación del analfabetismo como prioridad nacional; la construcción de establecimientos educacionales, junto con la alimentación y el uso obligatorio de uniformes escolares, como una manera de aplacar las diferencias en escuelas y liceos, en que la integración social era una grata realidad.



Académico de formación, estuvo siempre ligado a la Universidad de Chile, de cuya Facultad de Derecho llegó a ser decano entre 1972 y 1974. En este último año fue exonerado por la dictadura.



Junto con Jaime Castillo Velasco, fundó la Comisión Chilena de Derechos Humanos, de la cual fue vicepresidente y presidente.



También participó activamente en la Vicaría de la Solidaridad. En 1978 confirmó y denunció ante la Corte Suprema el hallazgo de 15 cuerpos en los hornos de Lonquén, destapando de esta forma la realidad de las desapariciones, torturas y crímenes cometidos en nuestro país.



Tanto en Chile como en el extranjero fue un infatigable promotor de los derechos humanos, imbuido de una profunda vocación cristiana, siendo elegido, en 1984, Vicepresidente de la Federación Internacional de los Derechos del Hombre, con sede en París. 



Tuvo una participación muy relevante el 5 de octubre de 1988, cuando ofició de enlace entre la Democracia Cristiana y el entonces Comandante en Jefe de la FACh, general Fernando Matthei. Fue en ese rol que comunicó a la autoridad militar los cómputos, posibilitando el primer reconocimiento del triunfo opositor por parte de un miembro de la Junta Militar.



Junto con el retorno a la democracia, al año siguiente del plebiscito, en 1989 le fue restituida su tradicional cátedra de Introducción al Derecho, donde siguió formando a los abogados de la Universidad de Chile, por cuyas aulas pasaron, entre otros -como ya se dijo-, el ex Presidente de la República don Ricardo Lagos y los Senadores, que hoy se hallan presentes, señora Alvear y señor Andrés Zaldívar.



Ese mismo año enfrentó el desafío de reinstalar el Congreso Nacional como candidato a Senador por Maule Norte, donde resultó electo con la primera mayoría, con más del 42 por ciento de los votos. 



Miembro de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, además de las Comisiones de Educación y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, fue autor, entre otros, del proyecto convertido en ley de la República, sobre maltrato de menores.



Culminó su destacada trayectoria política con el especial nombramiento como Embajador ante El Vaticano, bajo el Gobierno del Presidente Lagos. Y sostengo que fue un “especial nombramiento” en consideración a los sólidos principios que siempre profesó y defendió, de una profunda vocación cristiana, que es lo mismo que decir vocación humana.



El homenaje que hoy rendimos en memoria de un hombre excepcional, se suma a tantos otros reconocimientos que le valieron la Orden Andrés Bello del Gobierno de Venezuela, el año 1970; el grado de Doctor Honoris Causa de la Facultad de Derecho de la Universidad de Bolonia, en Italia, y la Medalla Andrés Bello del Ministerio de Educación de Chile, en 1993.



Reciban sus camaradas, sus familiares y amigos, en nombre de las bancadas de los partidos Por la Democracia, Socialista y Radical Socialdemócrata, el más sincero reconocimiento y valoración por la participación en sus filas y en el Congreso Nacional de un hombre tan destacado y del cual el Senado se siente orgulloso.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra al Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, señoras y señores Senadores, querida familia y amigos de nuestro camarada Máximo Pacheco.



En primer lugar, quiero agradecer, en nombre de la Democracia Cristiana, a cada uno de los representantes de los partidos políticos por el justo y merecido homenaje que han rendido en el día de hoy, con motivo de la despedida de nuestro camarada y ex Senador de la República.



Muy especialmente, quiero agradecer al señor Presidente del Senado el discurso de homenaje que pronunció en la solemne ceremonia de exequias de Máximo Pacheco, en el Salón de Honor del ex Congreso Nacional.



No quiero repetir lo que se ha dicho y escrito sobre la vida de mi maestro, de mi amigo y camarada, ni hacer un relato biográfico de lo que fue su rica vivencia entre nosotros. Cuanto se ha expresado es justo, y aún insuficiente.



La vida de Máximo fue intensa y rica en todo sentido. Tenía defectos como cualquiera de nosotros, pero sus virtudes sobrepasaban en mucho sus limitaciones.



Lo que se ha dicho y escrito no ha sido para cumplir una formalidad. Es un testimonio justo y necesario. 



Quiero hablar hoy en el Senado como el discípulo, el amigo y el camarada con el cual recorrimos juntos parte de nuestras vidas; compartimos sueños; nos comprometimos en valores comunes; tratamos de aunar fuerzas para ayudar a construir una sociedad justa y digna, fundada en los valores humanista-cristianos. Tratamos de entregarnos al servicio público sin cálculos ni limitaciones. Todo ello lo aprendimos del testimonio de vida de los padres fundadores del socialcristianismo, uno de cuales, por supuesto, fue mi amigo Máximo Pacheco.



Hoy aquí quiero presentar mi testimonio.



Soy testigo de que Máximo tuvo un compromiso de vida con lo que más quería: su familia. Se sentía orgulloso de ella. Tenía justa razón.



Junto a su esposa Adriana fundó una familia ejemplar, numerosa, bulliciosa y alegre. Son nada menos que 9 hijas e hijos, 27 nietos, 7 bisnietos. Sería largo nombrarlos a todos. ¡Cuánto sufrió al perder a su hijo Jorge! Fui testigo de su sufrimiento y angustia.



Quienes pudimos visitar su hogar sabemos que lo que afirmamos ahora es verdad. Estaba orgulloso de cada uno. Les dio educación y los formó. Hoy día, estoy seguro de que Máximo siente que trasciende su vida terrenal por el legado no tanto material, sino por los valores que entregó a sus descendientes.



Hoy nos acompaña en las tribunas Mercedes Ignacia, nuestra querida amiga, quien fue su compañera en parte de su vida. Ella vino a llenar por entero ese querer de Máximo. Sé que para él significó escoger a una gran mujer para su existencia. Sé del amor y el cariño que se profesaron. Máximo se sentía alegre en su compañía y orgulloso de tenerla como esposa.



Doy testimonio de que Máximo se comprometió, más allá de su propia familia, con la academia y la docencia. Desde su egreso de la universidad, asumió la cátedra universitaria en la formación del Derecho. Fui su alumno, al igual que la Senadora señora Alvear, el ex Presidente señor Ricardo Lagos, el ex Ministro señor José Miguel Insulza y tantos hombres y mujeres que han ocupado importantes cargos en la vida pública y privada.



Fue autor de más de una decena de libros sobre temas jurídicos y derechos humanos. Recibió su Doctorado en Filosofía en la Universidad de Roma. Fue profesor titular de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, y su Decano. Toda esa riqueza académica y de conocimientos la entregó generosamente para el bien de las generaciones que recibieron su educación.



Somos testigos de cómo entregó parte importante de su vida al servicio público, cuando fue requerido por la patria.



No podía ser de otra forma.



Su convicción humanista-cristiana lo impulsó a entregarse al servicio de los demás. Fuimos compañeros con Máximo en el Gabinete del Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, en la Revolución en Libertad. Aceptó el desafío de ser Embajador en la entonces Unión Soviética, y luego Ministro de Educación de Chile.



De regreso a la democracia, nos encontramos nuevamente como miembros del Senado. Luego representaría al país como Embajador ante la Santa Sede.



Su paso por el servicio público dejó una huella profunda.



Puedo dar testimonio, en estos días, en mi calidad de sucesor como Senador por la Región del Maule, que en los más apartados rincones campesinos ha quedado el recuerdo de Máximo como el de una persona que derrochó cariño y servicio por la gente, especialmente por los más humildes.



Todo lo que hemos afirmado es importante en su vida. Pero lo más relevante es que podemos dar fe, por haber sido testigos,  de que Máximo fue una persona que actuó como pensaba. Vivió y practicó, sin renuncio, los valores en los cuales creía.



Desde joven abrazó los valores humanista-cristianos. Tomar tal opción, en esos tiempos, era romper con el mundo conservador. Luchar por la justicia social, trabajar por la reforma agraria, por salarios justos, por la sindicalización campesina, seguir el llamado del Padre Hurtado, bastaba en esa época para ser denunciado, en el medio social en que se vivía, como persona peligrosa, revolucionaria, calificada como “roja” o cercana al comunismo.



Pero ello a Máximo no lo hizo claudicar. Al contrario, trabajó para lograr que esos valores de justicia social se hicieran realidad.



Máximo creyó en la democracia y en la defensa irrestricta de los derechos humanos.



Lo probó con hechos y actitudes.



Prefirió, con dolor, abandonar su cargo de Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile cuando la dictadura intervino en la vida universitaria e instaló autoridades designadas, pretendiendo la delación y la persecución de personas por sus ideas.



Esa acción arbitraria no lo amilanó ni lo hizo acomodarse. Al contrario, asumió la defensa de los perseguidos. Junto con Jaime Castillo fundaron la Comisión Chilena de Derechos Humanos -como se ha dicho-, lo que le valió, con el tiempo, integrarse después como juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y luego ser elegido Vicepresidente de la Federación Internacional de los Derechos del Hombre.



¡Cómo no recordar cuando fue llamado por el cardenal Raúl Silva Henríquez para ser testigo y hacerse cargo del hallazgo de los restos de los campesinos en los hornos de Lonquén, vilmente asesinados! Doy testimonio del coraje de Máximo en esos momentos tan dramáticos y de tanto riesgo personal.



Si recorremos su vida, podemos afirmar, sin equivocarnos ni exagerar, que Máximo Pacheco fue un hombre íntegro, que amó a su familia con pasión; un académico de excelencia y formador de juventudes; un hombre de Derecho que creyó y exigió la justicia para todos, un hombre que se entregó sin cálculos al servicio público y que jamás transigió los valores en los cuales creía.



Máximo ha partido, pero no está ni va a estar ausente, porque sin duda se encontrará siempre presente en el corazón de sus seres queridos, en el de quienes transitamos junto a él por esta vida y, muy especialmente, en el de las personas a quienes sirvió y por las cuales reclamó justicia y dignidad.



Máximo ha transitado a la otra vida, en la cual él creía y a la cual aspiraba.



Su Dios, en el cual creía, sin duda, lo ha acogido como uno de los suyos, por ser un hombre justo y bueno.



He dicho



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- De esta manera, el Senado de la República ha rendido homenaje a don Máximo Pacheco Gómez, relevante hombre público, académico, embajador, Senador y Ministro de Estado, jurista e intelectual, hombre pacífico pero valiente, que enaltece la tarea política y la condición de servidor público.



Reiteramos las condolencias a su familia y a su Partido, la Democracia Cristiana.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito autorización para que la Comisión de Trabajo sesione en paralelo con la Sala a partir de este momento.



--Se autoriza.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se suspende la sesión por quince minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 17:30.



--Se reanudó a las 17:52.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión. 



Ruego a los señores Senadores tomar asiento. 

V. ORDEN DEL DÍA

BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO A FUNCIONARIOS DE SECTOR SALUD

El señor ESCALONA (Presidente).- Según lo acordado en forma unánime por la Sala, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, con segundos informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8036-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 6ª, en 3 de abril de 2012.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.


Hacienda: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.


Salud (segundo): sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.


Hacienda (segundo): sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.


Discusión:



Sesión 18ª, en 16 de mayo de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 16 de mayo del año en curso. 



Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4º, 6º, 7º, 8º y 9º permanentes y el artículo primero transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Salud efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad. 



La Comisión de Hacienda, por su parte, realizó una modificación al texto despachado por la de Salud, que también se aprobó de forma unánime. 



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición formulada por la Comisión especializada respecto de alguna de ellas. 



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por ambas Comisiones y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular el proyecto. 

El señor GÓMEZ.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, Su Señoría. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero formular una consulta reglamentaria. 



De acuerdo a lo señalado por el señor Secretario, entiendo que todas las enmiendas introducidas por las Comisiones se acordaron por unanimidad. Ello significa que se votarán sin debate, lo que implica que no habrá ninguna posibilidad de discutirlas en particular. 



De ser así, pido votar separadamente cada una de las enmiendas. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Está en lo cierto, señor Senador. 



Las materias naturalmente se pueden debatir. Pero, desde el punto de vista reglamentario, en la discusión particular corresponde votar sin debate las normas que han sido aprobadas por unanimidad en las Comisiones respectivas, que es el caso. 



Ahora, usted, como Senador, puede solicitar la revisión de algún precepto que sea de su interés. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, lo que pasa es que estos artículos son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 



Mi intención es dejar constancia de que en este proyecto se ha introducido una diferenciación respecto de la normativa anterior en la materia. 



Yo no quiero entorpecer el debate. Solo espero disponer del tiempo suficiente para dejar claro cuáles son las diferencias existentes entre esta propuesta legislativa y la ley que se aprobó en el Gobierno de la Presidenta Bachelet.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tendrá tiempo para ello, señor Senador.



Dado que todas las enmiendas fueron aprobadas por unanimidad en las Comisiones de Salud y de Hacienda, corresponde pronunciarse sin debate sobre ellas. 



En votación. 



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez, para fundamentar el voto. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, no es fácil enfrentar un debate de esta naturaleza, por cuanto se ha producido una situación no de enfrentamiento, sino de discrepancia entre dirigentes de diversos gremios de la salud. 



La existencia de incentivos al retiro y la posibilidad cierta de que muchos trabajadores hagan uso de ese beneficio, sin duda, son suficientes para no rechazar un proyecto de esta índole. Y así lo he manifestado a diversas organizaciones. 



Sin embargo, quiero dejar constancia de las diferencias sustanciales que se observan en la iniciativa que nos ocupa respecto de lo consagrado en la ley Nº 20.282, aprobada durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet. En dicha normativa se establecieron incentivos al retiro distintos en cuanto a sus montos y a quiénes beneficiaba. ¿Por qué? Porque se reconocía la existencia de funciones diferentes (profesionales, administrativos) en cada uno de los organismos de la salud. 



En la mencionada legislación se consignó expresamente una bonificación adicional equivalente a 527 UF para los trabajadores pertenecientes a las plantas de profesionales y directivos, y a 395 UF para los de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares.



Esa diferencia, consagrada en el cuerpo legal referido y que permitió a algunos funcionarios acogerse a retiro, desaparece en este proyecto. Este propone nivelar dicho incentivo a 395 unidades de fomento para todos los trabajadores, perjudicando a un segmento de ellos. 



Aclaro que el monto de tal bonificación no irá en desmedro del personal que ya contaba con ese beneficio. 



Pero es importante dejar constancia -insisto- de que en la presente iniciativa no se cumple con lo dispuesto en una ley de la república, que fue aprobada en su oportunidad por el Parlamento. Hoy se pretende eliminar la diferenciación aludida.



De otro lado, se planteó al Ejecutivo la alternativa de agregar una discriminación positiva, consistente en incrementar en un mes la bonificación por retiro en favor de las mujeres -las más perjudicadas y dañadas previsionalmente, por cuanto son afectadas por discriminación salarial, menor período de cotizaciones, bajas pensiones y mayores expectativas de vida después de jubilar- y de auxiliares, administrativos, técnicos y profesionales con menores remuneraciones. Se sugirió tal idea, pero no fue posible llegar a acuerdo con el Gobierno.



Por eso digo que el problema no es entre los trabajadores. Los dirigentes de los distintos gremios obviamente tienen que velar por los intereses de sus representados. En nuestra opinión, es el Ejecutivo el que manifiesta una forma equivocada de resolver la situación. Porque las propuestas que se le han hecho perfectamente pudieron haber sido acogidas durante la discusión del proyecto.



Se sugirió también ampliar los 200 cupos que se establecen al total o a la mayoría de los funcionarios actualmente en servicio y a los rezagados de la legislación anterior, quienes, por responsabilidades laborales o bajo interés de sus fondos de previsión producto de las crisis internacionales, no se acogieron a retiro durante la vigencia de la ley N° 20.282. Se sugirió la posibilidad de que ellos fueran compensados.



Igualmente, se pidió eliminar el tope máximo para los cuatro años, los topes anuales y el mecanismo de postulación y selección, y garantizar el acceso al beneficio a todos los funcionarios que cumplan los requisitos y lo soliciten formalmente. 



Señor Presidente, el proyecto en votación favorecerá a los trabajadores. Obviamente constituye un beneficio para ellos. Pero, a mi juicio, terminar con la diferenciación que se consignaba en la ley anterior es una medida errada. Pudo procederse de otra forma para no generar el problema de dejar a algunos funcionarios en la situación de obtener una bonificación con un monto distinto del que habrían recibido con dicha normativa. 



Tampoco se cumple con fijar ciertos plazos, que habrían sido determinantes para los efectos de la discusión de la iniciativa.



Señor Presidente, pedí la palabra para dejar constancia, en la historia de la ley, de las diferencias entre la ley N° 20.282, aprobada y promulgada durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet -se elaboró de manera muy distinta y se consensuó con todos los funcionarios-, y la iniciativa que nos ocupa, que perjudica sustancialmente a algunos trabajadores.



Gracias.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Estamos en votación, señor Ministro. Lamentablemente, no le puedo conceder la palabra.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Entiendo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, junto con anunciar mi voto favorable al proyecto, debo recordar que fueron varios los gremios que llegaron a acuerdo con el Ejecutivo respecto a estos incentivos al retiro. Por tanto, el texto se concordó con los trabajadores, salvo en el caso de la FENPRUSS, que agrupa a los profesionales de la salud, cuyos dirigentes finalmente no firmaron lo propuesto.



La iniciativa responde también a demandas que han sido y son supersentidas por los funcionarios del sector, como la de nivelar la bonificación por retiro voluntario a un tope de 11 meses para todos los trabajadores. Cabe recordar que, según lo dispuesto en las leyes anteriores, dicha indemnización era de 9 meses para los varones y de 10 para las damas. Ahora se establece un máximo de 11 meses para todos. Ello, con acuerdo -repito- de casi todos los gremios de la salud.



Otra diferencia importante es que en normativas pasadas, salvo en la Ley ANEF -me refiero en concreto a todas las disposiciones legales sobre incentivos al retiro del personal de la salud-, las damas tenían que jubilar al cumplir 60 años. No había alternativa: se iban o perdían el beneficio. El proyecto que nos ocupa recoge una aspiración muy sentida: dar a las funcionarias la posibilidad de escoger el momento de retirarse, entre los 60 y los 65 años de edad. ¿Por qué? Porque, al pensionarse a los 65 años, una mujer realizará cinco años más de trabajo efectivo, lo que implica cinco años más de cotizaciones y cinco años menos en el cálculo para la respectiva jubilación. Ello implica un mejoramiento significativo de 20, 25, 30 por ciento en la respectiva pensión.



Esto constituye algo nuevo para los trabajadores de la salud.



Señor Presidente, considerando que la propuesta legislativa se hizo con acuerdo de los gremios del sector, cuyos dirigentes han sido tremendamente activos en esta materia, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, y nos han pedido hasta el cansancio que despachemos cuanto antes el proyecto -muchos de sus colegas se hallan enfermos y están esperando que ello suceda para acogerse a retiro-, los miembros de las Comisiones de Salud y de Hacienda aprobaron de forma unánime la iniciativa en particular.



Reitero que hoy votaremos favorablemente el articulado del proyecto, para que este vaya completando su tramitación legislativa y sea ley de la república muy pronto -ojalá dentro del mes en curso-, a fin de que luego comiencen a operar el incentivo al retiro y la bonificación adicional, y los funcionarios de la salud reciban los dineros respectivos y puedan acogerse a la jubilación que anhelan.



Voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero saludar a los dirigentes de la FENATS y de otros gremios, que se encuentran en las tribunas, acompañándonos en esta sesión.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, votaremos a favor de la iniciativa, porque beneficia a más de 162 mil funcionarios de la salud, porque hace justicia a sus legítimas demandas y porque se enmarca dentro de una política -hay que reconocer que viene del Gobierno de Michelle Bachelet- que permite negociar cada cuatro años condiciones que para los trabajadores son y van a seguir siendo muy importantes.



El texto propuesto comprende al menos tres grandes ejes: uno, la bonificación adicional, equivalente a un monto fijo de 395 unidades de fomento; dos, la bonificación por retiro voluntario de hasta 11 remuneraciones imponibles, y tres, el pago de los descuentos previsionales que se han efectuado a los trabajadores. 



Efectivamente, tiene razón en su planteamiento el Senador Gómez. Antes se establecía una diferencia, pero quedó claro que se trataba de una discriminación entre profesionales y no profesionales, lo cual, sin duda, causaba efectos en la empleabilidad de unos y otros. Ahora, en cambio, se instaura un criterio de igualdad y de justicia que permite que todos accedan al mismo bono.



Por lo tanto, nos atrevemos a decir que el proyecto avanza en la línea de la necesaria igualdad entre trabajadores de la salud. No es casualidad que este se haya originado en una mesa de consenso, cuyo resultado contó con la adhesión de casi la totalidad de los funcionarios de la salud pública.



En tal virtud, esta constituye una gran oportunidad para aprobar el proyecto y para que, ojalá, otros trabajadores del sector público y de los Poderes del Estado sigan este mismo camino.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.



Antes de que intervenga Su Señoría, solicito autorización de la Sala para que pase a reemplazarme en la testera el Honorable señor Gómez. 



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Gómez, en calidad de Presidente accidental.
La señora RINCÓN.- Señor Presidente, tal como dicen los dirigentes que nos acompañan, la iniciativa que nos ocupa lleva 10 meses de tramitación.



Semanas atrás, cuando se aprobó en general el proyecto, les señalé que estuvieran contentos y alegres, porque habíamos dado un paso importante, que íbamos por buen camino y que pronto concluiríamos su estudio. Sin embargo, una de las dirigentes se sentía muy frustrada, pues habría preferido que lo hubiésemos despachado en esa oportunidad.



¡Es muy relevante -¡qué duda cabe!- aprobar una normativa que permite que funcionarios públicos se retiren del servicio recibiendo un reconocimiento económico! Esta situación se arrastra desde hace muchos años y tiene directa relación con las pensiones que percibirán estos trabajadores y trabajadoras.



Asimismo, como señaló usted, señor Presidente, en su intervención, nos hubiese gustado que se nivelara e igualara hacia arriba y no hacia abajo.



Ese fue uno de los puntos que debatimos en la Comisión de Hacienda junto con las indicaciones que se presentaron al proyecto. Lo analizamos hoy con los miembros de dicho órgano técnico: Senadores señores García (Presidente), Frei (don Eduardo), Lagos y Novoa.



No nos gusta que el cálculo del bono se realice sobre la base del promedio de las remuneraciones imponibles. Quiero dejar constancia de ello para la historia fidedigna de la ley. Porque en el sector salud las rentas reales de los trabajadores son muy distintas a las imponibles. Hubiésemos querido que el beneficio se calculara conforme al promedio de las últimas remuneraciones reales.



Así lo dimos a conocer en la Comisión. Y entendimos -del mismo modo como lo reconocieron, hoy día, los señores Presidente y Secretario de dicho órgano técnico- que el Ejecutivo había manifestado su disposición favorable.



Lamentablemente, no llegó la indicación pertinente y la norma fue aprobada como figura en el texto del proyecto.



Es dable comprender que por responsabilidad fiscal no se pueda hacer una excepción aquí, pero es preciso reconocer que si hay una dotación donde las rentas reales son muy distintas a las imponibles es en el sector salud.


Señor Presidente, debo expresar que la tramitación del proyecto me deja con dos espinas:



Primero, que el Ejecutivo, recogiendo el principio de la igualdad, no haya nivelado hacia arriba.



Y, segundo, que reconociendo la realidad que vive en particular este sector, el Gobierno no haga una excepción y establezca que el cálculo de la remuneración promedio se efectúe sobre la base de la renta real y no de la imponible.



Dejo constancia de mi posición para los efectos de la historia fidedigna de la ley, porque son cuestiones que debemos corregir.



Además, tenemos que hacer un esfuerzo real, efectivo, y no solo declarativo respecto al sector salud, donde existen muchos peros, tanto en la cantidad de recursos que se manejan para dar respuesta digna y adecuada a los usuarios, como de reconocimiento a la labor de sus funcionarios, quienes cumplen jornadas extenuantes y han adquirido un compromiso encomiable con el país.



Sin perjuicio de lo anterior, anuncio que aprobaré la iniciativa, porque entiendo la urgencia que reviste para los trabajadores y trabajadoras que favorece.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, ayer fueron los profesores; antes, los funcionarios municipales; ahora, los de la salud, y, mañana, no sé quién será. Y este Senado continuará legislando con puros parches respecto de materias que ameritan una discusión de fondo.



Sin duda, el proyecto mejora la actual situación de los funcionarios de la salud para retirarse en condiciones más favorables. Sin embargo, el debate de fondo que tiene que efectuar el Senado, al cual el Ejecutivo debe incorporarse, es sobre cómo modificamos efectivamente el sistema previsional. Porque la iniciativa en discusión está dando testimonio del fracaso del actual modelo.



Hay que incentivar a los trabajadores para que se retiren, porque la pensión que van a recibir no dice relación con sus remuneraciones. Particularmente, en el sector de la salud -como señalaba la Senadora Rincón- las rentas reales están muy por encima de las imponibles. Y es el propio Estado el que no hace las cotizaciones. Y eso se refleja, al final, en una pensión exigua e indigna, que no permite que el trabajador tome la decisión de acogerse a jubilación.  Entonces, se debe recurrir a la figura del incentivo para que se retire. ¡Pero la pensión sigue siendo exigua!



El tema de fondo que deberíamos debatir, y cuanto antes, es sobre una reforma al sistema previsional para que las personas tengan acceso a pensiones dignas... 



--(Aplausos en tribunas).


... y no sea necesario aprobar “leyes parches” que incentivan al retiro de a poco de los trabajadores y que están destinadas a suplir las pensiones indignas que reciben.



Señor Presidente, a mi juicio, el Senado, que ya ha aprobado la formación de una Comisión especial para estudiar una reforma previsional profunda, debe ser coherente con ese acuerdo. Por eso, invito a los Comités a que entreguemos los nombres de los parlamentarios que formarán parte de aquella. De esa forma, evitaremos en el futuro seguir viendo los dramáticos momentos que viven muchos trabajadores o conociendo el caso de quienes ni siquiera alcanzaron a recibir este incentivo, debido a que fallecieron antes. ¿Por qué? Porque no hemos sido capaces de enmendar un sistema absolutamente injusto. 



--(Aplausos en tribunas).



Anuncio mi voto favorable a la iniciativa, señor Presidente.



Insisto: el tema de fondo es modificar el perverso sistema previsional.



He dicho. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto, porque ya llevamos muchos años debatiendo lo mismo.



Siempre que se ha discutido en cuanto a la forma en que se manejan las cifras para fijar, en un momento determinado, las remuneraciones de los trabajadores de la salud, mi opinión no ha variado, en el sentido de que quedamos lejos de lo que debería aprobarse, comparando el tipo de trabajo, las responsabilidades, las dificultades y, sobre todo, el sacrificio que implica desempeñarse en este sector.



Mi posición sobre el particular no es solo de ahora, sino que desde siempre la he tenido y ha sido muy clara. Esto es fruto, seguramente, del hecho de que trabajé en el área de la salud durante muchos años antes de llegar al Senado.



Sin embargo, deseo advertir acerca de una situación que se ha producido.



Más allá de los aspectos técnicos que podamos discutir, analizar y tomar en consideración, aquí surgió un problema bastante serio, porque hubo dirigentes que estimaban que debía aprobarse el proyecto, para salir luego de la situación actual, y otros que creían preferible esperar o hacer un esfuerzo especial para que el Gobierno pudiera también dar el mismo tratamiento al resto, en lugar de seguir buscando fórmulas aleatorias para que todos quedaran igual.



No nos olvidemos de que hace algún tiempo aprobamos el incentivo al retiro y el mejoramiento de rentas para el sector de la salud municipal. Lo que estamos viendo ahora es la salud secundaria -por decirlo así-, que depende del Ministerio del ramo. 



En definitiva, no hubo acuerdo y el Ejecutivo manifestó que no se hallaba en condiciones de introducir una modificación al articulado de manera que pudiéramos aprobarlo sin ninguna dificultad de parte de algunos dirigentes que estaban trabajando desde la FENPRUSS y la ANEF.



Tengo fundadas esperanzas de que el Gobierno, a través de su Ministro de Salud, pueda buscar la manera de dejar pari passu a todas las personas. O sea, la misma condición de trabajo, la misma remuneración. Esa es la norma básica, aunque se haya distorsionado cuando se creó la municipalización de la salud.



Por eso, señor Presidente, vamos a votar favorablemente, sin perjuicio de esperar lo que señalé. 



Asimismo, confío en que, como lo hemos señalado hasta la saciedad, el futuro de la salud pública no termine siendo su eventual privatización. El Ministro ha expresado también, muy claramente, que eso no se va a producir. Yo le creo, pero me alarma que de repente surgen unas luminarias que más bien son luz colorada. Ahora se va a aplicar un sistema de fórmula similar a la dirección empresarial, y la verdad es que cualquier posible privatización -estoy convencido de ello- no depende del Ministerio de Salud, sino de la visión general que sobre las materias de bien público tiene La Moneda. Seamos claros: no es el Ministerio el que define esto; lo definen, derechamente, La Moneda y Hacienda, que son en definitiva los que deben resolver.



Pero, en fin, ojalá estos malos pensamientos nunca se concreten.



En todo caso, señor Presidente, doy mi respaldo absoluto al proyecto. No obstante, como sucede a veces, mi Comité me autorizó a parearme con el Senador Víctor Pérez, por lo que no puedo votar...

El señor PIZARRO.- Vote no más, señor Senador, si estamos todos a favor...

El señor RUIZ-ESQUIDE.-... En ese caso, voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo sé que hay mujeres y hombres que han tenido una larga y triste espera para llegar a esto que se señala como un, comillas, beneficio. Y solo por el respeto que esas trabajadoras y esos trabajadores de la salud me merecen, voy a concurrir con mi voto favorable.



--(Aplausos en tribunas).



Sin embargo, deseo volver a expresar lo que he dicho permanentemente: ¡no existe un peor empleador que el Estado de Chile! No puede haber un empleador más perverso, que siga teniendo personas, por años de años, a contrata y a honorarios; que continúe causando un enorme perjuicio a los funcionarios que deben jubilarse y que se van con 11 meses, como un gran logro, habiendo trabajado casi 40 años de su vida.



Hemos elaborado un proyecto de ley -inadmisible, por supuesto-, para el que pedimos el patrocinio del Ejecutivo. Y lo hemos dicho en reiteradas ocasiones: año trabajado, año pagado. Si una persona se desempeña 20 años en un servicio, ¿por qué debe recibir por 11?



El daño previsional es enorme. Los incentivos que hoy día reciben no equiparan el perjuicio que han sufrido todas esas personas que hoy están por jubilarse. Por eso, hemos insistido en una iniciativa que confeccionamos con usted mismo, señor Presidente, donde pedimos una AFP estatal de carácter social, para que en definitiva haya justicia. 



Y lo explicamos en su momento. Puse el ejemplo de dos personas, una que se jubila ahora, con todos estos incentivos, y que recibirá 114 mil pesos; mientras que su colega, con los mismos años de servicio, percibirá 560 mil pesos, por permanecer en el sistema antiguo, en el IPS.



Entonces, no hay relación, no hay cómo explicarse el profundo daño que experimentan hoy nuestras trabajadoras y trabajadores del sistema público.



En paralelo, elaboramos otro proyecto de ley que crea una Dirección Nacional del Trabajo, para que así como se supervigila lo privado, también exista un ente que controle y supervigile el sector público. Hoy día nuestros trabajadores no tienen dónde acudir en la eventualidad de que se sigan cometiendo injusticias como las que hemos señalado: gente que lleva años de años trabajando a honorarios, a contrata, con todo el daño que esa situación, por supuesto, significa.



Señor Presidente, vamos a concurrir con nuestro voto reiterando que esperamos que en algún momento el Estado de Chile reconozca la necesidad de respetar una norma que nunca fue respetada: 80/20. Lo hemos hecho ver en innúmeras veces con distintos Ministros, pero simplemente hemos encontrado oídos sordos frente a una legítima reclamación de nuestros trabajadores.



Voy a votar favorablemente señalando que este incentivo es perverso, que desgraciadamente deja a quienes se jubilan en esta oportunidad en una precaria condición posterior, con rentas muy por debajo de las que debieran recibir y que podrían tener una mediana y mejor calidad de vida. Aun así, voto a favor, sabiendo que esta ha sido una larga lucha, una gran conquista por parte de nuestros funcionarios.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero anunciar mi voto positivo, más allá del tema de fondo planteado por el Senador Tuma -y recién por el Senador Bianchi-, que todos reconocemos y que hemos expresado tantas veces en esta Sala. Yo creo que fue muy dramático lo ocurrido a partir del año 81, cuando, de manera poco informada, mucha gente fue prácticamente obligada a cambiarse de sistema previsional, lo que le produjo un gran daño. Y no hemos logrado aún terminar de reparar aquello. 



En consecuencia, el tema central sigue todavía estando presente, y por eso manifiesto mi acuerdo con las palabras expresadas por el Senador Tuma y mi beneplácito porque se cree esta comisión, para que veamos, efectivamente, si somos capaces de ir al fondo y si alguna vez vamos a contar con el apoyo del Ejecutivo para hacer un cambio drástico. Porque, la verdad es que es bastante duro para la gente, cuando llega la hora de poder jubilarse, después de una vida de trabajo, descubrir que su tasa de reemplazo es bajísima, que su pensión va a ser indigna, que no va a corresponder a los años trabajados, que no hay justicia ni una devolución acorde con lo entregado. 



Entonces, realmente seguimos y seguimos abordando esta materia.



Como se recordaba acá, hace unos días aprobamos incentivos para el retiro en el sector municipalizado. Ahora lo estamos haciendo para los distintos servicios de salud dependientes del Ministerio.



Y es cierto: aquí se trata de retiros voluntarios con incentivos, con bonificaciones adicionales y, por supuesto, compatibles con el bono conocido como “poslaboral”. Pero, si yo voto favorablemente, es porque me parece de entera justicia que, si bien no hemos llegado al fondo del problema -y probablemente vamos a tardar un tiempo en arreglarlo-, la gente que sí quiere acogerse al retiro a través de esta bonificación, de este incentivo adicional, pueda hacerlo.



Yo creo que educación y salud son los sectores donde se trabaja en un ambiente de mayor complejidad, de mayor presión. Allí la desgastante tensión emocional generada por el trabajo es cotidiana. Incluso, muchas veces al interior de los centros de salud las relaciones laborales resultan complejas, y no solo en el trato con los pacientes, sino también en el existente entre las propias jerarquías.



Por lo tanto, junto con dar nuestra aprobación, hacemos un especial reconocimiento a gente que ha sido capaz de volcarse a aquellos establecimientos de salud para laborar durante veinte, treinta o más años, con el desgaste que ello significa y asumiendo un compromiso: el que dichos trabajadores tienen con la salud pública, donde se atiende 70 por ciento de la población.



--(Aplausos en tribunas).



Es, entonces, obligación nuestra perseverar para fortalecer la salud pública, para mejorarla, para que sea de mayor calidad, y no para disminuirla, no para privatizarla.



Reitero que votaré a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, tal como manifestó el Senador Tuma, nos hallamos ante una medida de parche. Probablemente se necesita; pero, al fin, es de parche.



Este debate lo hemos hecho en innumerables ocasiones, en otros ámbitos, con otros sectores de la Administración Pública. Y el discurso es siempre el mismo: corregimos para atenuar una injusticia, pero no resolvemos el problema de fondo.



Como acaba de decir la Senadora Allende, aquí no estamos modificando las tasas de reemplazo. La situación de los referidos funcionarios a lo largo de todo Chile, al cabo de un tiempo, una vez que se paguen los once meses y las 395 unidades de fomento correspondientes al bono poslaboral, será exactamente la misma.



En la Región de La Araucanía, que represento en esta Corporación, me han planteado tal situación en innumerables ocasiones.



Hace algunos días conocí personalmente el caso de una trabajadora que recibió un incentivo similar: sufrió un aneurisma, y se quedó con cero peso. El pago que debió hacer, a pesar de haber sido funcionaria del sistema de salud, fue enorme: la dejó sin un centavo.



Es decir, todo el sueño de destinar el dinero recibido a mejorar la calidad de vida muchas veces se esfuma porque en la etapa poslaboral las enfermedades aparecen con bastante mayor frecuencia.



Por lo tanto, no me canso de señalar que esta es de aquellas materias que requieren atención preferente de la clase política. No podemos seguir haciéndonos los lesos frente a un problema de esta naturaleza, que significa un descalabro para miles de chilenos que fueron obligados a trasladarse desde las antiguas cajas de previsión al sistema de las AFP, el cual, como se sabe, ha hecho más ricos a ciertos señores que gracias a él obtienen enormes utilidades.



Eso no cambia hoy día. Simplemente, se recibe un bono, un incentivo para irse a la casa, pero con una pensión que en numerosos casos se reduce a 20 por ciento de los ingresos que el trabajador percibía mientras se hallaba en actividad.



Por supuesto, valoramos la disposición que ha tenido el Ministro de Salud, quien hoy nos acompaña, para impulsar esta iniciativa. Probablemente vendrán muchos otros proyectos de parche para abordar la situación existente. Pero nosotros, como clase política, no podemos seguir haciéndonos los lesos.



Lo que se realizó hace cuatro años en el Gobierno de la Presidenta Bachelet fue una reforma previsional sumamente importante. Varios pensaron que ahí estaba todo resuelto. ¡No! Esa era una reforma vinculada con el pilar solidario, con el sistema no contributivo. 



Innumerables personas -como las que nos acompañan hoy en las tribunas- han hecho un esfuerzo sistemático tras haber sido obligadas, en plena dictadura, a ingresar al sistema de las AFP casi con “el cuento del tío”: el atractivo de la reducción de las cotizaciones de 20 a 10 por ciento. ¿Pero qué ha sucedido con la diferencia? Nadie ignora que 3 puntos se destinan a comisión por la administración del dinero, a pago de seguros, en un negocio de integración vertical, ya que sus dueños son los mismos que manejan el negocio de la salud.



En consecuencia, suscribo lo señalado por los Senadores señora Allende y señor Bianchi.



Nosotros vamos a votar favorablemente, pero en el entendido de que se requiere una reforma bastante más profunda y de que ella va a quedar pendiente para el próximo Gobierno. Porque será muy difícil que las futuras coaliciones dejen de abordar esta materia y no intenten darle respuesta a una aspiración tan sentida como la descrita.



Se precisan varias reformas tributarias -no sé si podemos llamar “reforma” a la propuesta que nos hizo el Gobierno- o perfeccionamientos tributarios para solucionar el problema en comento. Si no se llevan a cabo, continuaremos teniendo a miles de chilenos en situación indigna.



Me parece, pues, que esta iniciativa es necesaria. No hay otro mecanismo para que los trabajadores en cuestión se acojan a retiro en condiciones de mínima dignidad.



Por las razones expuestas, anuncio mi voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solo deseo anticipar mi voto favorable y expresar mi agrado por haber llegado en esta materia, tanto en la Comisión de Salud como en la de Hacienda, a un acuerdo unánime que es apoyado por la inmensa mayoría de los dirigentes de la salud, quienes representan a 88 mil 700 trabajadores. Desde luego, me consta que en todos los sectores y comunas del país ellos han estado preocupados de sacar adelante esta iniciativa legal.



Me ha tocado participar en reuniones con don Leoncio Zárate, dirigente de los trabajadores de la salud de San Carlos; con representantes de Chillán, de Concepción, en fin, quienes han procurado el despacho de este proyecto y, por cierto, obtener el máximo de mejorías.



Por supuesto, todos hubiéramos querido aumentar el bono de 395 unidades de fomento. El Ministro también luchó por eso. Sin embargo, sabemos -ya lo dijeron el Senador Ruiz-Esquide y otros colegas- que “la mano que aprieta” está en Hacienda, en sus sectorialistas, quienes manejan la economía nacional. Y, porque administran la plata del país, les paran el carro al Ministro y al Parlamento.



Pero por lo menos algo se ha mejorado, señor Presidente. Y si los trabajadores de la salud están de acuerdo y se sienten conformes, mayor alegría para nosotros, por cuanto estaremos aprobando un cuerpo legal que los deja tranquilos y que satisface al Ejecutivo.



Por eso, envío un saludo a todos los trabajadores del sector, quienes -ya lo manifesté en sesión anterior- son abnegados, sacrificados, y sacan la cara por la salud de nuestro país. Y aquellos que se acojan a retiro tendrán al menos una pequeña mejoría.



Como dije anteriormente, “nos aplauden desde las tribunas”. 



Trabajadores de otros sectores -se lo manifesté al Senador Lagos y lo repetiré aquí-, solo por concepto de bono de término de conflicto, ¡se llevan quince millones de pesos! Aquí se reciben 15 millones o 20 millones, ¡pero después de 40 años de servicio!



--(Aplausos en tribunas).



Un saludo para todos los trabajadores de la salud.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien, Su Señoría.



¡Hay que agradecer los aplausos, porque suelen ser esquivos...!

El señor LAGOS.- ¡No sobran...!

La señora ALLENDE.- ¡Faltan...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero hacer un paréntesis para saludar a los dirigentes que nos acompañan en las tribunas.



Al Presidente de la Confederación FENATS Unitaria, don Ricardo Ruiz Escalona.



¡Aquí hay una coincidencia nomás...!

El señor LAGOS.- ¡Uno no elige a los parientes...!  

El señor ESCALONA (Presidente).- En seguida, a la Presidenta Nacional de la FENTESS, señora Silvia Aguilar Torres.



Por último, al Presidente de la FENFUSSAP, don Ernesto Rojas Basaure.



No hay más inscritos para fundamentar su posición.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones acogidas por unanimidad en las Comisiones de Salud y de Hacienda (30 votos favorables), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación le ofreceré la palabra al señor Ministro de Salud. No lo hice antes dado que durante las votaciones los Ministros solo pueden intervenir para rectificar errores de hecho de los parlamentarios, lo que no ocurrió en esta oportunidad.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Señor Presidente, solo quiero agradecer a los señores Senadores por su apoyo a la iniciativa que se acaba de despachar.



Creo que estamos ante un muy buen acuerdo para los trabajadores de la salud, cuyos dirigentes se encuentran en las tribunas de esta Corporación.



En nombre del Ministerio a mi cargo, expreso mi gratitud a quienes concurrieron a la unanimidad, pues así la ley en proyecto podrá entrar en vigencia a partir del próximo mes, como es nuestro deseo. 



--(Aplausos en tribunas).

)-------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Espina solicitó recabar el asentimiento unánime de la Sala para adelantar el análisis del proyecto, en segundo trámite constitucional, mediante el cual se reemplaza el artículo 2° bis y se deroga el artículo 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos.



Dicha iniciativa se halla en el punto 3 del Orden del Día.



Ayer se solicitó segunda discusión, y quedaron inscritos para hacer uso de la palabra...

El señor PIZARRO.- ¿Y qué vamos a hacer con los dos proyectos anteriores, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Estoy consultando a la Sala si hay acuerdo para acceder a la petición formulada por el Honorable señor Espina.

El señor GIRARDI.- Conforme, señor Presidente.



--Se aprueba la solicitud.

REEMPLAZO DE ARTÍCULO 2° BIS Y DEROGACIÓN DE ARTÍCULO 9° DE LEY N° 19.451

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme al acuerdo recién adoptado, corresponde proseguir el debate general del proyecto, en segundo trámite constitucional, mediante el cual se reemplaza el artículo 2° bis y se deroga el artículo 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos, con informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7849-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 67ª, en 9 de noviembre de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 93ª, en 31 de enero de 2011.


Discusión:



Sesión 22ª, en 5 de junio de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo recordar a la Sala que esta iniciativa se halla en segunda discusión. La primera discusión se realizó en la sesión ordinaria de ayer, martes 5 de junio.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Hernán Larraín quedó inscrito en dicha sesión, pero se retiró de la lista de oradores.



En la segunda discusión, le daré la palabra al señor Ministro de salud, quien desea intervenir.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Señor Presidente, solo deseo hacer un breve recuerdo.



Este proyecto se remite a una modificación legal de enero de 2010, que ancló básicamente dos conceptos.



Primero, la creación de una Oficina de Coordinación Nacional de Trasplante de Órganos. Hasta aquella fecha, la coordinación para la obtención de donantes, para el manejo de órganos destinados a trasplantes estaba a cargo de una corporación de derecho privado sin fines de lucro. Y a través de la nueva normativa se generó algo que constituía una necesidad obvia: la radicación de la coordinación de los trasplantes de órganos a nivel nacional en una agencia dependiente del Ministerio de Salud, con el financiamiento correspondiente.



Respecto a esa primera parte de la enmienda del año 2010, debo informarles a los Honorables Senadores que el resultado ha sido satisfactorio.



En efecto, tenemos instalados coordinadores de trasplantes de órganos (como prescribe la preceptiva pertinente) en la mayoría de los hospitales de mayor complejidad de nuestro país.



Además, el número de donantes se ha incrementado sustancialmente desde la entrada en vigencia de la ley respectiva.



A manera de ejemplo, puedo señalar que a mayo del año en curso la cantidad de trasplantes supera en 60 por ciento a la que había en igual período de 2011. Lo mismo ha ocurrido con la cifra de donantes, que se ha elevado en aproximadamente 25 por ciento.



La diferencia entre el incremento del número de trasplantes y el aumento de la cantidad de donantes se debe a que en el caso de los trasplantes, en la medida que se ha profesionalizado este quehacer, se ha consolidado el concepto de “donante multiorgánico”, vale decir, cuando de un solo donante se obtienen múltiples órganos para diversos trasplantes a personas que están en lista de espera.



El segundo aspecto de la modificación legal en comento fue la generación del concepto de “donante universal”. Esto quiere decir que todos nacemos donantes y lo somos solidariamente, a menos que formulemos una expresión en contrario, usualmente al momento de renovar la cédula de identidad.



Quiero enfatizar -porque esto es muy importante- que en el entretanto han ocurrido cosas significativas para la actividad del trasplante de órganos en nuestro país.



La primera de ellas es que acaba de publicarse la Ley de Derechos y Deberes de los Pacientes. Y en uno de sus artículos se corrige algo que resultaba extraordinariamente curioso en la normativa anterior: que el criterio de muerte cerebral no equivalía al de muerte orgánica, salvo en el caso de que las personas fallecidas o sus familiares hubieran consentido en ser donantes.



Hoy día, ya promulgada la Ley de Derechos y Deberes de los Pacientes, se entiende que toda persona a la que se le diagnostica la condición de muerte cerebral está realmente fallecida; y desde ese momento se declara tal situación, independiente del utilitarismo que pudiera significar su calidad de donante de órganos. Y ello nos parece muy relevante.



En segundo lugar, cabe señalar que el primer cuerpo legal que evaluó la Cámara de Diputados, al tenor del esfuerzo hecho por revisar las legislaciones una vez transcurrido cierto tiempo desde el momento de su promulgación, fue precisamente la ley N° 20.413. El documento entregado por dicha Corporación -no voy a extenderme sobre él-, que se denomina precisamente “Evaluación de la Ley N° 20.413” y fue entregado a la opinión pública en septiembre último, es muy interesante para la discusión de hoy día.



Ahora bien, el proyecto en debate busca elementos bastantes simples, sencillos.



Sin embargo, haciendo una evaluación del ya citado documento de la Cámara de Diputados; considerando la legislación de que hice mención, y teniendo en cuenta que en el entretanto se creó una comisión asesora del Ministerio de Salud para el diseño de políticas adecuadas en materia de trasplante de órganos en nuestro país, yo, con mucho respeto, me permito proponer, señor Presidente, por su intermedio, que idealmente este proyecto se apruebe en general por los Honorables Senadores y se devuelva a la Comisión técnica para continuar su discusión particular.



¿Cuáles son los aspectos que en mi concepto, como mínimo, deben rediscutirse en la Comisión de Salud?



El primero de ellos ha sido observado por la comisión asesora ministerial a que me referí -en ella participan profesionales del trasplante, agrupaciones ciudadanas, en fin-, la cual considera que no queda bien resuelto, en forma armónica, lo relativo a la opinión de los familiares de los presuntos donantes al momento de efectuarse la donación, situación que genera una suerte de vacío que en la práctica ha significado una fuente de conflictos muy compleja.



El segundo aspecto -consta en el ya mencionado documento de la Cámara de Diputados- se refiere a que en general (y ha sido también la experiencia de varios parlamentarios o de familiares de parlamentarios aquí presentes) la negativa al trasplante de órganos no ha tenido, en el instante de realizarse la consulta en las oficinas del Servicio de Registro Civil, una formalidad que garantice que quienes concurren a la decisión con un “no” (“no” que por lo demás es permanente) se hallen realmente bien informados de lo que está ocurriendo.



Quiero consignar que 2 millones 500 mil chilenos han expresado que en caso alguno querrían ser donantes y que, preguntados después, en un estudio de grupos que realizamos, la mitad de ellos expresó que ni siquiera recordaba que le hubieran hecho la consulta con la formalidad que corresponde, formalidad que sí le dimos -deseo extrapolarlo- a la manifestación de voluntad en la Ley de Derechos y Deberes de los Pacientes, por ejemplo, en lo referente al consentimiento informado.



Nos parece que la discusión tiene que darse.



El proyecto, como viene, simplemente hace caso omiso de la decisión expresada por esos 2 millones 500 mil personas. Nos parece que ello tiene que ser perfeccionado con una nueva consulta o por la vía de generar una vigencia para la negativa, hasta la renovación del documento de identidad que le dio origen.



A mi juicio, deberíamos coincidir en las bondades de legislar de nuevo, de perfeccionar la normativa vigente, pero es algo que demanda rediscutir el asunto en particular en la Comisión de Salud y otras que se estimen convenientes, para lo cual es necesario votar primero a favor.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, dejo constancia de que, al sacar mi cédula de identidad, puntualicé expresamente que quería ser donante si era necesario. Por lo tanto, las aprensiones que voy a expresar con motivo del proyecto de ley dicen relación con quienes no desean serlo.



Me preocupa profundamente el hecho de que, por una situación legal, la iniciativa le esté quitando eficacia a la decisión de más de dos millones y medio de chilenos, que tendrían que manifestarla solo en una notaría.



Soy Senador por la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, que comprende 33 comunas, y no en todas existe un servicio de ese tipo. Por lo tanto, en el caso de cualquier comuna rural que se encuentre en tal situación, se obligaría a la persona, después de sacar carné, a ir a otra distinta y volver después al Registro Civil.



Eso sí que no lo comprendo, señor Presidente. Los oficiales de dicho organismo son ministros de fe y, por lo tanto, no sé por qué no se puede expresar la voluntad ante ellos. Muchos hacen las veces de notario. En consecuencia, me genera dudas la manera en que está redactado el texto.



En segundo término, creo que es preciso trabajar muy fuerte en el aspecto comunicacional. Bien exponía ayer el señor Ministro que los trasplantes han aumentado por haberse desarrollado una mayor conciencia ciudadana. Pero eso también ha sido posible gracias a una campaña de difusión. Estimo que esa labor se tiene que intensificar, mas me surge una prevención en el sentido de que la vía que se sigue pueda implicar que se tuerce la voluntad de personas que han resuelto libremente no ser donantes, a quienes es preciso respetar.



Incluso más, en zonas agrícolas y en aquellas que albergan a culturas diferentes se registra mucho temor y duda respecto a la muerte cerebral. Se piensa, con frecuencia, que puede verificarse una actuación distinta de la ley natural por parte de los médicos que acreditan el fallecimiento. ¿Por qué numerosas personas dicen: “No quiero ser donante”? Por temer, justamente, la eventualidad de ciertas situaciones.



Voy a votar a favor de la idea de legislar, señor Presidente, pero me parece que el asunto tiene que ser revisado en la Comisión, porque el proyecto, como se encuentra, no va por el camino correcto ante la decisión que tome una persona en el sentido de ser o no donante.



Un caso como el que nos ocupa podría llevar inclusive a que el día de mañana empezáramos a intervenir en los testamentos y a anularlos todos por la vía de una ley. Ello no puede ser admisible.



Dos millones y medio de chilenos han tomado una decisión que ojalá revocaran, pero creo que el procedimiento en examen no es el adecuado para contribuir con la solidaridad y el apoyo que necesitan muchos para vivir mediante una donación de órganos.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado la apertura de la votación.



¿Hay acuerdo?

El señor COLOMA.- No.

El señor NOVOA.- Sin perjuicio de pronunciarse, deseo intervenir.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay cinco inscritos.

El señor COLOMA.- Que la votación se abra después.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se mantendrá el tiempo...

El señor COLOMA.- No.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a perder el quórum, Su Señoría.



¿Eso es lo que quiere?



No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido a los señores Senadores recordar el debate del día de ayer, porque usted, que lidera esta Corporación, concordará conmigo en que permitió enfrentar muchos aspectos que aquí han generado legítimas aprensiones. Entonces, es complicado cuando uno se queda para escuchar la opinión de los demás y se da cuenta de que concurren fundamentos suficientes para aprobar la idea de legislar, pero sin perjuicio de las observaciones hechas presentes, entre otros, por mis Honorables colegas Coloma, Von Baer, García-Huidobro -coincido con muchas de sus apreciaciones- y, en el día de ayer, Zaldívar, y que pueden dar lugar a mejoramientos.



A mi juicio, nadie está en contra de perfeccionar esta legislación, porque, obviamente, hay normas que tienen que corregirse; pero ciertas cosas corresponden a un consenso básico. ¿Es necesario cambiar la normativa actual sobre la donación a fin de generar más estímulos para que las personas la lleven a cabo? Todos convenimos en que sí, porque el resultado es que tales actos no han aumentado.



En seguida, aquí se encuentra en juego un principio que para quienes votamos a favor es clave: el de estar por la vida -cada vez que facilitamos una donación permitimos salvar la existencia de alguien-, y los que somos partidarios de ella en el sentido más amplio tenemos que generar las condiciones, como creo que muchos de los presentes concordarán, para resguardarla en virtud de la acción que nos ocupa.



Y se han formulado observaciones sumamente legítimas. Primero, la anulación de la voluntad manifestada por quienes ya se han pronunciado es inconstitucional, en mi opinión -me hace mucha fuerza lo que dijo al respecto el Senador señor Zaldívar-, y vulnera la libertad de conciencia, entre otras garantías contempladas en la Carta. Porque el legislador no puede expresarles: “Como su determinación no me gustó, se la voy a anular a todas”. Abrigo casi la certeza de que en ello media una inconstitucionalidad, en virtud de la norma -repito- sobre la libertad de conciencia, materia en la que se verificaría una alteración. Eso se puede corregir perfectamente bien.



Segundo, el señor Ministro ha dicho algo que hemos conversado con algunos Senadores, en orden a que es preciso darle al momento en que se define si se quiere ser donante o no la solemnidad que se requiere, la cual hoy día no se registra. Y ella consiste en que el oficial del Registro Civil ante quien se comparece para sacar el documento respectivo -cédula de identidad, pasaporte o licencia de conducir- lleve a cabo la misma ritualidad que en todos los países en los que el asunto se ha tomado en serio, en el sentido de dar lectura exactamente a los efectos y consecuencias de la decisión, y los beneficios que se reportarían para los donantes. Se trata, obviamente, de transformar lo que hoy día pareciera ser un trámite de segundo orden en un acto solemne -reitero- que genere la conciencia necesaria para resolver libre y voluntariamente.



Tercero, ¿cabe encarecer la determinación enviando a las personas a un notario? Ello es absurdo. A la gente no vamos a llevarla a la fuerza.



No dudo de que el proyecto debe ser aprobado en su idea de legislar, para introducir perfecciones en una materia que nadie puede sostener que dice relación con una controversia ideológica o política, con la salvedad de quienes no sean partidarios del derecho a la vida. Los que creemos sinceramente que el articulado en estudio permitirá perfeccionar la normativa actual, la cual presenta deficiencias -es normal y legítimo que ello ocurra, al cabo de un tiempo de prueba-, pedimos que sea acogido.



He observado en los parlamentarios que han hecho uso de la palabra la mejor disposición para corregir y tratar de lograr la mejor legislación posible, y no dudo de que en la Comisión de Salud, con el apoyo de todas las bancadas, podremos conseguirlo. Hago míos los comentarios y aprensiones manifestados aquí.



¿Cuántas veces hemos dicho que estamos votando la idea de legislar y que es posible avanzar en esa línea y rectificar errores? En este caso, ello lo estimo completamente posible.



Es bueno que busquemos mecanismos para hacer más solemne el pronunciamiento de quienes quieran donar; que pensemos en un sistema que permita realmente salvar más vidas en virtud de ese acto, sin alterar los principios ya mencionados.



Por esa razón, señor Presidente, voy a votar a favor de la iniciativa, pidiendo a todos hacer otro tanto, con el propósito de perfeccionar el proyecto en su tramitación posterior.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, ya di mis argumentos en el día de ayer y no quisiera repetirlos. Solo deseo plantear un aspecto de forma que me parece relevante.



Lamento que en esa oportunidad no haya estado presente el Ministro de Salud en la discusión, pues su aporte ha sido hoy importante al clarificar algunas dudas; al dejar en claro que aquí únicamente vamos a dar una aprobación en general.



Me parece que todos estamos de acuerdo con el propósito de motivar para conseguir más donantes, lo que, evidentemente, significa recuperar vidas. Ello, con la salvedad que el mismo titular de la Cartera ha expresado en cuanto a que, probablemente, en una segunda mirada en la Comisión de Salud será preciso introducir algunos ajustes con relación a puntos aquí expuestos, que son legítimos.



Y no se trata solo de cómo respetar la voluntad de quienes ya la han manifestado en algún momento, porque comparto también otro de los aspectos destacados por el señor Ministro. Repito que deploro que ayer no asistiera, porque lo que ha consignado no es menor. Efectivamente, creo que no ha existido mucha formalidad en la consulta que realiza el Registro Civil, más aún si el trámite se hace con apuro. Considero importante que se dé un tiempo de reflexión; que la gente lo piense más y se pronuncie con mayor información. Por eso señalé ayer la necesidad de realizar una campaña comunicacional -hasta el momento no la hemos verificado- que permita evitar prejuicios y proporcione claridad, y estoy segura de que entonces la decisión que se tome será mucho más fundada y racional, probablemente.



Así que reitero mi posición favorable al proyecto y pido abrir la votación.



Sé que el Senador señor Coloma va a volver a negarse. Ello es parte de su ADN...

El señor COLOMA.- ¡Estaba a punto de decir que sí, Su Señoría...!

La señora ALLENDE.- Simplemente, queremos que la iniciativa sea objeto de pronunciamiento y tratada como corresponde.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, le solicito recabar de nuevo el asentimiento de la Sala para abrir la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Es lo que plantearé, Su Señoría.

El señor COLOMA.- ¡Me enternecieron las palabras de mi Honorable colega Allende, señor Presidente...!

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, deseo ser sumamente claro: aquí hay cosas que convencen y otras que no lo hacen. Por lo menos en lo que a mí concierne, me hallo en la segunda situación.



No dudo de las intenciones. El señor Ministro ha hecho presente que se quiere mejorar la legislación sobre donación de órganos y hacer comprender que esta última es una fórmula importante para preservar la vida de algunas personas. Pero las dos ideas matrices de la iniciativa -no hay más- son equivocadas, desde mi perspectiva.



La primera de ellas plantea una presunción.



Adicionalmente, deseo dejar claro que esta es la tercera vez que legislamos sobre la misma materia. El Senador que habla es de aquellos que creen que mientras menos se enmienden los cuerpos legales es mejor, porque su alteración constante confunde a la gente. Y tenemos que pensar las cosas antes de hacerlas, y no simplemente despachar normativas que después es preciso modificar.



El sistema existente hoy en la ley me parece adecuado; pero al mismo tiempo se contempla una pregunta, que se formula cuando se realiza un trámite en un organismo público.



Mi opinión al respecto es distinta de la del señor Ministro. Al concurrir a renovar mi carné, me consultaron como correspondía y me explicaron los pros y los contras, después de lo cual respondí afirmativamente. Ello, para que no quede ninguna duda.



A mi juicio, se apunta a recibir la voluntad real en la materia, al modo de una disposición testamentaria, para hacer una analogía comprensible. Es lo que va a pasar con el cuerpo de una persona después de su muerte. Y ello resulta perfectamente legítimo y razonable. Incluso es posible renovar cada diez años tal decisión, cada vez que se saque el carné de identidad. Me parece que eso está bien pensado.



Tal norma se estudió durante diez años en el Senado y en su elaboración participaron casi todos los que se encuentran presentes en este momento. Leí ayer la inteligente intervención de mi Honorable colega Ruiz-Esquide precisamente valorando la forma de proceder. Por mi parte, voté a favor, porque estimé que ello estaba bien.



Pero en este momento se efectúa un cambio y se establece una presunción: ya no se preguntará, sino que será preciso declarar en una escritura -ese es el concepto- la voluntad de no ser donante.



¿Cuál es el problema? Que, del total, 2 millones y medio de chilenos comprendieron la ley tal como la despachamos y, por razones que se tienen que respetar, se negaron.



Y aquí se halla la segunda idea matriz: estos últimos se van al saco. Ya no pueden decir que no. Ahora se pronuncian a favor.



Sobre la base de que he expuesto ambas ideas matrices, les pregunto a mis Honorables colegas, entonces, cómo voy a aprobar el proyecto.



Al contrario, estoy de acuerdo con el señor Ministro en cuanto a que otra legislación se encargue de fomentar, de incentivar. Por ejemplo, me parece razonable -lo dijo un parlamentario de la Concertación, por lo cual lo repito con un sentido de estímulo- que si una persona decide no ser donante quede más atrás en la lista de recepción de donaciones de órganos. Creo que eso tiene en cuenta lo que constituye un incentivo correcto. Se requiere una campaña en serio, grande, potente y valorar la dignidad humana. La determinación tiene que ser fruto de la dignidad, del amor -digámoslo, aunque parezca raro-, no de la imposición o de una presunción. Visualizo el asunto de una manera completamente distinta.



Ese es el valor profundo de la legislación y lo que contiene la norma vigente.



Se dice, señor Presidente, que se va a verificar un arreglo, pero ello es algo completamente distinto de lo actual. Preferiría no aprobar la iniciativa y votar por otra que encarnara aquello en lo que aquí parece existir un consenso importante: la difusión; la pregunta a la gente en la forma más digna posible; el respeto por la decisión de quienes ya se han manifestado en contra, conforme a la ley que el mismo Congreso despachó.



Entonces, a uno pueden convencerlo o no los argumentos. Desde mi perspectiva, el mejor camino es hacer las cosas de una vez por la línea correcta y no terminar en una Comisión con un proyecto cuyas dos ideas matrices son completamente distintas de lo que hoy estamos sugiriendo. Como estoy a favor de legislar respetando los principios y los valores, me parece razonable votar en contra.

El señor ESCALONA (Presidente).- La parte del amor me sorprendió en su reflexión, señor Senador...

El señor COLOMA.- He cambiado con los años, señor Presidente...

El señor NOVOA.- ¡Nuestro Honorable colega está muy tierno...!

El señor LARRAÍN.- ¡Está llegando a la madurez...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa,

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo consignar que estoy pareado, pero, si pudiera votar, lo haría en contra de la idea de legislar.



El Honorable señor Coloma expuso cuál es la idea matriz de la iniciativa: establecer, casi de manera forzada, la donación de órganos. Si se observa el contenido del texto, no solo se dispone un trámite adicional para manifestar una voluntad contraria y que se borrarán automáticamente las declaraciones realizadas antes, sino que además se suprime de la actual ley el artículo 9º, que señala: “Las personas mayores de dieciocho años podrán, en forma expresa, renunciar a su condición de donantes”.



No sé si se habían dado cuenta de eso.



Entonces, todas las intenciones que hemos oído acá no tienen nada que ver con el proyecto de que estamos hablando: lo relativo a la muerte cerebral, a la familia, a otras cosas. ¡Para nada! O sea, habría que elaborar una iniciativa nueva, distinta, para que pudiéramos abordar esas muy buenas intenciones, que no van a dejar de serlo, porque los problemas culturales no se arreglan con leyes. Si en Chile no existen suficientes donantes, hay que llevar a cabo una campaña para que se generen donaciones.



Recuerdo que una vez -espero que no vuelva a pasar nunca más- se votó la idea de legislar de un proyecto sobre abolición de la pena de muerte, y muchos parlamentarios dijeron: “Voy a aprobar en general esta iniciativa para abolir la pena de muerte, pero me reservo un caso muy especial: el de secuestro con homicidio”.



¿Por qué lo señalaron? Porque, mientras una persona estuviera secuestrada y existiera la pena de muerte, podría haber un incentivo para liberarla y no matarla durante el cautiverio. Reitero que más de alguien expresó que iba a aprobar la idea de legislar, pero que sería bueno considerar un caso de excepción.



¿Y qué pasó cuando se presentó una indicación sobre el particular? Se declaró inadmisible por ser contraria a las ideas matrices del proyecto.



En consecuencia, tengan mucho cuidado, señores Senadores, de aprobar en general una iniciativa para después tratar de hacer algo completamente distinto.



Me parece que con esa argumentación complemento lo señalado por el Honorable señor Coloma.



Eso sí, creo que es muy importante considerar, aparte de lo relacionado con la manifestación de la voluntad y todo lo demás, que con leyes no vamos a solucionar el problema en cuestión. Este se arregla con ejemplos, con campañas, con una cantidad de otras medidas no estrictamente legales.



En todo caso, como manifesté, estoy pareado con el Senador Andrés Zaldívar, así que no voy a votar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, ayer pedí segunda discusión para ver si podíamos llegar a un acuerdo a fin de que el proyecto volviera a la Comisión de Salud.



Sin embargo, se decidió votarlo hoy.



En verdad, comparto profundamente la finalidad de esta iniciativa, porque se busca aumentar la cantidad de donantes, y siempre estoy a favor de la vida. Considero que cuando se plantea el objetivo de elevar el número de donantes resulta difícil decir que no.



Sin embargo, la pregunta es: ¿Qué camino utilizamos para lograr ese fin? ¿El fin justifica los medios? Porque este proyecto es de artículo único y contiene dos ideas.



La primera dice relación con que el actual artículo 2º bis señala: “Toda persona mayor de dieciocho años será considerada, por el solo ministerio de la ley, donante de sus órganos una vez fallecida”. Pero el proyecto agrega la frase: “a menos que se presente una documentación fidedigna, otorgada ante notario público” -o sea, ahora habrá que ir a la notaría para expresar que uno no quiere ser donante- “en que conste que en vida el donante manifestó su voluntad de no serlo”.



Por lo tanto, con esta iniciativa les dificultaremos a las personas declarar que no desean ser donantes, porque en la legislación vigente este trámite se realiza ante el Registro Civil cuando uno saca el carné de identidad, es decir, hoy día es fácil manifestar que uno no desea ser donante. 



Reitero que, con la primera idea de este proyecto le hacemos más engorroso a la persona el trámite de expresar, con la libertad que debe tener cada ser humano, su voluntad de no ser donante.



La segunda idea de la iniciativa, que me parece aún más controvertida, de mayor gravedad, se halla contenida en el inciso tercero del nuevo artículo 2º bis: “Déjanse sin efecto todas las inscripciones efectuadas en el Registro de No Donantes, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, que hayan sido practicadas con anterioridad a la vigencia de esta ley”.



¿Qué significa lo anterior? Que nosotros, en el Senado, a toda la gente que manifestó su deseo de no ser donante le vamos a cambiar su decisión por el solo ministerio de la ley.



Estimo que no podemos modificar la voluntad de las personas a través de una normativa legal. Me parece que, si comenzamos a actuar de esa forma, entraremos en un camino que no es el más correcto, aunque el fin de aumentar la cantidad de donantes sea bueno.



Por consiguiente, tenemos un proyecto que posee dos ideas, de las cuales soy contraria.



Estoy a favor, de todas maneras, de mejorar la legislación actual respecto a la forma en que el Registro Civil consulta sobre la decisión de ser donante, porque -como se ha mencionado- tal vez no existe privacidad o no se entrega la información necesaria. Pero eso no viene en el proyecto actual: este saca el trámite de manifestación de la voluntad de ese Servicio y la radica en una notaría, volviéndolo más engorroso. Además, no aumenta la información, ni necesariamente la privacidad. En definitiva, hace más fácil el incremento de donantes a través de quitarle una decisión a la gente y dejarla solo en el Estado.



El otro punto en que se debe avanzar -lo decía el señor Ministro- es en el rol que juegan las familias en la decisión final de si la persona va a ser donante una vez fallecida.



Comparto la posición de los Senadores Coloma y Novoa, en el sentido de que no somos contrarios al incremento del número de donantes, sino al revés, estamos a favor. Pero el camino planteado por esta iniciativa no nos parece correcto.



Por desgracia, este proyecto presenta solo dos ideas: llevar la decisión a las notarías y cambiar por ley la voluntad que libremente manifestaron ciudadanos chilenos. Y considero que, legalmente, no podemos variar la voluntad expresada por ellos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Termino en seguida, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede continuar.

La señora VON BAER.- En consecuencia, yo acogería y celebraría una iniciativa que buscara mejorar la legislación actual. Pero no comparto las ideas matrices de la que se halla en discusión. 



Por eso, voto que no.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, voy a hablar con autoridad sobre este proyecto porque soy autor de la moción que dio origen a la ley sobre donante universal, como señalé ayer. 



El texto que se propone ahora corresponde a una indicación sustitutiva apoyada por el Ejecutivo. Por consiguiente, me toca defender una política de Estado de un Gobierno al que no pertenezco.



¿Por qué lo hago? Primero, porque quienes dicen estar interesados en que existan más donantes hacen, al final, todo lo posible para que suceda lo contrario.



Quiero señalar que iguales argumentos se esgrimieron cuando presentamos la iniciativa de ley sobre donante universal. Tal vez, las mismas personas -es legítimo- se opusieron al concepto de que, al nacer, todos los chilenos fueran donantes y se cambiara el peso de la prueba.



Deseo recordar que el modelo existente antes, que los satisfacía, que compartían, era que la gente tuviera que ir a una notaría a manifestar que quería ser donante. Y ese mecanismo les parecía muy bien.



Ellos rechazaron nuestra iniciativa -igual se aprobó-, cuya finalidad era modificar esa situación y establecer el peso de la prueba de manera distinta, en el sentido de que la sociedad diera la señal de que todos los chilenos -y por eso se le cambió el nombre por el de proyecto de ley de donante y receptor universal- podemos ser, al mismo tiempo, donantes y, eventualmente, receptores de órganos.



De lo que estamos hablando acá es de la vida de las personas; de que hay cientos de chilenos que podrían salvarse, que hoy día están en una lista de espera porque no cuentan con el órgano que necesitan; estamos hablando de niños, de mujeres, de jóvenes, a quienes la donación de un órgano no solamente les salva la vida, sino que los rehabilita desde un punto de vista integral, de su humanidad, de su felicidad, y los hace parte de la existencia.



Acá, finalmente, por anteponer visiones legítimas para quienes las profesan, se le quiere imponer al conjunto de la sociedad un punto de vista fundado en una supremacía valórica con respecto a determinadas cuestiones.



Quien no desee ser donante tiene todas las posibilidades de no serlo. De lo que se trata acá es de que nosotros, cuando discutimos la ley anterior, tuvimos que incorporar, por los mismos planteamientos vertidos ahora, instrumentos que en su oportunidad señalamos que iban a obstaculizar la donación de órganos, como el de que cuando la gente vaya a sacar licencia de conductor o cédula de identidad -que tienen objetivos distintos y que se realizan en un contexto, en un ambiente diferente- se le pregunte de manera somera, casi cumpliendo una formalidad, si va a ser donante o no.



Señor Presidente, ese no necesariamente es el mejor momento para hacerlo. Porque ahí se produce una conducta refleja debido a los prejuicios que nosotros mismos hemos instalado en la sociedad con relación a estas materias, y las personas, a menudo sin reflexionar en que también podrían ser receptores, en la felicidad que les sería posible construir, en la vida que podrían prolongar, muchas veces dicen que no.



Entonces, ¿qué plantea este proyecto, que apoya el Ejecutivo? Algo que me parece muy razonable: que haya un proceso de meditación, de reflexión, de introspección, y que al menos la decisión de renunciar a la condición de donante -porque serlo me parece muy relevante y solidario, maravilloso- deba someterse a un leve ejercicio de compromiso; que sea una acción autónoma, no refleja, y pensada, como la de decidir ir a una notaría. Es decir, lo mismo que a muchos les gustaba antes, quienes argumentaban que estaba bien que la persona tuviera que acudir a una notaría para declarar si era donante o no y que no era necesario establecer la existencia del donante universal.



Lo anterior no se funda en una acción que podría denominarse “caída del cielo”. Hay países que lograron aumentar la cantidad de donantes no solo con el sistema del donante universal y políticas como las que plantea el Ministerio en materia de decisión, sino también con políticas de procuramiento de órganos. Y nosotros concordamos con estas, pero con la tasa de donantes que se observa en nuestro país, una de las más bajas del mundo, evidentemente no las tenemos.



Esto se funda en experiencias internacionales. ¡Si no vamos a descubrir la pólvora! Existen sociedades que han avanzado en la materia usando instrumentos como los que ahora se plantean, y nosotros lo recogemos. De modo que hay aquí decisiones y propuestas basadas en la evidencia.



En consecuencia, le pido al Senado que opte por la vida, por la humanidad, y que apruebe en general esta iniciativa.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que se reunió en el curso de la tarde, acordó solicitar que se fijara un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el martes 12 de junio, a las 13, al proyecto de ley que permite a los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA incorporarse a las cajas de compensación de asignación familiar (boletín N° 7.441-13), las cuales deberán hacerse llegar a la Secretaría de esa Comisión.



Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, doy excusas a la Sala por haberme opuesto hace algunos minutos a que se votara esta iniciativa, porque se produjo una confusión. Yo soy el responsable de ello, y no el Senador Espina, a quien le imputé algo que no correspondía.



Ahora, en relación con el proyecto en comento, creo que algunas cuestiones ya las discutimos hace mucho tiempo, y es conveniente precisar ciertos conceptos planteados por una de las últimas Senadoras que intervinieron.



Primero, ¿es igual ética o solidariamente, o desde el punto de vista de la simple, o no tan simple, caridad cristiana, el ser o no donante? ¿Hay alguna diferencia?



Creo que sí. Y esa es la razón por la cual hemos sostenido siempre que se busque el bien común superior, en el sentido de que las personas sean primariamente donantes, y de que si no desean serlo, deban expresar esa voluntad en contrario, tal como se dispone en la última modificación que efectuamos, que todavía sigue vigente.



Segundo, en esta materia nos guiamos por la experiencia de España, que ha registrado un nivel de donantes bastante alto desde que se instaló el sistema de donación universal.



Tercero, ¿ello significa que debemos hacer una especie de acusación a quienes no desean ser donantes? No. Pero hemos de reconocer, todos los que estamos aquí, aun los ateos, los indiferentes en esta materia, los católicos o los que profesan otra religión, que debemos privilegiar el valor de la donación presunta.



Cuarto, una de las Senadoras que me antecedieron señaló en forma muy rigurosa que el otro problema que presenta esta iniciativa dice relación con una de las modificaciones que se plantea, en cuanto a que por el solo ministerio de la ley se pierdan todas las inscripciones anteriores.



Creo que debemos recoger ese punto. No lo interpretamos así cuando votamos este asunto en la Comisión. Hay que efectuar una enmienda.



Quinto, también pienso que no se puede llegar a la exquisitez de decir: “Mire, estamos favoreciendo a los donantes, porque a ellos les damos la posibilidad de manifestar esa voluntad solo a través del Registro Civil; y para el que no quiera serlo, establecemos que deberá declararlo en la notaría”. Ello era precisamente lo que había, al revés, antes de que hiciéramos las modificaciones pertinentes. Si les parece a Sus Señorías que ambos, donantes y no donantes, deben recibir el mismo trato, también se puede resolver.



De otro lado, comparto las expresiones manifestadas respecto a la rigurosidad, a la solemnidad, a la privacidad. Y estoy dispuesto a que cambiemos la parte pertinente o la mejoremos, si fuera necesario.



Por lo tanto, soy partidario de que aprobemos el proyecto en general, fijando un plazo relativamente largo para que los señores Senadores presenten sus indicaciones.



Lo que no me parece adecuado -lo digo con toda franqueza- es que aquí se formule el alegato de que estaríamos agraviando a las personas en su voluntad con lo que se propone en lo relativo a la donación universal.



Todo el esfuerzo que hicimos en la Comisión de Salud apunta a tres cosas.



En primer lugar, a que la iniciativa favorezca la donación de órganos.



Durante el último tiempo se ha avanzado en el número de donantes (tenemos lo datos que nos entregó el Ministro). Pero ello se ha debido a una cuestión bastante distinta: a haber aprovechado mejor las posibilidades del donante, lo que suena tétrico, pero es lo que estamos haciendo.



En segundo término, a respetar la voluntad del donante o del que no desea serlo, y estamos dispuestos a que se resguarde la forma en que ello deba efectuarse.



Y, en tercer lugar, a que tenemos absoluta claridad de que aquí están en juego la voluntad del fallecido; la de los médicos, cuando se tiene que declarar la muerte presunta o fijar en forma clara y precisa el momento de la muerte cerebral y el mecanismo mediante el cual se detecta la muerte general; y la de la familia.



Pero, ¡cuidado!, a veces la participación de la familia solo termina siendo una complicación que nada tiene que ver con el respeto al muerto, ni a los parientes más cercanos, porque acaba simplemente en un proceso para determinar quién se lleva o no parte de su testamento. Esto lo hemos visto hasta la saciedad quienes hemos ejercido la medicina.



Por eso, señor Presidente, voy a votar que sí. 



Me parece bueno que aprobemos la idea de legislar y que nos demos un tiempo razonable para que cada señor Senador pueda presentar sus indicaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como ya se ha dicho, el propósito de esta iniciativa es mejorar la donación de órganos, porque la ley vigente, que intentaba procurarla, no ha logrado realmente avanzar en ese objetivo. Por lo tanto, el Gobierno -con razón- está buscando alguna forma de corregir tal situación.



Sin embargo, ya varios señores Senadores -los Honorables señores Coloma y Novoa y señora Von Baer, por ejemplo- han hecho presente dificultades objetivas en esta materia. 



Si bien voy a votar a favor del proyecto por creer que hay que hacer un esfuerzo, debo ser honesto, en el sentido de que, si se mantienen igual las normas que contiene, sin lugar a dudas que en la discusión particular puedo cambiar mi pronunciamiento.



Porque aquí nos hallamos ante un problema bastante complejo, sobre la base del cual se está construyendo la iniciativa. La cuestión de fondo, tratándose de donación, se relaciona con algo muy profundo: quién es el dueño del cuerpo cuyos órganos se pueden utilizar para salvar una vida, fin que es muy loable. Que la propiedad recaiga en la persona resulta muy distinto a que el titular sea la sociedad o el Estado, porque en tal caso se podrá disponer de aquel con o sin la voluntad individual.



El principio con que se originó el presente proyecto, la iniciativa anterior y la ley vigente reconoce que el sujeto es dueño de su cuerpo. Y eso me parece esencial preservarlo.



Por eso, cuando se presume donante y se hace muy difícil excepcionarse, no obstante mantenerse el principio, al final, puede burlarse dicha idea y parecer que la sociedad dispone del cuerpo y, por lo tanto, de los órganos.



Ese es el problema del cambio hacia el cual se está llevando la iniciativa que nos ocupa. Por ello, pienso que debe ser revisada. No creo justo obligar a una persona, de manera tácita -como podría entenderse por las trabas que se ponen para negarse a ser donante-, a dar ese paso.



Por lo demás, estimo que es tan profunda la cuestión -se halla muy ligada a la persona-, que cuando los familiares deban tomar una decisión al momento de la muerte del presunto donante, si no existe esa convicción, aunque no se haya ido a la notaría, es muy probable que el rechazo de los deudos genere un conflicto grave y serio. Porque, efectivamente, el grupo familiar o quien represente al fallecido se considera dueño de ese cuerpo y, por lo tanto, el único que al final puede determinar qué hacer.



Entonces, en mi opinión, tenemos que buscar mil formas de incentivar la donación. Es un asunto de solidaridad humana que no debemos dejar de asumir. Pero no podemos alterar el principio esencial. Por eso, la norma por la cual se plantea borrar el pronunciamiento de quienes ya expresaron su rechazo en forma categórica es completamente inadmisible, no digo desde un punto de vista constitucional -no lo he estudiado así-, sino desde uno conceptual. Constituye una burla hacia personas a las cuales se les preguntó, bajo el imperio de la ley, si estaban de acuerdo con dicha finalidad y respondieron negativamente.



En consecuencia, hay que revisar el proyecto para ver cómo podemos lograr ese objetivo, que resulta necesario. Muchos están a la espera de órganos, en distintos ámbitos, que significan vida. Por lo tanto, debemos hacer un esfuerzo para conseguir tal propósito, que no se va a alcanzar solo con una modificación legal, aunque esta puede ayudar a crear conductas o hábitos y a generar una valoración del acto de donar. 



Pero tenemos que hacerlo con cuidado. Porque no podemos, por la vía del proyecto, alterar el concepto esencial: que quienes representan a la persona fallecida tendrán siempre la última palabra.



Hay que buscar convencer y no imponer.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, la intención de este proyecto me parece muy plausible. Se han invocado muchas virtudes humanas que refuerzan su propósito. Pero creo que ello se puede decir en una sola frase, sin ánimo de ponerse poético: es una manera de prolongar la vida propia y de mejorar la ajena.



Por lo tanto, la idea central es sumamente válida. 



Y, junto con manifestar que voy a votar a favor de la iniciativa, también debo declarar que las prevenciones hechas contra algunos contenidos de la propuesta son muy válidas y que tendrán que atenderse las advertencias hechas. 



En particular, me hizo fuerza el argumento de que, si se van a alterar disposiciones centrales de la ley -sobre todo respecto del artículo 2° bis-, nos podemos encontrar con que se diga que dichas modificaciones se hallan fuera del marco de la iniciativa y queden, por lo tanto, excluidas. Si se quiere valorizar la donación, puede que se desvalorice por los malos efectos que se provoquen.



Me parece particularmente alarmante la presunción automática, la donación universal a que aludía el Senador señor Ruiz-Esquide recién. Es cierto que constituye el resorte más efectivo para alcanzar un avance en la materia. Pero son tales las dificultades que se disponen en esta propuesta para la disposición en contrario que, en mi opinión, se impone un peso excesivo sobre los hombros de quienes no quieren dar el paso de ceder sus órganos. 



Eso tendría que ser certificado.



Asimismo, pienso que la anulación de las declaraciones de voluntad anteriores es simplemente arbitraria. Pasa a llevar la Constitución -al fin y al cabo se relaciona con la libertad de conciencia-, pues el artículo 19, N° 6°, garantiza la no discriminación. Y además dice relación a un precepto que tiene consecuencias para después del deceso de alguien. Y se trata precisamente de un bien corporal. Así se entiende la ley. No es literal. 



Por último, me intimida mucho, me asusta, me atemoriza -se puede también sentir temor- que algunas disposiciones fueran aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Salud. ¿Por qué lo digo? No por poner una banderilla a los médicos, sino porque no puede ser entregada la decisión solo a personas que, por su oficio, a veces pierden el miedo a la muerte.



Señor Presidente, únicamente quiero hacer las prevenciones mencionadas para que, cuando se aborde la materia con más finura, se haga bien y, por ende, se insista en los deberes de información -aquí se han sacado a colación- y en las ideas de solemnizar los actos relacionados con las declaraciones. 



Para terminar, llamo la atención sobre la posibilidad de que a este respecto hubiera una fuente de responsabilidad civil para médicos individuales o para el sistema de salud público, ya que, si se pasan a llevar disposiciones anteriores hechas voluntariamente podría haber un sinfín de demandas contra el Estado.



Reitero que voy a votar a favor en la certeza -esperable- de que los defectos de la presente propuesta legal serán subsanados. 



Sé que lo que digo es repetitivo, pero lo hago nada más que para reforzar la historia de la ley.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.

El señor PIZARRO.- Todavía no me pronuncio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Dejaremos constancia de su voto, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Tiene que preguntarse si han votado todos.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor ESCALONA (Presidente).- La votación se inició hace aproximadamente una hora.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, parte del debate y la fundamentación del voto puede a uno hacerlo variar su pronunciamiento. Por eso, a cada Senador le asiste el derecho de reservarse votar hasta el final, previo a la fórmula que normalmente pronuncia el señor Secretario General en cuanto a si alguien no ha emitido su voto. Yo estaba esperando eso.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene toda la razón, Su Señoría, sobre todo si se toma en cuenta la elocuencia de las intervenciones.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Dejo constancia de que estoy pareado con el Senador señor Pérez Varela.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien, queda constancia de ello.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor, 2 en contra y un pareo), y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 18 de junio, a las 12.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y el señor Coloma.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

VI. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(



--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor PROKURICA:



A los señores Director General de Aguas y Subsecretario de Minería, a fin de que informen sobre EFECTIVIDAD DE DENUNCIAS DE REGANTES DE LOCALIDAD DE SAN FÉLIX, COMUNA DE ALTO DEL CARMEN, EN RELACIÓN CON PROYECTO MINERO PASCUA LAMA.
)---------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los distintos Comités, ningún señor Senador interviene.

El señor ESCALONA (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:42.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
SECRETARÍA DEL SENADO
LEGISLATURA NÚMERO 360
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 18ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE MAYO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Agricultura, señores Cristián Larroulet, Pablo Longueira y Luis Mayol, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 15ª y 16ª, ordinarias, de los días 8 y 9 de mayo de 2012, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, con el carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7.947-03).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín N° 8.155-01).


2.- El que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (Boletín Nº 8.070-04).


3.- El que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (Boletín N° 7.911-06).


4.- El que modifica diversos artículos de la ley N°19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).


5.- El que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (Boletín N° 7.689-07).


Con el cuarto, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


2.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (Boletín N° 6.244-07). 


3.- Proyecto de Acuerdo que aprueba el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua, el 22 de febrero de 2011 (Boletín Nº 8.037-10).


4.- Proyecto de ley que obliga a incluir la remuneración denominada “semana corrida” dentro de la base de cálculo del feriado de los trabajadores dependientes (Boletín Nº 8.156-13).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.287, sobre procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, prohibiendo envío de citaciones en el caso en que las infracciones sean registradas con el vehículo en movimiento (Boletín N° 7.292-15).


6.- Proyecto de ley que modifica ley N° 18.290, de Tránsito, incorporando en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionando a quienes lo adulteren (Boletines N°s 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a la señora Pilar Molina Armas y a los señores Francisco Frei Ruiz-Tagle, Antonio Leal Labrín y Arturo Bulnes Concha como directores de la Empresa Televisión Nacional de Chile, por los períodos que en cada caso se indica (Boletín N° S 1.479-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

De la Honorable Cámara de Diputados


Dos oficios, con los que comunica que prestó su aprobación, en el primer trámite constitucional, a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, permitiendo el establecimiento de medidas de control de acceso en vías locales, por motivos de seguridad ciudadana (Boletín Nº 7.823-06).


2.- Proyecto de ley que prorroga el plazo para regularizar medidas de control de acceso y cierre de calles y pasajes (Boletín Nº 8.195-25).


- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción sobre inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38, inciso quinto, de la ley N° 18.933.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde una solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativa al procedimiento anormal seguido por Carabineros de la 19ª Comisaría de Providencia, con ocasión de un accidente de tránsito en el que se vio involucrada la señora Mariluz Verdugo Fuentes.

Del señor Ministro de Justicia


Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en documentos impresos y en archivos en formato digital.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa al estado actual de cinco proyectos en la XII Región, de particular relevancia  para la provincia de La Antártica Chilena.

Del señor Director General de Asuntos Económicos Internacionales (S),

Ministerio de Relaciones Exteriores


Atiende petición de antecedentes, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las últimas rondas de negociaciones y avances para concretar un acuerdo comercial de última generación, en el marco del Acuerdo de Asociación Transpacífico.

Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos


Da respuesta a una solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, referente al aplazamiento del pago al impuesto al valor agregado  correspondiente al mes de febrero, en la Región de Magallanes y La Antártica Chilena.

De la señora Intendente de Fondos y Seguros Previsionales de Salud


Contesta petición de informe, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la comercialización por clínicas privadas de un seguro contra accidentes traumáticos, que sólo es asequible para los cotizantes de las instituciones de salud previsional.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Responde a una solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de brigadistas forestales fallecidos en los últimos diez años, las causas y circunstancias de su deceso, el tipo de capacitación recibida y las empresas para las que prestaban servicios.

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Los Ángeles


Da respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para que se informe sobre la capacidad antisísmica de los estacionamientos superficiales y subterráneos que contempla la obra “Plaza de Armas de Los Ángeles”.

Del señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado


Atiende petición de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el estado de avance del proyecto de extensión del Biotrén hasta Coronel.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción


Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica el número 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, para reservar al Estado la exploración y explotación del litio y establecer modalidades en su régimen expropiatorio (Boletín N° 8.303-08).


- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el Oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (Boletín Nº S 1.469-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República). 


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua, el 22 de febrero de 2011 (Boletín Nº 8.037-10) (con urgencia calificada de “simple”).


2.- Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la Convención que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.220-10).


- Quedan para Tabla.

- - -


Durante el transcurso de la sesión, la Mesa da cuenta de los siguientes documentos:


Informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados en la tramitación del proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7.947-03).


- Queda para la Tabla de esta sesión.


Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, que comunica los nombres de los Honorables Diputados que, en representación de dicha Corporación, integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que recibirán, el día 21 de mayo, a Su Excelencia el Presidente de la República, con ocasión de la sesión de Congreso Pleno en que se dará cuenta al país del estado político y administrativo de la Nación.


- Se toma conocimiento.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Pérez Varela solicita recabar el asentimiento de la Sala para poner en la Tabla de hoy el informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el Oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (Boletín Nº S 1.469-05).


Se accede a lo solicitado, y se verá el proyecto en el primer lugar del Orden del Día.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Chahuán, en su calidad de Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, solicita recabar el acuerdo de la Sala para que se remita a dicha Comisión el proyecto de ley que excluye de la definición de relación laboral a la que existe entre el propietario de un transporte menor y el titular de una concesión de transporte público (Boletín N° 8.098-13), que se encuentra en la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


No hay acuerdo.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato, con segundo informe de la

Comisión de Agricultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la segunda discusión en particular de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.411-01, con urgencia calificada de “simple” y cuya primera discusión en particular se realizara en el día de ayer.

- - -


Seguidamente, los Honorables Senadores señores Espina y Letelier presentan una indicación y solicitan que sea considerada por la Sala, del siguiente tenor:


“Para agregar en el artículo 32°, contenido en el artículo 1° Número 3), el siguiente inciso segundo, nuevo:


 “Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, los formularios de movimiento animal estarán a disposición de los requirentes y usuarios en general en todas las unidades de Carabineros de Chile y en todas las oficinas del Servicio Agrícola y Ganadero existentes en el territorio nacional. Dichas reparticiones deberán hacer entrega de los formularios de manera expedita.”.”.


Intervienen, al respecto, los Honorables Senadores señores Espina y Coloma.


La Sala accede a considerar la indicación.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas propuestas por la Comisión y la indicación reseñada, las que son aprobadas por 24 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Zaldívar.

- - -


Enseguida, hace uso de la palabra el señor Ministro de Agricultura. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda, en la siguiente forma:


1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 12 bis por los siguientes:


"Todo aquel que infringiere las disposiciones que dicte el Presidente de la República, en virtud del presente artículo, será sancionado con una multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de la aplicación de esta multa, el Servicio Agrícola y Ganadero decomisará los productos y subproductos provenientes del beneficio realizado con infracción a dichas disposiciones.


La aplicación y cobro de multas a que se refiere el inciso anterior, se ajustarán en todo al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.".


2) Reemplázase en el artículo 30 bis la frase "uno a diez sueldos vitales mensuales de los empleados particulares de la industria y el comercio del Departamento de Santiago" por la expresión "hasta 100 unidades tributarias mensuales".


3) Sustitúyese el Título Tercero "De las guías de libre tránsito de animales" por el siguiente:

"TITULO TERCERO

De los documentos para el transporte de ganado


Artículo 31°.- Será obligación del conductor del medio de transporte o el responsable de la carga, ya sea que se realice por caminos públicos, vía férrea, vía fluvial, aérea o marítima, llevar consigo durante el transporte de los animales, el formulario de movimiento animal, que se indica en el artículo siguiente, y entregarlo al destinatario, según lo establezca el Servicio Agrícola y Ganadero.


Artículo 32°.- El Servicio Agrícola y Ganadero establecerá por resolución, los formularios de movimiento animal, sus especificaciones técnicas según especie animal y la forma de obtenerlos. Asimismo, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá, en coordinación con otros servicios públicos, establecer formularios conjuntos.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, los formularios de movimiento animal estarán a disposición de los requirentes y usuarios en general en todas las unidades de Carabineros de Chile y en todas las oficinas del Servicio Agrícola y Ganadero existentes en el territorio nacional. Dichas reparticiones deberán hacer entrega de los formularios de manera expedita.


Artículo 33°.- Los dueños, gerentes o empleados de ferias de ganado y mataderos no podrán recibir, rematar ni beneficiar ganado sin que, previamente, hayan recepcionado el o los formularios de movimiento animal respectivos, emitidos en el establecimiento de origen.


Los dueños, gerentes o empleados de ferias y mataderos tendrán la obligación de conservar y entregar los formularios de movimiento animal que comprueben la procedencia del ganado vendido o beneficiado, en la forma y plazo que determine el Servicio Agrícola y Ganadero.


Artículo 34°.- La feria o matadero que venda o beneficie animales, sin contar con el formulario de movimiento animal respectivo, será sancionado con multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales por cada animal vendido o beneficiado.


La aplicación y cobro de la multa a que se refiere el inciso anterior, se ajustará al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.


Lo anterior, sin perjuicio del derecho del dueño de los animales a demandar de indemnización de perjuicios en forma breve y sumaria.


Artículo 35°.- Carabineros de Chile y los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero, en el ejercicio de las facultades que la ley les otorga, deberán controlar que el transportista o el responsable del mismo lleve consigo durante el transporte el respectivo formulario de movimiento animal, documentación que será visada en el acto para efectos de dejar constancia del control realizado.


Artículo 36°.- Las normas establecidas en el presente Título serán fiscalizadas por Carabineros de Chile y por el Servicio Agrícola y Ganadero.".


Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente artículo 14 bis a la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero:


“Artículo 14 bis.- Los Inspectores del Servicio que constaten infracción al artículo 2º de la presente ley, tras levantar el acta de denuncia respectiva, podrán ordenar la retención temporal o traslado de los elementos, insumos, productos o vehículos, o la inmovilización de éstos o la aposición de sellos sobre bienes muebles o inmuebles.


Dichas medidas podrán también ser adoptadas por los Inspectores del Servicio en el caso de existir presunciones graves y precisas de que los bienes anteriores están siendo utilizados o son objeto de una infracción a la presente ley, o cuando a partir de presunciones igualmente graves y precisas sea necesario determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación.


Sin perjuicio de lo anterior, las medidas a las que se refiere este artículo sólo podrán ser adoptadas cuando una demora en su aplicación afectare gravemente el debido cumplimiento de sus labores y previa autorización fundada del Director Regional del Servicio, la que podrá concederse por cualquier medio que permita acreditar su otorgamiento.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1) En el artículo 448 bis:


a) Reemplázase la expresión ", menor o porcino" por "o menor".


b) Agrégase, el siguiente inciso segundo: 


"Asimismo, se considerará autor del delito de abigeato al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado:


1°. Altere o elimine marcas o señales en animales ajenos.


2°. Marque, señale, contramarque o contraseñale animales ajenos.


3°. Expida o porte certificados falsos para obtener guías o formularios o haga conducir animales ajenos sin estar debidamente autorizado.".


2) En el artículo 448 ter:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión "el juez deberá aumentarla en un grado", la frase "y aplicará, en todo caso, la pena de comiso en los términos del artículo 31 de este Código".


b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


"Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales.".


c) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:


"Será castigado como autor de abigeato el que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.".


3) En el artículo 448 quáter:


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo, por los siguientes:


"Art. 448 quáter. Se castigará como autor de abigeato a aquél en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos referidos en este Párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales. El porte de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados para el faenamiento de animales por quien no diere descargo suficiente de su tenencia, se castigará de conformidad a lo establecido en el artículo 445.


Las marcas registradas, señales conocidas, dispositivos de identificación individual oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.".


b) Modifícase el inciso tercero, en la forma que se indica:


i) Reemplázase la expresión "de la guía de libre tránsito" por "del formulario de movimiento animal".


ii) Sustitúyese la conjunción  copulativa "y" entre las palabras "proceda" y "al" por una coma (,), reemplázase  el punto final (.) por una coma (,) y agrégase, a continuación, la siguiente frase: "a la autoridad sanitaria competente para que instruya sumario sanitario y al Servicio Agrícola y Ganadero para determinar la eventual existencia de infracciones a la normativa agropecuaria.".


c) Agrégase, el siguiente inciso final:


"Ante la sospecha o la comisión de los delitos a que se refiere este párrafo, el Ministerio Público podrá, en lo pertinente, autorizar la correspondiente investigación bajo la técnica de entrega vigilada o controlada, en los términos regulados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, Título II, Párrafo 1°.".


4) Agregáse, en el artículo 448 quinquies, a continuación de la palabra "cerdas" la palabra ", lanas".


5) Agrégase el siguiente artículo 448 sexies:


“Art. 448 sexies. Los vehículos motorizados o de otra clase, las herramientas y los instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato, caerán en comiso.


Durante el curso del procedimiento dichos bienes serán incautados de conformidad a las reglas generales, sin perjuicio del derecho establecido en el artículo 189 del Código Procesal Penal.”.


6) Agrégase, en el artículo 456 bis A, el siguiente inciso final:


"Tratándose del delito de abigeato la multa establecida en el inciso primero será de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales y el juez podrá disponer la clausura definitiva del establecimiento.".


“Artículo 4°.- Incorpórase, en la ley N° 11.564, el siguiente artículo 8°:


“Artículo 8°.- Para los efectos del control de identidad, Carabineros de Chile estará facultado para revisar los vehículos que transiten en zonas rurales o que pasen por tenencias o retenes, debiendo exigir la boleta, factura, guía de despacho o el formulario de movimiento animal, según sea el caso.”.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores

y de Defensa Nacional, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, que tiene el Boletín N° S 1.469-05 y para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.



Agrega que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, dejan constancia de los fundamentos del Gobierno para mantener dicha presencia militar en la misión de Naciones Unidas en Haití, prorrogando, en consecuencia, el mandato hasta el 1 de junio de 2013.



Destaca que las Comisiones unidas recibieron en audiencia al Ministro de Defensa Nacional, al Subsecretario de Relaciones Exteriores, al Subjefe del Estado Mayor Conjunto, acompañados de diversos asesores. Analizados los antecedentes sobre esta materia, aprobaron la solicitud del Ejecutivo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma y Walker (don Patricio).

- - -



El señor Presidente pone en discusión este asunto y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Coloma, Frei y Pizarro. Interviene, también, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


Durante su discurso, el Honorable Senador señor Coloma, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita segunda discusión de esta cuestión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

- - -


El señor Presidente declara terminada la primera discusión y señala que queda pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.952-07 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión del 7 de junio del 2011 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente. 


Las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna Senadora o algún Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.


Agrega, el señor Secretario General, que el Honorable Senador señor Larraín Fernández hace presente que retira las objeciones que formulara en la Comisión con la Honorable Senadora señora Alvear, a los artículos 37 ter y 367 ter, a objeto que sean aprobados sin debate.


No obstante, cabe hacer presente que de estas enmiendas unánimes, la recaída en el artículo 6° bis, contenido en el numeral 2 del artículo 2° es de quórum calificado.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

Número 2.-

Letra a)

a-1)


Reemplazarla por la siguiente:


“a-1) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “La pena” por “Las penas”, e intercálase entre las palabras "absoluta" y "temporal", la expresión “perpetua o”.”.

Número 3.-

Letra a)


Sustituir, en la primera oración, la expresión “y 372 bis de este Código, en la persona” por “366 quinquies y 372 bis, en contra”. 

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 372 bis, se cometiere en contra de un menor de edad pero mayor de catorce años, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados. La misma pena se impondrá a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años.”.”.

ARTÍCULO 2°

Número 2.-

Artículo 6° bis.-

Inciso primero


Reemplazarlo por los siguientes:


“Artículo 6° bis.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una persona se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, con el fin de contratar a una persona para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, o cualquier otro fin similar.


Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, deberá, antes de efectuar dicha contratación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.


El Servicio de Registro Civil e Identificación se limitará a informar si a la fecha de la solicitud la persona por quien se consulta se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades del artículo 39 bis del Código Penal y omitirá proporcionar todo otro dato o antecedente que conste en el registro. Para acceder a dicha información, el solicitante deberá ingresar o suministrar el nombre y el número de Rol único Nacional de la persona cuya consulta se efectúa. Un reglamento establecerá la forma y las demás condiciones en que será entregada la información.”.

Inciso segundo

Pasa a ser inciso cuarto


Sustituirlo por el siguiente:


“Si quien accediere al Registro utilizare la información contenida en él para fines distintos de los autorizados en el inciso primero, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por el juez de policía local del territorio en donde se hubiere cometido la infracción, en conformidad con la ley N° 18.287.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las modificaciones propuestas y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Walker (don Patricio), Espina y Ruiz-Esquide, señora Alvear y señores Sabag, Larraín Peña, Navarro y Letelier.


Cerrado el debate y puestas en votación las referidas modificaciones, son aprobadas por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del número 2 del artículo 2° del proyecto.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Zaldívar y Larraín Peña y señora Rincón.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro, Pizarro, Quintana y Tuma.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1.- En el artículo 21, intercálase en la Escala General, Penas de crímenes, entre las de "Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos, derechos políticos y profesiones titulares" e "Inhabilitación especial perpetua para algún cargo u oficio público o profesión titular", la siguiente: 


"Inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.".


2.- En el artículo 39 bis:


a) En el inciso primero:


a-1) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “La pena” por “Las penas”, e intercálase entre las palabras "absoluta" y "temporal", la expresión “perpetua o”.


a-2) Intercálanse en el numeral 1°, entre la palabra "profesiones" y la conjunción "que", las expresiones "ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad".


a-3) Intercálanse en el numeral 2°, entre las palabras "mencionados" y "antes", las expresiones ", perpetuamente cuando la inhabilitación es perpetua, y si la inhabilitación es temporal, la incapacidad para obtenerlos,". 


b) En el inciso segundo, intercálase entre la palabra “inhabilitación” y la preposición “d”, la expresión “absoluta temporal”.


3.- En el artículo 372:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los artículos 362, 365 bis, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies y 372 bis, en contra de un menor de catorce años de edad, será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad. La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de catorce años.”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 372 bis se cometiere en contra de un menor de edad pero mayor de catorce años, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados. La misma pena se impondrá a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433, N° 1°, de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años.”.


Artículo 2°.- Modifícase el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, en los siguientes términos:


1.- Agrégase en el artículo 1°, el siguiente inciso tercero:


"Asimismo, el Registro tendrá una sección especial, accesible por vías telemáticas de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6° bis, denominada "Inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad (artículo 39 bis del Código Penal)", en la cual se registrarán todas las inhabilitaciones establecidas en el artículo 39 bis del Código Penal y que hayan sido impuestas por sentencia ejecutoriada.".


2.- Sustitúyese el artículo 6° bis por el siguiente:


“Artículo 6° bis.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una persona se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, con el fin de contratar a una persona para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, o cualquier otro fin similar.


Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad deberá, antes de efectuar dicha contratación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.


El Servicio de Registro Civil e Identificación se limitará a informar si a la fecha de la solicitud la persona por quien se consulta se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades del artículo 39 bis del Código Penal y omitirá proporcionar todo otro dato o antecedente que conste en el registro. Para acceder a dicha información, el solicitante deberá ingresar o suministrar el nombre y el número de Rol Único Nacional de la persona cuya consulta se efectúa. Un reglamento establecerá la forma y las demás condiciones en que será entregada la información.


Si quien accediere al Registro utilizare la información contenida en él para fines distintos de los autorizados en el inciso primero será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por el juez de policía local del territorio en donde se hubiere cometido la infracción, en conformidad con la ley N° 18.287.


Se exceptúan de lo establecido en el inciso precedente las comunicaciones internas que los encargados de un establecimiento educacional, sus propietarios, sostenedores y profesionales de la educación, realicen con el objeto de resolver si una persona puede o no prestar servicios en el mismo en razón de afectarle una inhabilitación de las previstas en el artículo 39 bis del Código Penal. Tampoco se aplicará a las informaciones que dichas personas o establecimientos deban dar a autoridades públicas.".".

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del sector salud que indica, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, con informes de las

Comisiones de Salud y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.036-11 y urgencia “suma”.


Añade que su objetivo es crear diversos incentivos al retiro de funcionarios del sector salud y consagrar la compatibilidad de sus beneficios con el bono postlaboral.


La Comisión de Salud discutió este proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.


Señala, finalmente, que la Comisión de Hacienda, por su parte, también discutió el proyecto sólo en general, prestando su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto, siendo aprobado por 33 votos a favor y un pareo.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Rossi, Muñoz Aburto, Ruiz-Esquide, Chahuán, Bianchi, Tuma, Sabag y García, señora Rincón y señores Zaldívar, Lagos, Quintana y Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 4 de junio de 2012, a las 13 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en los primeros informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda, los cuales se insertan íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de

Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 7.947-03 y urgencia de “discusión inmediata”.


Añade que la Comisión Mixta deja constancia de que los numerales 1), 7), 10), 11), 12) y 13) del artículo 1° permanente del proyecto en informe y el artículo segundo transitorio, sobre los cuales se produjo divergencia entre ambas Cámaras, tienen el carácter de ley orgánica constitucional.


Destaca que la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó proponer aprobar el texto despachado por el Senado en el primer trámite constitucional para cada una de las disposiciones materia de la controversia, más las enmiendas acordadas a instancia del Presidente de la República relativas al artículo 90 B, que incorpora el numeral 7) del artículo 1° del proyecto, con las debidas adecuaciones de redacción.


Agrega que concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Bianchi, García-Huidobro y Horvath, y los Honorables Diputados señora Muñoz y señores Ascencio, Melero, Recondo y Rivas. 


Señala finalmente el señor Secretario General, que la Comisión Mixta previene que si bien el artículo primero transitorio no es propio de ley orgánica constitucional, no se propone a su respecto una votación separada, porque depende de la suerte que corra el número 11) del artículo 1° del proyecto, que sí es orgánico constitucional, y si éste es aprobado, consecuencialmente lo sería aquél, que requiere quórum de ley común.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone aprobar, en una sola votación, el siguiente texto de las normas controvertidas:

Artículo 1º


“1) Sustitúyese la letra e) del inciso segundo del artículo 59, por la siguiente:


“e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, a los mariscadores y a los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y quienes los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.”.


“7) Agréganse, en el Título VI, a continuación del artículo 90 quáter, el siguiente Párrafo 3° y los artículos 90 A a 90 H que lo integran:

“Párrafo 3°

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA


Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante “la Comisión”, cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.


Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:


a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.


e) Un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.


g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


h) Tres miembros provenientes de una asociación de prestadores de servicios de la acuicultura legalmente constituida, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


i) Dos representantes de los trabajadores de centros de cultivo designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


Artículo 90 C.- Corresponderán a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:


a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;


b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura;


c) Dar su opinión respecto de la zonificación del borde costero en relación con actividades de acuicultura;


d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector, y


e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República, antes que sean presentadas al Congreso Nacional.


La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.


Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.


Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una memoria anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior y, en general, efectuar todas aquellas tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.


Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado y de las organizaciones de trabajadores del sector que lo soliciten.


Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.


Artículo 90 H.- La Comisión acordará las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.”.”.


“10) Elimínase el párrafo segundo del numeral 2 del inciso segundo del artículo 146.”.


11) Reemplázase el inciso primero del artículo 150 por el siguiente:


Artículo 150.- Creánse ocho organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:


“c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;


d) Uno en la zona correspondiente a la Región VIII del Biobío, con sede en la comuna de Talcahuano;”.


12) Modifícase el inciso primero del artículo 152 de la siguiente manera:


b) Enmiéndase la letra g) del modo que sigue:


“ii) Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la frase “V, VI, VII, VIII y IX Regiones e Islas Oceánicas”, por “V, VI y VII Regiones e Islas Oceánicas”.”.


“13) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 173, a continuación de la palabra “necesarios”, la siguiente expresión final “, y designará un Director Ejecutivo”.”.

Artículos Transitorios


“Artículo primero.- Las personas que a la fecha de publicación de esta ley integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX e Islas Oceánicas, y los de las Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y los de las Regiones XIV y X.”.


“Artículo segundo.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, de las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de la X Región de Los Lagos.


Asimismo, mientras no se encuentre constituido el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en la IX Región de La Araucanía y en la XIV Región de Los Ríos, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío y el de la X Región de Los Lagos, respectivamente.”.

- - -


El señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y otorga la palabra al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Cerrado el debate y puesta en votación, se aprueba dicha proposición, por 25 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los numerales 1), 7), 10), 11), 12) y 13) del artículo 1º permanente, y de los artículos primero y segundo transitorios del proyecto.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Horvath y García.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, de la siguiente manera:


1) Sustitúyese la letra e) del inciso segundo del artículo 59, por la siguiente:


“e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, a los mariscadores y a los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y quienes los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.


2) Reemplázanse, en el artículo 60, las referencias a “El Servicio” y “el Servicio”, por otras a “La Subsecretaría” y “la Subsecretaría”, respectivamente.


3) Modifícase el artículo 61 del siguiente modo:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Asimismo, el mecanismo de asignación de los proyectos deberá considerar, en el caso de proyectos que compitan en una misma categoría, una mayor ponderación para aquellos que contemplen un cofinanciamiento por parte de los pescadores artesanales u organización de pescadores artesanales que los presentan.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “al Servicio”, por la frase “a la Subsecretaría”.


4) Reemplázanse, en el artículo 62, los términos “del Servicio”, por la expresión “de la Subsecretaría”.


5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 86, la frase “previos informes técnicos fundados de la Subsecretaría, y del Consejo Nacional de Pesca”, por la siguiente: “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría, y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura”.


6) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 87, la frase “previos informes técnicos debidamente fundamentados de la Subsecretaría, del Consejo Nacional de Pesca y del Consejo Zonal de Pesca que corresponda”, por la siguiente: “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura y al Consejo Zonal de Pesca que corresponda”.


7) Agréganse, en el Título VI, a continuación del artículo 90 quáter, el siguiente Párrafo 3° y los artículos 90 A a 90 H que lo integran:

“Párrafo 3°

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA


Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante “la Comisión”, cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.


Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:


a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.


e) Un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.


g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


h) Tres miembros provenientes de una asociación de prestadores de servicios de la acuicultura legalmente constituida, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


i) Dos representantes de los trabajadores de centros de cultivo designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


Artículo 90 C.- Corresponderán a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:


a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;


b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura;


c) Dar su opinión respecto de la zonificación del borde costero en relación con actividades de acuicultura;


d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector, y


e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República, antes que sean presentadas al Congreso Nacional.


La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.


Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.


Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una memoria anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior y, en general, efectuar todas aquellas tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.


Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado y de las organizaciones de trabajadores del sector que lo soliciten.


Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.


Artículo 90 H.- La Comisión acordará las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.”.


8) Reemplázase, en el numeral 2) del inciso primero del artículo 96, la frase “a través de concurso público de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento”, por la expresión “de conformidad con las normas establecidas en la ley N° 19.886”.


9) Suprímese el párrafo segundo del numeral 12) del artículo 125.


10) Elimínase el párrafo segundo del numeral 2 del inciso segundo del artículo 146.


11) Reemplázase el inciso primero del artículo 150 por el siguiente:


“Artículo 150.- Creánse ocho organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:


a) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XV de Arica y Parinacota, I de Tarapacá y II de Antofagasta, con sede en la comuna de Iquique;


b) Uno en la zona correspondiente a las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo, con sede en la comuna de Coquimbo;


c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;


d) Uno en la zona correspondiente a la Región VIII del Biobío, con sede en la comuna de Talcahuano;


e) Uno en la zona correspondiente a las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, con sede en la comuna de Valdivia;


f) Uno en la zona correspondiente a la Región X de Los Lagos, con sede en la comuna de Puerto Montt;


g) Uno en la zona correspondiente a la Región XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con sede en la comuna de Aysén;


h) Uno en la zona correspondiente a la Región XII de Magallanes y de la Antártica Chilena, con sede en la comuna de Punta Arenas.”.


12) Modifícase el inciso primero del artículo 152 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en la letra a), la expresión “del Servicio”, la primera vez que aparece, por las palabras “de Pesca”.


b) Enmiéndase la letra g) del modo que sigue:


i) Reemplázase el párrafo primero por el siguiente:


“El número de consejeros que en cada caso se indica, en representación de las organizaciones gremiales legalmente constituidas de armadores; de pequeños armadores; de plantas procesadoras de productos pesqueros, y de acuicultores de la zona.”.


ii) Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la frase “V, VI, VII, VIII y IX Regiones e Islas Oceánicas”, por “V, VI y VII Regiones e Islas Oceánicas”.


iii) Agréganse los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la VIII Región, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales y, un cuarto a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros.


En el Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de la pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales; otro a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


iv) Sustitúyese, en el párrafo quinto, que pasa a ser séptimo, la frase “XIV, X y XI Regiones”, por “X Región”.


v) Agrégase, a continuación del párrafo sexto, que pasa a ser octavo, el siguiente párrafo noveno:


“En el Consejo Zonal de la XI Región, uno representará a los armadores industriales, otro a los pequeños armadores, otro a los industriales procesadores de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


13) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 173, a continuación de la palabra “necesarios”, la siguiente expresión final “, y designará un Director Ejecutivo”.


Artículo 2°.- Créanse en la planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, dos cargos de Director Zonal de Pesca, uno de los cuales ejercerá sus competencias en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule y el otro ejercerá sus competencias en las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, ambos grado 5° de la Escala Única de Sueldos, los que se considerarán equivalentes a Jefes de División para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. 


Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2011, que modificó la estructura orgánica del Servicio Nacional de Pesca, en los siguientes términos:


1) En su artículo primero, elimínase la frase “a cargo de un Subdirector,”, e incorpórase la siguiente oración final: “La Subdirección estará a cargo de un Subdirector Nacional de Acuicultura, grado 4º de la Escala Única de Sueldos, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.


2) Intercálase, a continuación del artículo primero, el siguiente artículo primero bis:


“Artículo primero bis.- Corresponderán, especialmente, al Subdirector Nacional de Acuicultura, las siguientes funciones:


a) Subrogar al Subdirector Nacional.


b) Asesorar al Director Nacional y demás órganos del Servicio en materia de acuicultura.


c) Planificar las acciones de fiscalización de cumplimiento de la normativa ambiental, de salud animal y demás aplicable a la acuicultura.


d) Supervisar y evaluar la ejecución de las acciones a que se refiere el literal precedente.


e) Coordinar a las Direcciones Regionales, Departamentos y demás unidades del Servicio que ejecutan funciones en materia de acuicultura.


f) Proponer al Director Nacional los programas sanitarios y demás normas que, conforme a la legislación aplicable a la acuicultura, corresponda dictar al Servicio.


g) Administrar el registro de personas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria y demás que se requieran.


h) Controlar a las personas a que se refiere el literal anterior y proponer al Director Nacional las sanciones que corresponda aplicar a las mismas en los casos previstos por la normativa.


i) Presentar al Director Nacional, para que éste ejerza la facultad a que se refiere la letra a) del artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, propuestas de normas para la aplicación y fiscalización de las leyes y reglamentos sobre acuicultura.”.


Artículo 4°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados, de la siguiente manera:


1) En el artículo 16:


a) Elimínase, en la letra c), el literal (ii).


b) Agrégase, en la letra d), el siguiente literal (iii):


“(iii) Departamento de Pesca Artesanal.”.


c) Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g), respectivamente:


“e) División de Acuicultura.”.


2) En el artículo 18:


a) Elimínase, en la letra a) del numeral 1, la frase “y de las actividades de acuicultura”.


b) Suprímese, en la letra d) del numeral 1, la expresión “y de acuicultura”.


c) Elimínase, en la letra f) del numeral 1, la frase “y de acuicultura”.


d) Agrégase, en el encabezamiento del numeral 2, a continuación de la palabra “Pesquero”, la frase “y de Acuicultura”.


e) Elimínase, en la letra f) del numeral 2, la frase “y de acuicultura”.


f) Agrégase el siguiente numeral 4:


“4. Corresponderá a la División de Acuicultura:


a) Coordinar su gestión con las demás unidades orgánicas para la formulación y ejecución de acciones comunes en aspectos sectoriales de administración de la actividad de acuicultura.


b) Proponer planes, programas y estudios de investigación en acuicultura.


c) Mantener actualizada la información de las actividades de acuicultura a nivel nacional y el catastro de resoluciones sobre concesiones y autorizaciones de acuicultura.


d) Estudiar y proponer las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura.


e) Informar técnicamente las propuestas de ordenamiento territorial que afecten al sector.


f) Evaluar y proponer medidas especiales para la sanidad y protección de las especies hidrobiológicas y del medio ambiente en relación a las actividades de acuicultura, de propagación o de repoblación.


g) Identificar las necesidades de conocimiento para optimizar el manejo de la acuicultura nacional.


h) Elaborar los informes técnicos para el otorgamiento de concesiones de acuicultura y otros relacionados con las empresas de cultivo y los que sean necesarios para fundar la normativa sectorial propuesta para ser dictada.


i) Asesorar al Subsecretario en materias de políticas y estrategias de la actividad acuícola.


j) Evaluar e informar técnicamente las solicitudes de internación de especies hidrobiológicas con fines de acuicultura, ornamentales, investigación y recreación, entre otros.


k) Evaluar el desempeño de la actividad acuícola nacional.


l) Evaluar ambientalmente proyectos acuícolas y de impacto en esta actividad.


m) Coordinar el funcionamiento y operación de las agrupaciones de concesiones.


n) Mantener relaciones permanentes con instancias de participación sectorial a nivel nacional e internacional.”.


3) Sustitúyese el numeral 3 del artículo 19, por el siguiente:


“3. Corresponderá al Departamento de Pesca Artesanal:


a) Proponer al Subsecretario las políticas tendientes a desarrollar y fomentar la actividad pesquera artesanal.


b) Coordinar con las demás Divisiones y Departamentos de esta Subsecretaría las solicitudes y requerimientos que realicen los pescadores artesanales y sus organizaciones legalmente constituidas.


c) Coordinar las relaciones institucionales con los pescadores artesanales y sus organizaciones.”.


Artículo 5°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 1° del decreto ley N° 1.626, de 1976, a la “Subsecretaría de Pesca”, por “Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Pesca, deberán entenderse efectuadas en lo sucesivo a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.


Artículo 6°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 12 del decreto ley N° 2.442, de 1978, al “Servicio Nacional de Pesca”, por “Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al Servicio Nacional de Pesca, deberán entenderse efectuadas en lo sucesivo al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.

Artículos Transitorios


Artículo primero.- Las personas que a la fecha de publicación de esta ley integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX e Islas Oceánicas, y los de las Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y los de las Regiones XIV y X.


Artículo segundo.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, de las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de la X Región de Los Lagos.


Asimismo, mientras no se encuentre constituido el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en la IX Región de La Araucanía y en la XIV Región de Los Ríos, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío y el de la X Región de Los Lagos, respectivamente.”.

_________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, relativo a los derechos a la protección de la salud y la seguridad social, con informe de la

Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la segunda discusión del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.960-11 y cuya primera discusión en general se realizó en la sesión del día 7 de marzo del presente año. 

- - -


El señor Presidente pone en segunda discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Navarro, en representación del Comité Partido Movimiento Amplio Social, solicita el aplazamiento de la votación, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento de la Corporación.

- - -


El señor Presidente anuncia que queda aplazada la votación en general de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que indica, con

informe de la Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la segunda discusión del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.899-11 y cuya primera discusión en general se realizara en la sesión del día 7 de marzo del presente año. 

- - -


El señor Presidente pone en segunda discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Navarro, Larraín Fernández y Pizarro.

- - -


Durante su intervención, la Honorable Senadora señora Rincón, solicita que el proyecto sea conocido, también en general, por la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 


No se accede.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Novoa, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita el aplazamiento de la votación, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento de la Corporación.

- - -


El señor Presidente anuncia que queda aplazada la votación en general de este asunto.

- - -


Enseguida, señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, Frei y Walker (don Ignacio), han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores García-Huidobro (en el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente); Prokurica (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional), y Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social, Partido por la Democracia, Independientes, Partido Radical Social Demócrata y Partido Socialista), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hace uso de su tiempo el Comité Partido Demócrata Cristiano.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 19ª, ORDINARIA, EN MARTES 22 DE MAYO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional, Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, señores Andrés Allamand y Cristián Larroulet y señora Evelyn Matthei, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

ACTAS


El acta de la sesión 17ª, ordinaria, del día 15 de mayo de 2012 se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, inicia un proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba la Convención que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.220-10).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que rechazó la idea de legislar respecto del proyecto de ley que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación (Boletín N° 8.191-04), e informa la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República.


- Se toma conocimiento y en conformidad con el artículo 46 del Reglamento se designa a los miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología como integrantes de la referida Comisión.


Con los dos siguientes, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (Boletín N° 7.408-07).


2.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.


Con los dos últimos, comunica que prestó su aprobación, en el primer trámite constitucional, a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que modifica la ley N° 20.422 sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en la forma que indica (Boletín N° 7.988-11).


- Pasa a la Comisión de Salud.


2.- El que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín N° 7.761-24).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Envía copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 22, 25 y segundo transitorio de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del numeral primero, letra a), del artículo único de la ley Nº 20.238, que agrega una oración final en el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 19.886, Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia


Da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y acompaña el Balance de Gestión Integral 2011 de la referida Secretaría de Estado.

Del señor Ministro de Educación


Remite informe de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, solicitado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la Beca Zona Extrema Magallanes y Antártica de Chile.

Del señor Ministro de Salud


Remite copia de la respuesta dada por la Directora del Instituto de Salud Pública a la solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre antecedentes referidos al convenio suscrito entre el Instituto de Salud Pública (ISP) y la Agencia de Alimentos y Medicamentos (FDA) de Estados Unidos de América.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Comunica, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

Del señor Ministro de Minería


Envía, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

De la señora Ministra (S) de Transportes y Telecomunicaciones


Adjunta, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en documentos impresos y en archivos en formato digital.

Del señor Ministro de Energía


Envía, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

De la señora Ministra del Medio Ambiente


Atiende consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a mediciones y fiscalizaciones realizadas por la Secretaría Regional Ministerial correspondiente por denuncias efectuadas, en febrero pasado, por vecinos de la comuna de Laja, debido a malos olores atribuidos a la empresa Celulosa Laja.

De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer


Acompaña ejemplar del Balance de Gestión Integral 2011 del mencionado servicio público.

De la señora Subsecretaria de Transportes


Atiende petición de informe, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a la posibilidad de autorizar la inscripción provisoria de nuevos vehículos en el servicio de taxis en localidades de la Región de Aysén que no disponen de transporte público en el radio urbano.

Del señor Director de la Oficina Nacional de Emergencia

del Ministerio del Interior y Seguridad Pública


Responde solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relacionada con la emergencia que sufrió la zona Centro Sur el día domingo 25 de marzo pasado.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


Segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (Boletín N° 7.689-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Novoa, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que impide, con la sola excepción del caso de guerra exterior, el nombramiento de Diputados o Senadores en el cargo de Ministro de Estado (Boletín N° 8.309-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación. Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que regula el uso y sistemas de cobro en los estacionamientos destinados al público y las situaciones de emergencia en éstos y pórticos de peaje (Boletín N° 8.304-03).


De los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Espina, García, Novoa y Orpis, con la que se da inicio a un proyecto de ley que impone a los proveedores la carga de exhibir y entregar las condiciones de suministro de repuestos y servicio técnico, y sanciona el incumplimiento de lo comprometido como publicidad engañosa (Boletín N° 8.310-03).


- Pasan a la Comisión de Economía.


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi, Girardi, Lagos y Larraín Peña, para iniciar un proyecto de ley que impone a las concesionarias de servicios sanitarios el deber de informar mensualmente el cumplimiento de las normas sobre calidad del agua potable (Boletín N° 8.317-09).


- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.


Del Honorable Senador señor Tuma, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para establecer la obligación de disponer servicios higiénicos gratuitos para los usuarios de establecimientos con atención de público (Boletín N° 8.311-11).


- Pasa a la Comisión de Salud.


De los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto y señora Rincón, con la que se inicia un proyecto de ley que impone a las líneas aéreas el deber de solicitar una aportación voluntaria, a sus pasajeros de vuelos internacionales, para preservar las áreas silvestres protegidas del Estado (Boletín N° 8.312-12).


- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


De los Honorables Senadores señores Rossi, Bianchi, Escalona, Gómez y Walker, don Patricio, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, en materia de feriado anual para zonas extremas (Boletín N° 8.318-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad


Moción del Honorable Senador señor Sabag, con la que propone un proyecto de ley que aumenta la remuneración de los miembros de los Tribunales Electorales Regionales y del Tribunal Calificador de Elecciones.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Chahuán para ausentarse del territorio nacional, a contar del jueves 24 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante la lectura de la cuenta, llega a la Mesa la solicitud de permiso constitucional del Honorable Senador señor Pizarro para ausentarse del territorio nacional a contar del día de hoy.


- Se accede. 

- - -


Durante el desarrollo del Orden del Día, se hace llegar a la Mesa una Moción de los Honorables Senadores señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.556 con el objeto de excluir a las víctimas de desaparición forzada del Registro Electoral (Boletín Nº 8.321-07).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Acto seguido, el Honorable Senador señor Sabag solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, que aumenta la remuneración de los miembros de los Tribunales Electorales Regionales y del Tribunal Calificador de Elecciones, la cual fuera declarada inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.


Así se acuerda.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Colocar en cuarto y quinto lugar del Orden del Día de la sesión de hoy, los proyectos de ley signados con los números 5 y 6 de la Tabla.


2) Retirar de la Tabla de la sesión ordinaria de hoy el proyecto signado con el número 2, esto es, el que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que indica (Boletín Nº 7.899-11), y enviarlo para un nuevo informe a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


3) Tratar como si fueran de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, los Convenios Internacionales signados en la Tabla con los números 8 y 23.


4) Tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del martes 5 de junio el proyecto de ley signado con el número 19 del Orden del Día, esto es, el que autoriza un memorial en recuerdo de víctimas de accidente aéreo en el archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 7.936-04).


5) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos), hasta el día de mañana miércoles 23 de mayo, a las 11:00 horas, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.


6) Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (Boletín N° 7.911-06), hasta el viernes 8 de junio a las 13 horas.


7) Recabar el acuerdo de la Sala para ponderar el espíritu cívico denotado por el correcto desarrollo de la Sesión de Congreso Pleno del día de ayer; asimismo, felicitar el desempeño de los funcionarios de Carabineros de Chile y del Congreso Nacional, por su colaboración al buen resultado de la ceremonia. Así se acuerda.

- - -


Enseguida, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Rossi y Tuma formulan observaciones en lo relativo a lo acordado por los Comités respecto del Boletín N° 7.899-11.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Horvath solicita recabar el acuerdo de la Sala para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura pueda sesionar en paralelo. Se accede a lo solicitado.

- - -


Posteriormente, los Honorables Senadores señores Cantero y Coloma, piden recabar sendos acuerdos de la Sala para que las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Agricultura, respectivamente, puedan sesionar en forma paralela.


Se accede a ambas solicitudes.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua, el 22 de febrero de 2011, con informes de las

Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.037-10 y urgencia “simple”.


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es concretar la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio, logrando una mayor apertura económica entre Chile y Nicaragua.


Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.


Finalmente, señala que la Comisión de Hacienda, por su parte, adoptó igual resolución por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García, Novoa y Pizarro.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, en general y en particular, que se aprueba por 20 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Rossi, Sabag, Tuma y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Chahuán, García-Huidobro y Walker (don Ignacio).

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua el 22 de febrero de 2011.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la Convención que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos, con informes de las Comisiones de

Relaciones Exteriores y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.220-10.


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es simplificar la autentificación de los documentos públicos que deben ser presentados en el extranjero.


Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.


Finalmente, señala que la Comisión de Hacienda, por su parte, adoptó igual resolución por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García y Novoa.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, en general y en particular, el que es aprobado por 21 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Pérez Varela, Rossi, Tuma y Zaldívar.

- - -


Finalizada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Sabag y Uriarte.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la “Convención que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros”, adoptada el 5 de octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos.”.

_________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, relativo a los derechos a la protección de la salud y la seguridad social, con informe de la

Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente que tiene el Boletín N° 7.960-11. 


Añade que su discusión en general comenzó el día 7 de marzo del presente año, oportunidad en que se pidió segunda discusión, la que se produjo el 16 de mayo pasado, fecha en que se solicitó aplazamiento de la votación.


Finalmente, hace presente que el proyecto requiere, para su aprobación, el voto favorable de las dos terceras partes de los Honorables Senadores en ejercicio.

- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto y se produce el siguiente resultado: 15 votos a favor, 11 votos en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Pérez Varela y Uriarte.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Chahuán.


El señor Secretario General hace presente que el proyecto no alcanzó el quórum requerido para su aprobación.


El señor Presidente declara rechazada en general la iniciativa.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Oficio de S.E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales, en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores

y de Defensa Nacional, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde iniciar la segunda discusión del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que la solicitud ha sido individualizada con el Boletín N° S 1.469-05 y tiene la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

- - -


El señor Presidente pone en segunda discusión la solicitud de S.E. el Presidente de la República y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Tuma, Navarro y Larraín Fernández. Interviene, también, el señor Ministro de Defensa Nacional.


Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud, es aprobada por 31 votos a favor y dos abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Lagos, Pérez Varela, Walker (don Patricio), Letelier, Sabag, Coloma, Ruiz-Esquide y Quintana.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Frei y Novoa.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Frei.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Navarro.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión

Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 5.434-13.


Añade que fue aprobado en general en la sesión de 10 de junio de 2009 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que deja constancia para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.


La Comisión de Trabajo y Previsión Social realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo único

Número 1

Artículo 54 bis

Inciso primero


Agregar, a continuación del vocablo “devengó”, la frase “, salvo que dichos hechos posteriores se originen en el incumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo”.

Inciso segundo


Intercalar, a continuación de la expresión “u otros”, la frase “, siempre que la ocurrencia de estos hechos dependa del cumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo”.


Incorporar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, y conforme a lo señalado en los incisos precedentes, las liquidaciones de remuneraciones deberán contener en un anexo, que constituye parte integrante de las mismas, los montos de cada comisión, bono, premio u otro incentivo que recibe el trabajador, junto al detalle de cada operación que le dio origen y la forma empleada para su cálculo.”.

Inciso tercero

Pasa a ser inciso cuarto


Sustituir la frase “El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador o su permanencia en el empleo” por “El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador, su permanencia, la renovación de su contrato, o la promoción o movilidad en su empleo”.

Número 2


Al texto que se incorpora en el inciso primero del artículo 55


- Sustituir el vocablo “éstas” por la frase “aquéllas se entenderán devengadas y”.


- Reemplazar la palabra “sobrepasando” por “infringiendo”.

Artículos transitorios

Artículo 1º


Sustituirlo por el siguiente:


"Artículo 1°.- Con excepción de lo establecido en los incisos segundo y final del artículo 54 bis que se incorpora al Código del Trabajo por esta ley, los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse a sus disposiciones, en lo relativo a las condiciones y plazos para el pago de las comisiones, en el término fatal de seis meses, a contar de su publicación en el Diario Oficial.


Corresponderá al empleador efectuar dichos ajustes, sin que pueda realizar otras modificaciones que signifiquen menoscabo para el trabajador, tal como una disminución de la comisión. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la comisión cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración variable que la que habría percibido por las mismas operaciones que le dieron origen, antes del ajuste.”.

Artículo 2º


Reemplazarlo por el siguiente:


"Artículo 2°.- Las condiciones y plazos previstos en esta ley para el pago de comisiones, no modificarán aquellas condiciones y plazos que se hubieren pactado en un instrumento colectivo vigente a la fecha de publicación de esta ley. Con todo, si dicho instrumento se modificare en forma anticipada, el nuevo instrumento deberá considerar el referido ajuste.".

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las modificaciones propuestas por la Comisión, las que son aprobadas por 22 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Sabag.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo de la siguiente forma:


1. Intercálase el siguiente artículo 54 bis nuevo:


“Artículo 54 bis.- Las remuneraciones devengadas se incorporan al patrimonio del trabajador, teniéndose por no escrita cualquier cláusula que implique su devolución, reintegro o compensación  por parte del trabajador al empleador, ante la ocurrencia de hechos posteriores a la oportunidad en que la remuneración se devengó, salvo que dichos hechos posteriores se originen en el incumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo.


Con todo, se podrán pactar premios o bonos por hechos futuros, tales como la permanencia durante un tiempo determinado del cliente que ha contratado un servicio o producto a la empresa o bien la puntualidad del mismo en los pagos del referido servicio u otros, siempre que la ocurrencia de estos hechos dependa del cumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, y conforme a lo señalado en los incisos precedentes, las liquidaciones de remuneraciones deberán contener en un anexo, que constituye parte integrante de las mismas, los montos de cada comisión, bono, premio u otro incentivo que recibe el trabajador, junto al detalle de cada operación que le dio origen y la forma empleada para su cálculo.


El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador, su permanencia, la renovación de su contrato, o la promoción o movilidad en su empleo, a la suscripción de instrumentos representativos de obligaciones, tales como pagarés en cualquiera de sus formas, letras de cambios o compromisos de pago de cualquier naturaleza, para responder de remuneraciones ya devengadas.”.


2. Incorpórase en el inciso primero del artículo 55, las siguientes oraciones a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.):


“En caso que la remuneración del trabajador se componga total o parcialmente de comisiones e independientemente de las condiciones de pago que la empresa pacte con el cliente, aquéllas se entenderán devengadas y deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las demás remuneraciones ordinarias del período en que se efectuaron las operaciones u ocurrieron los hechos que les dieron origen, salvo que, por razones técnicas ello no sea posible, caso en el cual deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las remuneraciones del mes siguiente. La cláusula que difiera el pago de comisiones al trabajador, infringiendo los límites establecidos en este artículo, se tendrá por no escrita.”.

Artículos transitorios


Artículo 1°.- Con excepción de lo establecido en los incisos segundo y final del artículo 54 bis que se incorpora al Código del Trabajo por esta ley, los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse a sus disposiciones, en lo relativo a las condiciones y plazos para el pago de las comisiones, en el término fatal de seis meses, a contar de su publicación en el Diario Oficial.


Corresponderá al empleador efectuar dichos ajustes, sin que pueda realizar otras modificaciones que signifiquen menoscabo para el trabajador, tal como una disminución de la comisión. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la comisión cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración variable que la que habría percibido por las mismas operaciones que le dieron origen, antes del ajuste.


Artículo 2°.- Las condiciones y plazos previstos en esta ley para el pago de comisiones, no modificarán aquellas condiciones y plazos que se hubieren pactado en un instrumento colectivo vigente a la fecha de publicación de esta ley. Con todo, si dicho instrumento se modificare en forma anticipada, el nuevo instrumento deberá considerar el referido ajuste.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo sancionando las prácticas de acoso laboral, con segundo informe de

la Comisión de Trabajo y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 3.198-13.



Añade que la Comisión consigna que tuvo a la vista el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, sobre acoso moral en el trabajo, correspondiente al Boletín N° 4.815-13.



Destaca que la iniciativa en discusión fue aprobada en general en sesión del 15 de octubre de 2008 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 1) y 2), que pasan a ser 2) y 3), del artículo 1° del proyecto no fueron objeto de indicaciones o modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Honorable Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -



Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -



Continúa el señor Secretario General indicando que la Comisión de Trabajo y Previsión Social efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.



Dichas enmiendas dicen relación con la incorporación del concepto de “acoso laboral” en el inciso segundo del artículo 2° del Código del Trabajo y con la adecuación de los demás artículos del proyecto a lo acordado respecto de este concepto.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que se ha pedido recabar la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias. Se accede.

- - -



Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°


Incorporar el siguiente número 1), nuevo, en reemplazo del número 3) de este artículo:


“1) Agrégase en el inciso segundo del artículo 2°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, es contrario a la dignidad de la persona el acoso laboral, entendiéndose por tal toda conducta que constituya agresión u hostigamiento reiterados, ejercida por el empleador o por uno o más trabajadores, en contra de otro u otros trabajadores, por cualquier medio, y que tenga como resultado para el o los afectados su menoscabo, maltrato o humillación, o bien que amenace o perjudique su situación laboral o sus oportunidades en el empleo.”.”.

Número 1)


Pasa a ser número 2), sin enmiendas.

Número 2)


Pasa a ser número 3), sin enmiendas.

Número 3)


Reemplazarlo por el número 1), nuevo.

Artículo 2°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Modifícase el artículo 84 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en la letra k) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


b) Remplázase en la letra l) el punto final (.) por un punto y coma (;).


c) Agrégase la siguiente letra m), nueva:


“m) Realizar todo acto calificado como acoso laboral en los términos que dispone el inciso segundo del artículo 2° del Código del Trabajo.”.”.

Artículo 3°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Modifícase el artículo 82 de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en la letra k) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


b) Remplázase en la letra l) el punto final (.) por un punto y coma (;).


c) Agrégase la siguiente letra m), nueva:


“m) Realizar todo acto calificado como acoso laboral en los términos que dispone el inciso segundo del artículo 2° del Código del Trabajo.”.”.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Rincón.

- - -


Luego, pone en votación las modificaciones propuestas por la Comisión, que son aprobadas por 27 votos a favor y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Sabag, Navarro, Letelier y Muñoz Aburto.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:


1) Agrégase en el inciso segundo del artículo 2°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, es contrario a la dignidad de la persona el acoso laboral, entendiéndose por tal toda conducta que constituya agresión u hostigamiento reiterados, ejercida por el empleador o por uno o más trabajadores, en contra de otro u otros trabajadores, por cualquier medio, y que tenga como resultado para el o los afectados su menoscabo, maltrato o humillación, o bien que amenace o perjudique su situación laboral o sus oportunidades en el empleo.”.


2) En el número 1) del artículo 160:


a) Sustitúyese en la letra d) la coma (,) y la conjunción “y” que sigue a continuación de la coma (,) por un punto y coma (;)


b) Reemplázase en la letra e) el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”.


c) Agrégase la siguiente letra f) nueva:


“f) Conductas de acoso laboral.”.


3) En el artículo 171:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la conjunción “y” entre las expresiones “a)” y “b)” por una coma (,) y agrégase a continuación de la expresión “b)” lo siguiente: “y f)”.


b) Agrégase en el inciso sexto, a continuación de la frase “Si el trabajador hubiere invocado la causal de la letra b)”, la expresión “o f)”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 84 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en la letra k) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


b) Remplázase en la letra l) el punto final (.) por un punto y coma (;).


c) Agrégase la siguiente letra m), nueva:


“m) Realizar todo acto calificado como acoso laboral en los términos que dispone el inciso segundo del artículo 2° del Código del Trabajo.”.


Artículo 3°.- Modifícase el artículo 82 de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en la letra k) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


b) Remplázase en la letra l) el punto final (.) por un punto y coma (;).


c) Agrégase la siguiente letra m), nueva:


“m) Realizar todo acto calificado como acoso laboral en los términos que dispone el inciso segundo del artículo 2° del Código del Trabajo.”.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones, con informe de la Comisión de Trabajo y

Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.829-13 y urgencia “suma”.


Añade que el objetivo principal del proyecto es fortalecer y actualizar el rol de la Superintendencia de Seguridad Social, otorgándole, al efecto, nuevas atribuciones y funciones con miras a mejorar las condiciones de seguridad y salud en los lugares de trabajo, creando la Intendencia de Seguridad y Salud y la Intendencia de Beneficios Sociales.


Destaca que la Comisión de Trabajo y Previsión Social le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Kuschel y Muñoz Aburto.

- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 26 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Sabag, Uriarte y Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Horvath y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 20ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 23 DE MAYO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda subrogante; Secretario General de la Presidencia, y de Energía, señores Julio Dittborn, Cristián Larroulet y Jorge Bunster, respectivamente. Asisten, también, el Gerente General y el Gerente de Refinación y Comercialización de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), señores Ricardo Cruzat y Julio Bertrán, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión 17ª, ordinaria, del día 15 de mayo de 2012, que no ha sido observada.

CUENTA

Mensaje



De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia,  calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).



2.- Proyecto de ley que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (Boletín Nº 7.898-04).



3.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).



4.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29).



5.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



6.- Proyecto de ley relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (Boletín N° 7.050-07).



7.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09).



8.- Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur”, hecha en Auckland, el 14 de noviembre de 2009 (Boletín N° 7.892-10).



9.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



10.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).



11.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).



12.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).



13.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo requisitos alternativos para obtener licencia profesional (Boletín Nº 7.319-15).



- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta formada para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7.947-03).



- Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República, con el fin de saber si hará uso de la facultad que le otorga el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República.



Con el segundo, señala que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (Boletín N° 7.411-01).



- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del señor Contralor General de la República



Expone, en respuesta a una consulta formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, el fundamento legal de la improcedencia del derecho al reajuste que perciben los trabajadores del sector público, en el caso de los funcionarios de la Universidad de Magallanes.  



- Queda a disposición de Sus Señorías.

Moción



De los Honorables Senadores señores Uriarte, Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, con la que se da inicio a un proyecto de ley sobre identificación del recién nacido (Boletín N° 8.322-11).



- Pasa a la Comisión de Salud.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Larraín Fernández y Sabag, con la que proponen un proyecto de ley que sustituye el sujeto retenedor del Impuesto al Valor Agregado en el caso de las ventas o prestaciones de servicios efectuadas por micro y pequeñas empresas.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -



En el curso de la sesión, llega a la Mesa un proyecto de acuerdo del Honorable Senador señor Gómez, con el fin de mandatar a la Comisión de Minería y Energía para que emita un informe pormenorizado sobre la grave situación financiera que enfrenta la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N° S 1.482-12).



- Queda para ser votado en esta sesión.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Tratar la situación económica y administrativa en que se encuentra la Empresa Nacional del Petróleo

(ENAP)



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se ha citado a esta sesión especial a solicitud de los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Socialista, Partido por la Democracia y Partido Movimiento Amplio Social.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente se refiere a los tiempos de que dispondrá cada Comité para hacer uso de la palabra, a saber: 



Partido Demócrata Cristiano, 18 minutos; Partido Renovación Nacional, 16; Partido Unión Demócrata Independiente, 16; Partido Socialista, 10,5; Partido por la Democracia, 8,5; Independientes, 4,5; Partido Radical Social Demócrata, 2,5, y Partido Movimiento Amplio Social MAS, 2,5. Los representantes del Ejecutivo dispondrán de 30 minutos.

- - -



A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi, Orpis y Gómez, señora Rincón y señores Frei, Prokurica, Navarro, Girardi y Horvath. 



Seguidamente, concede la palabra al señor Ministro de Energía, quien responde diversas consultas formuladas por los Honorables Senadores.

- - -



En el contexto de la discusión, la Sala se aboca al estudio del proyecto de acuerdo del que se diera cuenta en esta sesión:

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Gómez, con el fin de mandatar a la Comisión de Minería y Energía para que emita un informe pormenorizado sobre la grave situación financiera que enfrenta la Empresa Nacional del

Petróleo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del Boletín N° S 1.482-12.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, que resulta aprobado por la unanimidad de los presentes.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

La grave situación que afecta a la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) y los distintos argumentos que fueron expuestos por los Honorables señores y señoras Senadores durante la sesión especial celebrada con esta fecha por la Corporación para analizar dicho tema.


El Senado acuerda:


Solicitar a la Comisión de Minería y Energía del Senado que emita un informe pormenorizado sobre la grave situación financiera que enfrenta la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP). Asimismo, solicitar a la referida Comisión que, para tales efectos, celebre las sesiones que resulten necesarias para recibir en audiencia a todos los actores involucrados en la situación descrita.”.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente agradece la presencia en las tribunas de los dirigentes sindicales y sociales que nos acompañan.

- - -



Finalmente, anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 21ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 23 DE MAYO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda subrogante y Secretario General de la Presidencia, señores Julio Dittborn y Cristián Larroulet, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, inicia un proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín Nº 8.324-03).


- Pasa a la Comisión de Economía y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación del proyecto antedicho.


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios

Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi y Escalona, sobre capacitación de funcionarios públicos en los objetivos del Programa de Reconocimiento “Tesoros Humanos Vivos” y de las convenciones internacionales sobre Protección y Promoción de la Diversidad, y sobre la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial (Boletín N° S 1.454-12). 

Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción


Responde a una solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre el royalty aplicado a las empresas que explotan el litio, con especificación del monto recaudado por ese concepto, destino de los recursos y áreas de su inversión.

Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante


Atiende petición de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de si las tuberías instaladas en la playa del sector Lo Rojas, comuna de Coronel, por la empresa termoeléctrica Bocamina II, se ajustan a las normas y autorizaciones pertinentes.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción


De los Honorables Senadores señor Gómez, señora Alvear y señores Escalona, Navarro y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que interpreta el artículo 93 del Código Penal (Boletín N° 8.325-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Escalona y Lagos, para solicitar a S. E el Presidente de la República la participación del país en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible (Río+20) con el fin de respaldar en dicha Conferencia los Derechos de los Pueblos Indígenas (Boletín N° S 1.480-12).


De los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Escalona, García Huidobro y Lagos, para solicitar a S. E el Presidente de la República que preste su apoyo al programa Censo de la Vida Marina-Chile y considere en el Presupuesto Nacional 2013 los recursos necesarios (Boletín N° S 1.481-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Tuma para ausentarse del territorio nacional, a contar del día 24 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín Fernández pide recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín Nº 8.324-03), del que se acaba de dar cuenta, sea conocido en su segundo informe por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas. Interviene a este respecto el Honorable Senador señor Tuma.


En consideración a lo anterior, el señor Presidente pone en votación la citada propuesta, la que se aprueba por 20 votos a favor y 4 votos en contra.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Rossi y Tuma.

- - -


Acto seguido, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Larraín Fernández y Sabag, solicitan recabar el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en sus nombres, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, para sustituir el sujeto retenedor del Impuesto al Valor Agregado en el caso de las ventas o prestaciones de servicios efectuadas por micro y pequeñas empresas, la cual fuera declarada inadmisible -en la sesión de esta mañana- por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que quedó pendiente la fijación de un plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13) y propone, para tal efecto, el día 11 de junio a las 13:00 horas.


Así se acuerda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos, con segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación

Justicia y Reglamento, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.689-07 y urgencia “suma”.


Añade que este proyecto fue aprobado en general en sesión de 5 de octubre de 2011 y cuenta con un segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, que dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.


Destaca, el señor Secretario General, que las Comisiones unidas hacen presente que durante el análisis en particular de la iniciativa solicitaron un nuevo plazo para presentar indicaciones, término dentro del cual el Ejecutivo formuló una indicación sustitutiva que se hace cargo de las observaciones y reparos que se habían planteado y que propone, asimismo, enmiendas relativas a las responsabilidades de los propietarios o administradores de los cajeros y dispensadores automáticos, indicación que fue aprobada en las Comisiones unidas por unanimidad.


Finalmente, señala que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones unidas, en su segundo informe, proponen sustituir el proyecto de ley aprobado en general por el siguiente:


“Artículo 1°.- Agrégase el siguiente artículo 443 bis al Código Penal:


“Artículo 443 bis.- El robo con fuerza de cajeros automáticos, dispensadores o contenedores de dinero, o del dinero y valores contenidos en ellos será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo. Para los efectos del presente artículo se entenderá que hay fuerza en las cosas si se ha procedido con alguno de los medios señalados en el artículo 440 N°s 1° y 2°; si se ha fracturado, destruido o dañado el cajero automático o dispensador o sus dispositivos de protección o sujeción mediante el uso de instrumentos contundentes o cortantes de cualquier tipo, incluyendo el empleo de medios químicos; o si se utilizan medios de tracción.”.


Artículo 2°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante un Decreto Supremo, regulará las medidas mínimas de seguridad aplicables a la instalación y operación de los cajeros automáticos, dispensadores o contenedores de dinero de cualquier especie, denominados en adelante e indistintamente  “cajeros automáticos” o “cajeros”.


Estarán obligadas al cumplimiento de las normas que dicte el Ministerio de Interior y Seguridad Pública, las entidades bancarias y financieras de cualquier naturaleza y las empresas de apoyo al giro bancario que reciban o mantengan dineros en sus operaciones, y sean propietarias o administradoras a cualquier título de cajeros automáticos, dispensadores o contenedores de dinero de cualquier especie.


Las medidas de seguridad de los cajeros automáticos, deberán incorporarse en los Estudios de Seguridad de las entidades obligadas propietarias o administradoras de los mismos.


La fiscalización de las medidas de seguridad aplicables a los cajeros automáticos, le corresponderá a Carabineros de Chile o a la autoridad correspondiente de acuerdo con lo establecido en el artículo 1° inciso tercero del Decreto Ley N° 3607.


Artículo 3°.- El Decreto Supremo a que se refiere el artículo precedente, deberá, a lo menos, regular materias relativas a la ubicación y entorno de los dispensadores de dinero, al sistema de anclaje, al sistema de alarma, al sistema de grabación de imágenes, a la protección contra elementos cortantes o fundentes, al empotramiento y blindaje y al sistema disuasivo de seguridad de entintado de billetes.


El incumplimiento de las medidas de seguridad establecidas conforme a lo dispuesto en este artículo dará lugar a las sanciones previstas en el inciso octavo del artículo 3° del Decreto Ley N° 3607, de 1981.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la modificación propuesta por las Comisiones unidas en su segundo informe y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi, Navarro y Gómez.


Cerrado el debate y puesta en votación la citada modificación, es aprobada por 26 votos a favor, 5 votos en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Espina, Zaldívar, Sabag, García-Huidobro, Orpis, Pérez Varela, Coloma, Rossi, Uriarte y García.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide y Tuma.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Navarro, Lagos y Quintana.


Se abstiene, la Honorable Senadora señora Alvear. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Agrégase el siguiente artículo 443 bis al Código Penal:


“Artículo 443 bis.- El robo con fuerza de cajeros automáticos, dispensadores o contenedores de dinero, o del dinero y valores contenidos en ellos será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo. Para los efectos del presente artículo se entenderá que hay fuerza en las cosas si se ha procedido con alguno de los medios señalados en el artículo 440, N°s 1° y 2°; si se ha fracturado, destruido o dañado el cajero automático o dispensador o sus dispositivos de protección o sujeción mediante el uso de instrumentos contundentes o cortantes de cualquier tipo, incluyendo el empleo de medios químicos; o si se utilizan medios de tracción.”.


Artículo 2°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante un decreto supremo, regulará las medidas mínimas de seguridad aplicables a la instalación y operación de los cajeros automáticos, dispensadores o contenedores de dinero de cualquier especie, denominados en adelante e indistintamente “cajeros automáticos” o “cajeros”.


Estarán obligadas al cumplimiento de las referidas normas que dicte el Ministerio de Interior y Seguridad Pública, las entidades bancarias y financieras de cualquier naturaleza y las empresas de apoyo al giro bancario que reciban o mantengan dineros en sus operaciones, y sean propietarias o administradoras, a cualquier título, de cajeros automáticos, dispensadores o contenedores de dinero de cualquier especie.


Las medidas de seguridad de los cajeros automáticos deberán incorporarse en los estudios de seguridad de las entidades obligadas de acuerdo al inciso anterior, propietarias o administradoras de los mismos.


La fiscalización de las medidas de seguridad aplicables a los cajeros automáticos corresponderá a Carabineros de Chile o a la autoridad respectiva de acuerdo con lo establecido en el inciso tercero del artículo 1° del decreto ley N° 3.607, de 1981.


Artículo 3°.- El decreto supremo a que se refiere el artículo precedente deberá, a lo menos, regular materias relativas a la ubicación y entorno de los dispensadores de dinero, a los sistemas de anclaje, de alarma, de grabación de imágenes, de protección contra elementos cortantes o fundentes, de empotramiento y blindaje y al sistema disuasivo de seguridad de entintado de billetes.


El incumplimiento de las medidas de seguridad establecidas conforme a lo dispuesto en este artículo dará lugar a las sanciones previstas en el inciso octavo del artículo 3° del decreto ley N° 3.607, de 1981.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el contrato de seguro, con informe de la

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 5.185-03 y urgencia “suma”. 


Añade que su objetivo es regular el contrato de seguro, modernizando y adecuando la legislación a las actuales exigencias de contratación.


Subraya que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Tuma.


Finalmente, hace presente que el artículo 543, contenido en el artículo 1° del proyecto, tiene el carácter de norma orgánica constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor García y al señor Ministro de Hacienda subrogante.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 27 votos favorables, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 543 contenido en el artículo 1° del proyecto. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto positivo, la Honorable Senadora señora Rincón.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señores Espina y Gómez.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 11 de junio de 2012, a las 13 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco, con informe de

la Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.914-11. 


Añade que su objetivo principal es consagrar nuevos mecanismos para proteger a la población de la exposición al humo de tabaco en los lugares de uso público y colectivo.


Destaca que la Comisión de Salud deja constancia de que discutió este proyecto solamente en general, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento, puesto que pese a tratarse de una iniciativa de artículo único comprende disposiciones relativas a distintos temas, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Ruiz-Esquide y Uriarte. 


Hace presente que el numeral 14) del artículo único es de carácter orgánico constitucional. 


Finalmente, señala que la Comisión de Salud deja constancia de que se encuentra pendiente en esa misma Comisión, para segundo informe, el proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (Boletín N° 7.456-11).

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Rossi. 


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor, 3 votos en contra y 2 abstenciones, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del numeral 14) del artículo único.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, señora Alvear y señores Navarro, García-Huidobro, Espina y Pérez Varela.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel y Larraín Peña.


Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín Peña.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Prokurica y Walker (don Ignacio).

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Salud, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que la Honorable Senadora señora Alvear, ha requerido que se dirija oficio, en su nombre, a la autoridad y en relación con la materia que se consigna, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la Senadora indicada, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Navarro (en el tiempo del Comité Partido Movimiento Amplio Social), quien solicita el envío de oficios en relación con la materia que se consigna, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el mencionado Senador, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Independientes, Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CONCEDE BONO SOLIDARIO DE ALIMENTOS A BENEFICIARIOS QUE INDICA

(8337-05)


Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8337-05. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- 
Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario denominado “Bono Solidario de Alimentos”, destinado a las familias que, al 31 de marzo de 2012, cuenten con Ficha de Protección Social regulada en el decreto supremo N° 291, de 2007, del Ministerio de Planificación y que se encuentren percibiendo la Bonificación al Ingreso Ético Familiar establecida en la ley N° 20.557 y reglamentada en el decreto supremo N° 29, de 2011, del Ministerio de Planificación y sus modificaciones. También serán beneficiarios del referido Bono, aquellas familias que, al 31 de diciembre de 2011, cuenten con la mencionada Ficha de Protección Social y, adicionalmente, registren entre sus integrantes del grupo familiar de dicho instrumento uno o más beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley N°18.020; o de la asignación familiar; o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, siempre que hayan percibido las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. Cada familia sólo tendrá derecho a un Bono Solidario de Alimentos aún cuando fuera beneficiaria tanto de la Bonificación antedicha y de las demás prestaciones referidas en este inciso.

El Bono Solidario de Alimentos será de $40.000.- por familia según grupo familiar consignado en la Ficha de Protección Social al 31 de marzo de 2012, en caso que perciban el antedicho Bono en razón de ser beneficiarios de la Bonificación al Ingreso Ético Familiar referida en el inciso anterior. En el caso de quienes tengan acceso al Bono por ser beneficiarios del subsidio familiar, asignación familiar o asignación maternal  mencionadas en el inciso anterior, se considerará la Ficha de Protección Social al 31 de diciembre de 2011. El Bono Solidario de Alimentos se incrementará respecto de cada familia beneficiaria en un monto adicional de $7.500.- por cada menor de 18 años de edad que integre el grupo familiar respectivo a las fechas señaladas precedentemente, según corresponda.

El bono referido precedentemente no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.595. Será de cargo fiscal y administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, al que le corresponderá especialmente concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar con ocasión de su implementación, los que podrán ser notificados a los reclamantes a través del Instituto de Previsión Social. Será pagado por el Instituto de Previsión Social en una sola cuota, previa recepción de la información referida en el inciso final, a partir del mes en que se publique esta ley y a la persona que establece el artículo 18 del decreto supremo N° 29, de 2011, del Ministerio de Planificación y sus modificaciones; o a la persona que establece el artículo 3° de la ley N° 18.020; o a la persona que establece el inciso primero del artículo 7° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, según corresponda y en dicho orden de prelación. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional del pago.

El plazo para reclamar por el no otorgamiento del bono a que se refiere este artículo, será de un año contado desde la publicación de la presente ley.

En tanto, el plazo para el cobro del bono a que se refiere este artículo será de seis meses contado desde la  emisión del pago.

Todo aquél que percibiere indebidamente el bono extraordinario a que se refiere este artículo, ocultando datos o proporcionando antecedentes falsos, se le aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudiere corresponderle, de acuerdo a la legislación común, sin perjuicio de la devolución de lo indebidamente percibido. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución. 

Para efectos de la concesión del Bono establecido en esta ley, corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social proporcionar al Ministerio de Desarrollo Social, en el plazo de 30 días contado desde la publicación de esta ley, la nómina de los beneficiarios, al 31 de diciembre de 2011, del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020, de la asignación familiar del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del citado decreto con fuerza de ley. 

Artículo 2º.- 
El gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante el año 2012, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y en lo que corresponda, del Ministerio de Desarrollo Social, y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DEL SECTOR SALUD QUE INDICA, UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL

(8036-11)

HONORABLE SENADO:

 
La Comisión de Salud tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de la suma, iniciado en mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa fue aprobada en general por la Sala el día 16 de mayo del presente año, oportunidad en la que se acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 4 de junio del año en curso.





Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común y no atañe a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

El texto que se propone a la Sala en este segundo informe consta de 9 artículos permanentes y 2 transitorios.

- - - - - - -

Acudieron a la Comisión, con ocasión del estudio de las indicaciones, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el Ministro, Doctor Jaime Mañalich Muxi; el asesor, doctor Juan Cataldo Acuña, y la periodista, señora Mireya Chávez Calderón.

                                             De la Dirección de Presupuestos: la Subdirectora (S) de Racionalización y Función Pública, señora Paula Benavides Salazar; la Abogada Jefe del Departamento Institucional Laboral, señora Jacqueline Duncan Miranda, y el asesor de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señor José Antonio Tanhuz Muñoz.

                                            Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el coordinador, señor José Francisco Acevedo Alliende.

                                            De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista, señora Irina Aguayo Ormeño.

                                            De la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS): las coordinadoras regionales, señoras Rosa Leyton Carrasco y señora Zoila Ramírez Caballero.

                                            De la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF: la señora Darma López Torres.

- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:
I.- Artículos del proyecto aprobado en general que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 3° (4°), 4° (6°), 5° (7°), 6° (8°) y 7° (9°) y primero transitorio (entre paréntesis se indica la ubicación que les corresponde en el texto propuesto en este informe).


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos 2, 3, 4, 7, 9, 10 y 11.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 5 y 12.


IV.- Indicaciones rechazadas: ninguna.


V.- Indicaciones retiradas: ninguna.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Nos 1, 6 y 8.

- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 

A continuación se presenta una relación de los artículos y de las indicaciones presentadas, así como de los acuerdos adoptados sobre las mismas. 

ARTÍCULO 1°



“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de once meses. 



Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. Sólo en el evento de no ser seleccionadas, podrán repostular hasta el último período consultado en esta ley. 



Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en los incisos siguientes. 



De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquélla con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. 



Los funcionarios hombres que, cumpliendo todos los requisitos, hubieren postulado y no accedieran a la bonificación por falta de cupos, podrán repostular en el siguiente período de postulación. 



Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 2.550 cupos. 



Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre, de cada uno de los años indicados y las mujeres conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el segundo trimestre del año 2012 y primer trimestre del año 2013 respectivamente y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente al de la postulación. 



En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 3.600 cupos y podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014, además de las funcionarias conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria el primer trimestre del año 2015. 



Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados.

Inciso primero

La indicación N° 1, del Honorable Senador señor Bianchi, suprime en el inciso primero del artículo 1° la expresión “con un máximo de once meses”, precedida de una coma.

El señor Ministro de Salud explicó que el proyecto de ley materia de este informe, sobre incentivo al retiro, ha sido elaborado considerando la disponibilidad de recursos del Estado para hacer frente al gasto. Se ha proyectado que él beneficiará a alrededor de 160.000 funcionarios públicos. Por tanto, cualquier acuerdo con un gremio en particular afectará necesariamente los compromisos convenidos con las demás asociaciones de funcionarios y conllevará a una revisión integral del beneficio.

A mayor abundamiento, acotó que recientemente se aprobó la ley que otorga incentivos al retiro para los funcionarios de la atención primaria de salud, que es muy similar a la iniciativa tratada en el presente informe.

En virtud de lo expuesto, junto con manifestar sus reparos a la admisibilidad de la indicación, expresó su rechazo a la modificación planteada, por cuanto se afectarían los acuerdos que, como resultado del proceso de negociación, se han pactado con los gremios de la salud. 

Por su parte, el asesor de la Subdirección de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Tanhuz, sostuvo que el número de meses empleado para calcular la bonificación por retiro voluntario se ha negociado en forma uniforme con los distintos gremios y su origen se remonta a anteriores legislaciones, que contemplaban como máximo nueve meses, en el caso de los hombres, y diez en el de las mujeres. Por lo tanto, este proyecto de ley implica un aumento en el plazo que se tomará como base para el cálculo de la bonificación que beneficiará a los funcionarios.

El Honorable Senador señor Chahuán destacó la uniformidad de los términos de los acuerdos suscritos con los gremios, a diferencia de lo ocurrido en años anteriores. 

La Comisión juzgó inadmisible esta indicación parlamentaria, por cuanto ella afecta una materia en que la iniciativa exclusiva para legislar, de acuerdo con el ordinal 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República, es reconocida al Presidente de la República, cual es la concesión o modificación de beneficios al personal de la administración pública. Además, porque al suprimir el límite de la base de cálculo de la asignación de que se trata se genera un costo adicional para el erario fiscal.

- La indicación N° 1 fue declarada inadmisible, por acuerdo de la Comisión. Concurrieron a la decisión los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

Inciso cuarto

La indicación N° 2, del Presidente de la República, agrega, antes del punto final del inciso cuarto del artículo 1°, la siguiente oración: “tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación”.

La anterior propuesta incide en la resolución que debe adoptar el Subsecretario de Redes Asistenciales, para resolver empates producidos entre los postulantes a los beneficios, cuando el número de éstos excede el de cupos disponibles y las reglas anteriores para determinar prioridades de acceso no han resuelto el problema.

- Puesta en votación, la indicación N° 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

Inciso séptimo

La indicación N° 3, del Presidente de la República, sustituye, en la segunda oración de este inciso, el vocablo “segundo” por “tercer”.

Se trata de ajustar la fecha límite para postular a la bonificación por retiro voluntario, que para el presente año el proyecto fija en el segundo trimestre de 2012, porque ella estará obsoleta al momento de publicarse la ley.

La Comisión manifestó su conformidad con la indicación planteada, por la unanimidad de sus miembros presentes.





- Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

ARTÍCULO 2°

“Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiere cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de julio del año 2010 y hasta el día 31 de diciembre de 2011, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior se deberá presentar la solicitud den​tro del segundo trimestre del año 2012, y el retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso segundo del artículo anterior.  

Los funcionarios y funcionarias que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo …, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 


En caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua, a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a  aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, se seleccionarán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y a continuación, en la administración pública. Finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales.


Para efectos de este artículo, se considerarán hasta un total de 200 cupos, distribuidos para el año 2012 con un máximo de  50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente.”.

Inciso primero

La indicación N° 4, del Presidente de la República, reemplaza, en la segunda oración de este inciso, el vocablo “segundo” por “tercer”.

El motivo es el mismo que el consignado para la indicación anterior: se trata de que el plazo de postulación fijado para el año en curso resulta insuficiente, por lo que se prolonga hasta el tercer trimestre.

- La indicación N° 4 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

Inciso segundo

                                               La indicación N° 5 del Presidente de la República, sustituye la expresión “artículo …” por la frase “artículo 5°”.


Como se señalará más adelante en este informe, la reposición de un artículo 5° que no fue aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional hace necesario adecuar la remisión interna que hace el artículo 2°.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

Inciso tercero

                                               La indicación N° 6 del Honorable Senador señor Bianchi, lo elimina.


El Honorable Senador señor Chahuán acotó que, según la información de que dispone, no debiese producirse problemas relacionados con la cantidad de cupos disponibles para los posibles beneficiarios. No obstante ello, requirió la opinión del señor Ministro de Salud.


Al respecto, el Secretario de Estado explicó que el artículo 2° del proyecto resuelve el problema de las personas que por diversos motivos no se acogieron a anteriores normativas similares, sobre incentivo al retiro, pero que el número exacto de personas que postularán al beneficio sólo se determinará una vez que entre en vigencia la ley. Informó que en el caso de los funcionarios de la atención primaria de salud, los cupos disponibles han excedido el número de postulantes.


Por lo anterior, manifestó su posición contraria al contenido de la indicación propuesta, sin perjuicio de hacer presente su inadmisibilidad.


La Comisión tuvo en consideración que la supresión de este inciso, junto con la indicación N° 8, del mismo señor Senador, que eleva los cupos de 200 a 1.300, tiene como efecto otorgar el beneficio a un número de personas superior al calculado en el proyecto y, por consiguiente, importa un mayor gasto fiscal. En consecuencia, concurren las mismas causales de inadmisibilidad que en el caso de la indicación N° 1.

- Conforme a lo expuesto, la indicación N° 6 fue declarada inadmisible, por acuerdo de la Comisión. Concurrieron a la decisión los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

                                               La indicación N° 7, del Presidente de la República, agrega antes del punto final del inciso tercero, la siguiente oración: “tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación”.


Al igual que en el caso de la indicación N° 2, se trata de un elemento adicional a considerar en la aplicación de la última regla para resolver el empate entre los postulantes a un cupo.


La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de sus miembros presentes.





- Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

Inciso final

                                               La indicación N° 8 del Honorable Senador señor Bianchi, lo sustituye por el siguiente:

“Para efectos de lo dispuesto en este artículo, se considerarán hasta un total de 1.300 cupos, distribuidos durante los años 2012, 2013 y 2014, según determine el reglamento.”.

- La indicación N° 8 fue declarada inadmisible por acuerdo de la Comisión. Concurrieron a la decisión los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

                                               La indicación N° 9, del Presidente de la República, reemplaza la frase “de este artículo” por “del inciso segundo y siguientes”.


La Subdirectora (S) de Racionalización y Función Pública, de la Dirección de Presupuestos, informó que la indicación tiene por objetivo precisar que los cupos disponibles para optar a las bonificaciones señaladas en el inciso segundo del artículo 2° no se aplican en el caso de los funcionarios a que se refiere el inciso primero, sino que sólo a los funcionarios que, al 30 de junio de 2010, habían cumplido los requisitos de edad y en su tiempo no optaron a la bonificación por retiro voluntario establecida en leyes anteriores. 

- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

- - - - - - - -

                                              La indicación N° 10, del Presidente de la República, intercala el siguiente artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.”.

El asesor de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señor Tanhuz, señaló que la proposición repone una disposición contenida en el mensaje del Presidente de la República que dio origen al proyecto de ley, con la finalidad de recalcar que quien no opte por el beneficio propuesto en los períodos determinados por la norma simplemente lo pierde.

- En votación la indicación número 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorable Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte. 

- - - - - - - - 

                                               La indicación N° 11, del Presidente de la República, incorpora el siguiente artículo 5°, nuevo:

“Artículo 5º.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.

Se podrán complementar los años de servicio prestados en las instituciones enumeradas en el artículo 1° de esta ley, para efectos de percibir la bonificación adicional que concede este artículo 5°, con aquellos prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado enumerados en el inciso primero del artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del estado, siempre que por ellos no se hubiere percibido algún beneficio de retiro o de naturaleza homologable que se origine en una causa similar de otorgamiento.

Los años que se adicionan conforme el inciso anterior, procederán sólo si el funcionario tuviera más de 12 meses de servicio continuo en las instituciones enumeradas en el artículo 1° y no se considerarán en el ordenamiento que dispone el inciso cuarto del mismo artículo 1°, ni para ningún otro efecto de la presente ley.

A los funcionarios que utilicen años de servicio complementarios conforme el inciso cuarto de este artículo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 6°, respecto de los organismos de la administración central del Estado.

El departamento de personal que corresponda efectuará la verificación de los certificados presentados para estos efectos y su resultado se expresará a través de una resolución del jefe superior del servicio en que señale si se acreditó o no la prestación de servicios que dará lugar al cómputo de los años presentados.”.

El Honorable Senador señor Chahuán  acotó que la norma que se trata de incorporar al proyecto ha sido replicada en otras iniciativas de ley sobre incentivo al retiro.

Por su parte, el asesor de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señor Tanhuz, indicó que la indicación repone el beneficio de la bonificación adicional ascendente a 395 unidades de fomento para quienes cotizaron en las Asociaciones de Fondos Previsionales y sufrieron un daño previsional y, además, admite que los funcionarios computen, para efectos de postular al beneficio, los años trabajados en los servicios indicados
 en el artículo 1°. 

Conforme a lo expuesto, el Honorable Senador señor Chahuán recalcó la importancia de aprobar la proposición del Presidente de la República, ya que va en directo beneficio de los funcionarios.
Se hace presente que los incisos cuarto a séptimo del artículo en comento dan cumplimiento al anuncio formulado por el señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos durante la discusión general, acogiendo una sugerencia de la Honorable Senadora señora Rincón.

- La indicación N° 11 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

- - - - - - - - 

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


     Artículo segundo.- Los funcionarios y funcionarias que habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1° de esta ley, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el día 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido más de 60 años de edad las mujeres y más de 65 años de edad los hombres, tendrán excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en los artículos 1° y … de la presente ley, siempre que presenten la respectiva solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y cumplan con los requisitos específicos que tales normas establecen.”.

                                               La indicación N° 12, del Presidente de la República, sustituye la expresión “y …” por la frase “y 5°”.


Al igual que en la indicación N° 5 anteriormente tratada, la Comisión constató la necesidad de completar la referencia que quedó vacía al no ser aprobado el artículo 5° en el primer trámite constitucional. 

- En votación la indicación número 12, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte. 

- - - - - - - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°

Inciso 4°

                                              - Agregar antes de su punto final y precedida de una coma, la siguiente oración: “tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación”.

(Indicación N° 2, unanimidad: 3 x 0).

Inciso séptimo

                                             - Sustituir, en su segunda oración, el vocablo “segundo” por “tercer”.

(Indicación N° 3, unanimidad: 3 x 0).

ARTÍCULO 2°


Inciso primero

-Reemplazar, en su segunda oración, el vocablo “segundo” por “tercer”.

(Indicación N° 4, unanimidad, 3x0).

Inciso segundo

- Sustituir la expresión “artículo …” por “artículo 5°”.

(Indicación N° 5, unanimidad, 3x0).

Inciso tercero

- Agregar antes del punto final y precedida de una coma, la siguiente oración: “tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación”.

(Indicación N° 7, unanimidad, 3x0).

Inciso final

- Reemplazar la frase “de este artículo” por “del inciso segundo y siguientes”.

(Indicación N° 9, unanimidad, 3x0).

- - - - - - - 

- Intercalar el siguiente artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.”.

(Indicación N° 10, unanimidad, 3x0).

- - - - - - - -

ARTÍCULO 3° 


- Pasa a ser artículo 4°, sin enmiendas.

- - - - - - - -

- Incorporar el siguiente artículo 5°, nuevo:

“Artículo 5º.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.

Se podrán complementar los años de servicio prestados en las instituciones enumeradas en el artículo 1° de esta ley, para efectos de percibir la bonificación adicional que concede este artículo 5°, con aquellos prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado enumerados en el inciso primero del artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del estado, siempre que por ellos no se hubiere percibido algún beneficio de retiro o de naturaleza homologable que se origine en una causa similar de otorgamiento.

Los años que se adicionan conforme el inciso anterior, procederán sólo si el funcionario tuviera más de 12 meses de servicio continuo en las instituciones enumeradas en el artículo 1° y no se considerarán en el ordenamiento que dispone el inciso cuarto del mismo artículo 1°, ni para ningún otro efecto de la presente ley.

A los funcionarios que utilicen años de servicio complementarios conforme el inciso cuarto de este artículo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 6°, respecto de los organismos de la administración central del Estado.

El departamento de personal que corresponda efectuará la verificación de los certificados presentados para estos efectos y su resultado se expresará a través de una resolución del jefe superior del servicio en que señale si se acreditó o no la prestación de servicios que dará lugar al cómputo de los años presentados.”.

(Indicación N° 11, unanimidad, 3x0).
- - - - - - -

ARTÍCULOS 4°, 5°, 6° y 7°


- Pasan a ser artículos 6°, 7°, 8° y 9°, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO




- Sustituir la expresión “y …” por “y 5°”.

 (Indicación N° 12, unanimidad, 3x0).

- - - - - - -

Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de once meses. 

Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. Sólo en el evento de no ser seleccionadas, podrán repostular hasta el último período consultado en esta ley. 

Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en los incisos siguientes. 

De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquélla con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación. 

Los funcionarios hombres que, cumpliendo todos los requisitos, hubieren postulado y no accedieran a la bonificación por falta de cupos, podrán repostular en el siguiente período de postulación. 

Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 2.550 cupos. 

Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre, de cada uno de los años indicados y las mujeres conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el tercer trimestre del año 2012 y primer trimestre del año 2013 respectivamente y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente al de la postulación. 

En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 3.600 cupos y podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014, además de las funcionarias conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria el primer trimestre del año 2015. 

Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados.

Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiere cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de julio del año 2010 y hasta el día 31 de diciembre de 2011, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior se deberá presentar la solicitud den​tro del tercer trimestre del año 2012, y el retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso segundo del artículo anterior.  

Los funcionarios y funcionarias que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo 5°, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 


En caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua, a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a  aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, se seleccionarán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y a continuación, en la administración pública. Finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación.


Para efectos del inciso segundo y siguientes, se considerarán hasta un total de 200 cupos, distribuidos para el año 2012 con un máximo de  50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente.

Artículo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.

Artículo 4°.- La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

Quedará sin efecto la renuncia presentada, si el postulante a la bonificación no accediere a ésta.

La bonificación se pagará por la institución en que se haya desempeñado el funcionario, a más tardar en el mes subsiguiente a la fecha de renuncia. 

Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.

Artículo 5º.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.

Se podrán complementar los años de servicio prestados en las instituciones enumeradas en el artículo 1° de esta ley, para efectos de percibir la bonificación adicional que concede este artículo 5°, con aquellos prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado enumerados en el inciso primero del artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del estado, siempre que por ellos no se hubiere percibido algún beneficio de retiro o de naturaleza homologable que se origine en una causa similar de otorgamiento.

Los años que se adicionan conforme el inciso anterior, procederán sólo si el funcionario tuviera más de 12 meses de servicio continuo en las instituciones enumeradas en el artículo 1° y no se considerarán en el ordenamiento que dispone el inciso cuarto del mismo artículo 1°, ni para ningún otro efecto de la presente ley.

A los funcionarios que utilicen años de servicio complementarios conforme el inciso cuarto de este artículo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 6°, respecto de los organismos de la administración central del Estado.

El departamento de personal que corresponda efectuará la verificación de los certificados presentados para estos efectos y su resultado se expresará a través de una resolución del jefe superior del servicio en que señale si se acreditó o no la prestación de servicios que dará lugar al cómputo de los años presentados.

Artículo 6°.- Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 

Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso primero del artículo 1° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de julio de 2010 y 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. 

Artículo 7°.- El personal que postule a la bonificación establecida en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso segundo del artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en  los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo 8°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, contenido en el decreto supremo N° 109, de 2008, del Ministerio de Salud. 

Artículo 9°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Las personas a que se refiere el artículo 2°, que accedan a los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo segundo.- Los funcionarios y funcionarias que habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1° de esta ley, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el día 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido más de 60 años de edad las mujeres y más de 65 años de edad los hombres, tendrán excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en los artículos 1° y 5° de la presente ley, siempre que presenten la respectiva solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y cumplan con los requisitos específicos que tales normas establecen.”.

- - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 5 de junio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Guido Girardi Lavín.


Valparaíso, a 5 de junio de 2012.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DEL SECTOR SALUD QUE INDICA, UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL

(8036-11)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Salud: el Ministro, señor Jaime Mañalich; el asesor, señor Juan Cataldo, y los asesores legislativos, señora Ana María Morales y señor Jaime González.

De la Dirección de Presupuestos: la Abogada Jefe del Departamento Institucional Laboral, señora Jacqueline Duncan Miranda, y el asesor, señor José Tanhuz.

De la Secretaría General de la Presidencia; los asesores señorita Yussra Almeyda y el señor Pedro Pablo Rossi.

El asesor de la Honorable Senadora señora Rincón, señor Josué Vega.
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de que se introdujo una sola modificación respecto del texto aprobado por la Comisión de Salud en su segundo informe, recaída en el inciso final del artículo 2°.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Propone la creación de diversos incentivos al retiro de funcionarios del sector de la salud, a saber, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional. Además, la iniciativa consagra la compatibilidad de sus beneficios con aquellos establecidos por la ley N° 20.305, conocida como bono post laboral, para el personal del sector salud.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 

Al comenzar, el Ministro de Salud, señor Mañalich, efectuó una relación de las modificaciones introducidas por la Comisión de Salud del Senado, y posteriormente se analizaron los artículos del proyecto de ley y las enmiendas mencionadas.

---

La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, dar por aprobados todos aquellos artículos que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe de la Comisión de Salud. Dichos artículos son los números 4°, 6°, 7°, 8°, 9° y primero transitorio, los que se transcriben a continuación para su mejor comprensión.

Artículo 1°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de once meses. 

Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. Sólo en el evento de no ser seleccionadas, podrán repostular hasta el último período consultado en esta ley. 

Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en los incisos siguientes. 

De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquélla con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación. 

Los funcionarios hombres que, cumpliendo todos los requisitos, hubieren postulado y no accedieran a la bonificación por falta de cupos, podrán repostular en el siguiente período de postulación. 

Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 2.550 cupos. 

Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre, de cada uno de los años indicados y las mujeres conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el tercer trimestre del año 2012 y primer trimestre del año 2013 respectivamente y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente al de la postulación. 

En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 3.600 cupos y podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014, además de las funcionarias conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria el primer trimestre del año 2015. 

Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados.”.

Puesto en votación el artículo 1°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 2°

Es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiere cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de julio del año 2010 y hasta el día 31 de diciembre de 2011, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior se deberá presentar la solicitud den​tro del tercer trimestre del año 2012, y el retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso segundo del artículo anterior.  

Los funcionarios y funcionarias que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo 5°, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 


En caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua, a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a  aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, se seleccionarán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y a continuación, en la administración pública. Finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación.


Para efectos del inciso segundo y siguientes, se considerarán hasta un total de 200 cupos, distribuidos para el año 2012 con un máximo de  50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente.”.

El Honorable Senador señor Novoa propuso que en el inciso final se precisara que la norma se refiere al inciso segundo y siguientes del mismo artículo en discusión.

Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado, con una enmienda formal, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 3°

Su tenor es el siguiente:
“Artículo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.”.

Puesto en votación el artículo 3°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 4°

Su tenor es el siguiente:
“Artículo 4°.- La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

Quedará sin efecto la renuncia presentada, si el postulante a la bonificación no accediere a ésta.

La bonificación se pagará por la institución en que se haya desempeñado el funcionario, a más tardar en el mes subsiguiente a la fecha de renuncia. 

Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.”.

La Honorable Senadora señora Rincón, sin perjuicio de lo resuelto sobre este artículo, expresó que en la discusión en general se planteó que en el sector salud la remuneración imponible es muy distinta a la remuneración real que percibe el funcionario, y aunque el Ejecutivo señaló entender que la remuneración que servía para el cálculo de la bonificación era la total que recibía el funcionario, ello no se vio reflejado en una indicación que elimine la palabra “imponible” en el artículo que se discute.

El Honorable Senador señor García recordó que durante la discusión en general se consultó insistentemente al Ejecutivo si la remuneración que se usaba para el cálculo era la total que recibía el funcionario y el Ejecutivo respondió afirmativamente, por lo que no se aplica ningún tope de imponibilidad.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que se refería a que en el sector salud se pagan una serie de bonos o asignaciones que no son imponibles, por lo que no se considerarán dentro de la remuneración que servirá para calcular la bonificación.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que al no tener iniciativa para poder eliminar el que la remuneración que se usa para el cálculo sea sólo la imponible, lo que debiera hacerse, de acuerdo a lo expresado por la Honorable Senadora señora Rincón, es que se deje constancia de que la bonificación debiera referirse a la remuneración total del funcionario y no sólo a la imponible, para que el Ejecutivo considere dicho planteamiento y también tenga presente que es criterio de varios Senadores que las bonificaciones que se otorgan a los funcionarios públicos debieran ser imponibles.

El Honorable Senador señor Lagos observó que el Ejecutivo, por intermedio del Ministro de Hacienda y el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos dejaron constancia durante la discusión en general que la remuneración que se usaría para el cálculo de la bonificación era la completa o total que recibe el funcionario no sujeta a tope alguno. Asimismo, planteó que la Comisión no puede modificar lo referido, pero el Ejecutivo puede presentar una indicación que elimine la imponibilidad de la remuneración utilizada para el cálculo.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó haber entendido que el compromiso del Ejecutivo era el de modificar la redacción de la norma para que quedara claro que la remuneración que se utilizaba para el cálculo de la bonificación es la que en su totalidad recibe el funcionario público.

El Honorable Senador señor García indicó que de lo expresado por el Ejecutivo habían entendido que la remuneración que se usa para el referido cálculo es la total que percibe el funcionario, y consultó por la opinión de los representantes del Ejecutivo.

El asesor de la Dirección de Presupuestos, señor José Tanhuz,  sostuvo que la remuneración que se considera para el cálculo no está afecta a tope alguno, pero que efectivamente las asignaciones no imponibles no se consideran dentro de aquellas que sirven para el cálculo de la bonificación, y éste es un problema que afecta transversalmente a todos los funcionarios públicos.

La Honorable Senadora señora Rincón solicitó que el Ministerio de Hacienda considere formalmente que se trata de entregar una bonificación que mejore las pensiones de los trabajadores que se retiran, y para ello es necesario usar las remuneraciones mensuales que el funcionario percibe, sin limitarlas a aquellas imponibles. Expresó que el Ejecutivo debe tener presente lo planteado para cuando se discuta el proyecto de ley en la Sala del Senado.

El Honorable Senador señor Novoa expresó que el Ejecutivo debe tener presente lo planteado, pero que será difícil que lo acoja porque la negociación con los gremios se hizo en los términos referidos a la remuneración imponible, y hacer la modificación implicaría modificar todos los cuerpos legales que se refieren a asignaciones no imponibles, además de que se trata de un problema transversal para todos los sectores de la Administración Pública.

El Honorable Senador señor Lagos señaló que tanto lo expresado por el Honorable Senador señor García, como lo consignado en el primer informe de la Comisión, confirman que el Ejecutivo señaló entender que se trata de la remuneración completa del funcionario.

El Honorable Senador señor Frei manifestó que por este tipo de materias solicitaron que el Ministro de Hacienda les informara sobre la generalidad de los proyectos de incentivo al retiro. Agregó que el problema de la imponibilidad es más grave en el sector salud, dado que se pagan varias asignaciones como no imponibles.

El Ministro, señor Mañalich, planteó que independientemente de lo discutido en la Comisión, la negociación con los gremios se hizo en base a las remuneraciones imponibles que perciben los funcionarios, además que el tema de la imponibilidad implica un problema adicional respecto de los funcionarios, dado que nunca ha existido acuerdo para hacer las asignaciones y bonificaciones imponibles en razón de que ello implica un aumento de la tributación correspondiente.

La Honorable Senadora señora Rincón reiteró sus planteamientos anteriores sobre la materia, y agregó que el tema impositivo no es un problema para quienes reciben las rentas más bajas. Asimismo, solicitó nuevamente que el Ejecutivo considere que la remuneración que debe considerarse para el cálculo de la bonificación es la total que recibe el funcionario, incluyendo todos los rubros, sean estos imponibles o no imponibles.

Artículo 5°

Dispone lo siguiente:
“Artículo 5º.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.

Se podrán complementar los años de servicio prestados en las instituciones enumeradas en el artículo 1° de esta ley, para efectos de percibir la bonificación adicional que concede este artículo 5°, con aquellos prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado enumerados en el inciso primero del artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del estado, siempre que por ellos no se hubiere percibido algún beneficio de retiro o de naturaleza homologable que se origine en una causa similar de otorgamiento.

Los años que se adicionan conforme el inciso anterior, procederán sólo si el funcionario tuviera más de 12 meses de servicio continuo en las instituciones enumeradas en el artículo 1° y no se considerarán en el ordenamiento que dispone el inciso cuarto del mismo artículo 1°, ni para ningún otro efecto de la presente ley.

A los funcionarios que utilicen años de servicio complementarios conforme el inciso cuarto de este artículo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 6°, respecto de los organismos de la administración central del Estado.

El departamento de personal que corresponda efectuará la verificación de los certificados presentados para estos efectos y su resultado se expresará a través de una resolución del jefe superior del servicio en que señale si se acreditó o no la prestación de servicios que dará lugar al cómputo de los años presentados.”.

El Ministro, señor Mañalich, hizo presente que en esta norma, además de reponer la bonificación adicional de 395 UF que fue rechazada por la Cámara de Diputados, se agrega la posibilidad de complementar los años de servicios necesarios para obtener dicha bonificación adicional con aquellos prestados en otras reparticiones de la Administración del Estado según allí se detalla, cuestión que fue planteada por miembros de la Comisión de Hacienda.

Puesto en votación el artículo 5°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 6°

Su texto es el siguiente:
“Artículo 6°.- Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 

Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso primero del artículo 1° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de julio de 2010 y 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio.”. 

Artículo 7°

Es del siguiente tenor:
“Artículo 7°.- El personal que postule a la bonificación establecida en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso segundo del artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en  los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305.”.

Artículo 8°

Dispone que en todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, contenido en el decreto supremo N° 109, de 2008, del Ministerio de Salud. 

Artículo 9°
Establece que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Dispone que las personas a que se refiere el artículo 2°, que accedan a los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo segundo

Establece que los funcionarios y funcionarias que habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1° de esta ley, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el día 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido más de 60 años de edad las mujeres y más de 65 años de edad los hombres, tendrán excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en los artículos 1° y 5° de la presente ley, siempre que presenten la respectiva solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y cumplan con los requisitos específicos que tales normas establecen.

Puesto en votación el artículo segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 26 de octubre de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, ambas de carácter transitorio. Además, compatibiliza los plazos de postulación y aquellos para hacer efectiva la renuncia con aquellos establecidos para el bono laboral de la ley N° 20.305. Las  características de los beneficios son las siguientes:

Bonificación por Retiro Voluntario:

Beneficia a los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el DFL N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y por DL N° 249, de 1973, así como a los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental, que entre el 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan sesenta años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas establecidas para tal efecto.

La bonificación es equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a 6 meses prestados en las instituciones antes mencionadas, con un máximo de 11 meses.

Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los siguientes cupos anuales: para los años 2012, 2013 y 2014 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550, 2.550 y 3.600 cupos respectivamente. Sin embargo, los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos por el año anterior, que no hubieren sido utilizados.

Bonificación Adicional:

Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones antes mencionadas, que se acojan a la bonificación por retiro voluntario descrita en el punto anterior, se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 Unidades de Fomento.

Compatibilización como bono laboral ley N° 20.305:

El personal que postule a la bonificación por retiro voluntario, tendrá derecho a presentar conjuntamente la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que se establecen en el proyecto de ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2 N° 5 y 3° de la ley N° 20.305.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El presente proyecto de ley, implica un mayor gasto fiscal asociado a la bonificación por retiro voluntario y a la bonificación adicional que se establece para los funcionarios del sector salud antes señalados.

Por otra parte, la compatibilización de los plazos de postulación y de renuncia voluntaria con aquellos del bono laboral establecido en la ley N° 20.305, implica los siguientes efectos: (i) para los beneficiarios de la bonificación cuyos plazos de postulación al bono laboral no hayan vencido el proyecto de ley no representa un mayor gasto fiscal en la medida que no modifica la cobertura de la ley N° 20.305, sino que únicamente adecúa los plazos en manera de compatibilizar el acceso a ambos beneficios, y (ii) en el caso de las personas a que se refiere el artículo 1° transitorio, esto es aquellas cuyos plazos para postular al denominado bono laboral se encuentran vencidos y que al acceder a la bonificación podrán postular al bono laboral conforme a los nuevos plazos, existe un mayor gasto fiscal que se origina en la posibilidad de postular a un beneficio al cual ya no tenían acceso. Este segundo grupo se ha estimado en 407 beneficiarios.

En las estimaciones de los flujos de beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario y de la bonificación adicional se consideró que las mujeres, una vez cumplido el requisito de edad, pueden participar en cualquiera de los períodos de postulación. Dicho efecto se recogió utilizando la distribución de la edad de pensionarse que las mujeres exhiben en el sistema de pensiones. Así, considerando además los cupos anuales establecidos, se espera que el número de beneficiarios e impacto fiscal del proyecto de ley sean los siguientes:

	
	2012
	2013
	2014
	2015
	Total

	Bonificación por

Retiro Voluntario
	Beneficiarios
	1,550
	1,807
	1,146
	2,882
	7,385

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Millones de $ 2011)
	14,124
	16,718
	11,156
	28,674
	70,672

	Bonificación Adicional

(395 UF)
	Beneficiarios
	1,270
	1,512
	981
	2,520
	6,283

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Mill. de $ 2011)
	11,039
	13,147
	8,531
	21,910
	54,627

	
	
	
	
	
	
	

	Acceso Bono Laboral (plazo postulación vencido)
	Mayor Gasto Fiscal

(Mill. de $ 2011)
	269
	268
	266
	263
	1,066

	
	
	
	
	
	
	

	Mayor Gasto Total
	(Mill. de $ 2011)
	25,433
	30,132
	19,952
	50,847
	126,364

	
	(Millones de US$ equivalentes)
	54
	64
	42
	108
	268


Nota: se considera un valor del tipo de cambio de 471 pesos y la UF al 29/09/2011

El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. El resto de los años se financiará con los recursos que contemple la Ley de Presupuestos para estos efectos.”.

Posteriormente, se presentó un informe financiero adicional elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de junio de 2012, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. La Indicación modifica el artículo 1° incorporando un criterio adicional de desempate en el caso de haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles. Igualmente, se prorroga el plazo de postulación a la bonificación por retiro voluntario establecido para el año 2012, de conformidad a los plazos requeridos para la tramitación legislativa del Proyecto de Ley. Se modifica así el artículo 1°, estableciendo como plazo de postulación, para los funcionarios que cumplan los requisitos de edad entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año 2012, el tercer trimestre en lugar del segundo trimestre de 2012.

2. Se modifica el artículo 2° de conformidad con los cambios realizados al artículo 1°.

3. Se modifica el artículo 5° con el objetivo de permitir adicionar los años de servicio prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado, para efectos de percibir la bonificación adicional establecida en dicho artículo.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La aplicación de la presente indicación no modifica los efectos fiscales reportados en los Informes Financieros N° 116 de fecha 26/10/2011, N° 20 de fecha 05/03/12, N° 24 de fecha 08/03/2012 y N° 35 de fecha 30/03/2012. Lo anterior, por cuanto las estimaciones de dichos efectos fiscales máximos fueron efectuadas considerando los registros de antigüedad disponibles correspondiendo a aquellos en la administración pública.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES




Vuestra Comisión tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en particular por la Comisión de Salud, con la siguiente enmienda:
Artículo 2º

Inciso final

Intercalar a continuación de la palabra “siguientes” la expresión “de este artículo”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de once meses. 

Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. Sólo en el evento de no ser seleccionadas, podrán repostular hasta el último período consultado en esta ley. 

Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en los incisos siguientes. 

De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquélla con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación. 

Los funcionarios hombres que, cumpliendo todos los requisitos, hubieren postulado y no accedieran a la bonificación por falta de cupos, podrán repostular en el siguiente período de postulación. 

Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 2.550 cupos. 

Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre, de cada uno de los años indicados y las mujeres conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el tercer trimestre del año 2012 y primer trimestre del año 2013 respectivamente y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente al de la postulación. 

En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 3.600 cupos y podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014, además de las funcionarias conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria el primer trimestre del año 2015. 

Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados.

Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiere cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de julio del año 2010 y hasta el día 31 de diciembre de 2011, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior se deberá presentar la solicitud den​tro del tercer trimestre del año 2012, y el retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso segundo del artículo anterior.  

Los funcionarios y funcionarias que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo 5°, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 


En caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua, a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a  aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, se seleccionarán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y a continuación, en la administración pública. Finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación.


Para efectos del inciso segundo y siguientes de este artículo, se considerarán hasta un total de 200 cupos, distribuidos para el año 2012 con un máximo de  50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente.

Artículo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.

Artículo 4°.- La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

Quedará sin efecto la renuncia presentada, si el postulante a la bonificación no accediere a ésta.

La bonificación se pagará por la institución en que se haya desempeñado el funcionario, a más tardar en el mes subsiguiente a la fecha de renuncia. 

Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.

Artículo 5º.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.

Se podrán complementar los años de servicio prestados en las instituciones enumeradas en el artículo 1° de esta ley, para efectos de percibir la bonificación adicional que concede este artículo 5°, con aquellos prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado enumerados en el inciso primero del artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del estado, siempre que por ellos no se hubiere percibido algún beneficio de retiro o de naturaleza homologable que se origine en una causa similar de otorgamiento.

Los años que se adicionan conforme el inciso anterior, procederán sólo si el funcionario tuviera más de 12 meses de servicio continuo en las instituciones enumeradas en el artículo 1° y no se considerarán en el ordenamiento que dispone el inciso cuarto del mismo artículo 1°, ni para ningún otro efecto de la presente ley.

A los funcionarios que utilicen años de servicio complementarios conforme el inciso cuarto de este artículo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 6°, respecto de los organismos de la administración central del Estado.

El departamento de personal que corresponda efectuará la verificación de los certificados presentados para estos efectos y su resultado se expresará a través de una resolución del jefe superior del servicio en que señale si se acreditó o no la prestación de servicios que dará lugar al cómputo de los años presentados.

Artículo 6°.- Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 

Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso primero del artículo 1° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de julio de 2010 y 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. 

Artículo 7°.- El personal que postule a la bonificación establecida en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso segundo del artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en  los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo 8°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, contenido en el decreto supremo N° 109, de 2008, del Ministerio de Salud. 

Artículo 9°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Las personas a que se refiere el artículo 2°, que accedan a los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo segundo.- Los funcionarios y funcionarias que habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1° de esta ley, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el día 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido más de 60 años de edad las mujeres y más de 65 años de edad los hombres, tendrán excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en los artículos 1° y 5° de la presente ley, siempre que presenten la respectiva solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y cumplan con los requisitos específicos que tales normas establecen.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 6 de junio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 6 de junio de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA “CONVENCIÓN SOBRE LA CONSERVACIÓN Y ORDENAMIENTO DE LOS RECURSOS PESQUEROS EN ALTA MAR EN EL OCÉANO PACÍFICO SUR”, HECHA EN AUCKLAND, EL 14 DE NOVIEMBRE DE 2009

(7892-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 13 de junio de 2011, con urgencia calificada de “suma”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de abril de 2012, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados:





Del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Ministro, señor Alfredo Moreno; el Subsecretario, señor Fernando Schmidt; el Director de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos, señor José Luis Balmaceda; el Subdirector de la Dirección de Asuntos Jurídicos, señor Álvaro Arévalo, y la Analista de la Dirección de Medio Ambiente, señora Gemita Riesco.





Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Ministro, señor Pablo Longueira; el Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea; la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa; la Analista de Asuntos Internacionales, señora Karin Mundneich; el Abogado de la Unidad Internacional, señor Osvaldo Urrutia, y los Asesores Legislativos, señora María Alicia Baltierra y señores Gabriel Jiménez y Julio Alonso.





De Especialistas Pesqueros Ltda: el señor Andrés Couve R.





De la Asociación de Industriales Pesqueros A.G.- ASIPES, el Gerente, señor Luis Felipe Moncada.





De la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile, CONFEPACH: el Presidente, señor Hugo Arancibia; el Vicepresidente, señor Juan Morales; el Secretario de Relaciones Internacionales, señor Humberto Chamorro; el Secretario General, señor José Barrios; el Presidente del Sindicato Armadores, señor Giulliano Reynuaba; el Tesorero, señor Héctor Álvarez; los Directores señores Víctor Núñez, Gilberto Godoy y Juan Morales.





De la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, CONAPACH: la Presidenta, señora Zoila Bustamante; el Primer Director, señor Alex Aguilar; el Abogado, señor Cristián Tapia; la Periodista, señora Paulina Fernández, y el Tesorero, señor Jorge White.





De la Sociedad Nacional de Pesca, SONAPESCA: el Gerente General, señor Héctor Bacigalupo.





Del Sindicato Nacional de Oficiales de Pesca: los Presidente, señores Michel Campillay y Carlos Chavarín.





Del Sindicato de Pesca Artesanal de la III Región: los Directores señores Jilberto Godoy y Víctor Núñez.





Del Sindicato Interempresa de Trabajadores y Tripulantes de Naves Sardineras de la Provincia de Concepción: el Presidente, señor Mario Carrillo; el Consejero Nacional y Tesorero, señor Hugo Roa; el Secretario, señor Fabián Manríquez, y los Directores, señores Eduardo Aravena y Arturo Arteaga.





Del Sindicato Interempresas de Trabajadores Oficiales de Naves Especiales y Regionales VIII Región: el Presidente, señor Juan Carlos González, y el Tesorero, señor José Maldonado.





De la Asociación Gremial de Oficiales de la Pesca Industrial, AGOPESI: el Presidente, señor Jaime Acuña, y el Vicepresidente, señor William Caicedo.





De la Confederación Nacional de Gente de Mar, CONGEMAR: el Secretario General, señor Mariano Villa.





De la Federación de Tripulantes de Chile, FETRINECH: el Presidente señor Sergio Vera.





De Greenpeace Chile: la Consejera Política, señora Elizabeth Soto, y el Coordinador de Campañas, señor Samuel Leiva.





Del Fondo Mundial para la Conservación de la Naturaleza (WWF): el Coordinador Regional de Pesquerías, señor Mauricio Gálvez.

- - -

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".

b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que la Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur, fue suscrita en Auckland, el 14 de noviembre de 2009.





Explica el Ejecutivo que desde el año 2000 se ha observado un incremento en la presencia de flotas extranjeras operando en la alta mar adyacente a Chile. Añade que el aumento sostenido del esfuerzo de pesca se ha desarrollado sin sujeción a normas de conservación y ordenamiento. Chile, por su parte, efectúa una explotación de jurel y otros recursos pesqueros en el Pacífico sur desde hace más de cinco décadas y aproximadamente desde 1980 ha implementado progresivamente un régimen normativo de conservación y ordenamiento que ha consolidado su desarrollo en la actualidad. En particular, para el recurso jurel las medidas de administración pesqueras establecidas para la flota nacional en la zona económica exclusiva (ZEE), fueron extendidas hacia la alta mar en 1999, dando así coherencia al régimen administrativo, en términos de ajustar sus medidas a todo el rango de la población de este recurso transzonal.





Agrega que la comunidad internacional, a través de instrumentos jurídicos de derecho internacional tales como la “Convención de la Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982” (CONVEMAR) y el “Acuerdo sobre la Aplicación de las Disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar”, de 10 de diciembre de 1982, relativas a la Conservación y Ordenación de las Poblaciones de Peces Transzonales y las Poblaciones de Peces Altamente Migratorios de 4 de diciembre de 1995 (Acuerdo de Nueva York), ha generado un sistema de gobernabilidad en la alta mar, basado en la cooperación y el derecho internacional, a través de las Organizaciones Regionales de Ordenamiento Pesquero (OROPs), órganos que son los llamados a administrar los recursos pesqueros en alta mar.





Indica el Mensaje que, considerando el aumento sustancial y sostenido del esfuerzo de pesca en el área de alta mar del Pacífico sur y los instrumentos jurídicos internacionales antes mencionados, los gobiernos de Australia, Chile y Nueva Zelanda patrocinaron en el año 2006 la negociación multilateral internacional destinada a adoptar una convención para la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros transzonales en la alta mar del Océano Pacífico sur, que permita el establecimiento de una OROP. 




El texto de la Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur, fue adoptado el 14 de noviembre de 2009 en la ciudad de Auckland, Nueva Zelanda. Añade que el proceso de negociación de la Convención se extendió por cuatro años (2006-2009), a través de ocho rondas internacionales, y que contó con la participación de 32 países, territorios y posesiones, así como de observadores de organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales. Añade que, mediante la Convención se crea la Organización Regional de Ordenamiento Pesquero del Pacífico Sur.





Explica el Ejecutivo que la Convención presenta desde un punto de vista formal una estructura similar a otros Acuerdos sobre conservación y ordenamiento de recursos pesqueros. Comienza con las definiciones, el objetivo y los principios de conservación y ordenamiento, para luego tratar particularmente la implementación de la compatibilidad y delimitar el área geográfica competencial de la futura organización.





Indica el Mensaje que se considera el marco orgánico, esto es, la Comisión, sus funciones y los órganos subsidiarios, los aspectos financieros y presupuestarios, como también aquellos relativos a la Secretaría.





Agrega que se desarrollan los aspectos funcionales, es decir, el proceso de toma de decisiones, la adopción de medidas de conservación y ordenamiento, su implementación, criterios para la participación en la pesca, así como aspectos relativos a la transparencia, los datos e información, y un especial reconocimiento de los Estados en desarrollo y pequeños Estados insulares en desarrollo.





A continuación, expresa el Ejecutivo que se establecen las obligaciones específicas para los Estados Parte, del pabellón y del puerto, así como materias de cumplimiento, control, monitoreo y fiscalización.





Luego, se desarrollan aspectos relativos a la evaluación y revisión del desempeño de los resultados obtenidos por la Organización, reportes anuales y cooperación con otras organizaciones.





El texto recoge las cláusulas finales habituales y necesarias contenidas en los acuerdos internacionales de esta naturaleza donde se detallan elementos asociados a los Estados no Parte de la Convención, la relación con otros acuerdos y convenciones, la solución de las controversias, el procedimiento de enmiendas a la Convención, la firma, la ratificación y la aprobación de la propia Convención, así como la accesión, entrada en vigencia, reservas, declaraciones y una sección final con IV Anexos.





El Mensaje agrega que la Convención establece un mecanismo que articula la cooperación entre los Estados costeros y la organización regional de pesca. Mediante este mecanismo, deberán adoptarse las principales decisiones relativas a la conservación y ordenamiento. Para ello se crean los Comités de Manejo Subregionales. En dichos órganos deberán participar los principales Estados costeros y pesqueros distantes que sean miembros de la Comisión.





Agrega el Ejecutivo que la Convención tiene por objetivo la conservación y uso sustentable de los recursos pesqueros de la alta mar del Pacífico sur. Sin perjuicio de ello, es la propia Convención la que regula específicamente (artículo 20 y anexo III) un régimen excepcional de aplicación competencial, que consiste en la posibilidad de que las medidas de conservación y manejo, por ejemplo, la cuota anual de pesca, puedan ser implementadas en el área de la Convención (alta mar) y en las aguas jurisdiccionales nacionales (ZEE) de los Estados costeros relevantes. Para ello, se requiere que el Estado costero relevante presente formalmente su consentimiento, obligándose a cumplir con la medida en cuestión. Desde el punto de vista de los intereses de Chile, esta alternativa constituirá una herramienta fundamental para lograr un manejo conjunto de los recursos transzonales, que permitiría aplicar una medida tanto en la alta mar como en la ZEE. El sistema estructurado en la Convención requiere que el Estado costero relevante presente su consentimiento cada vez que  se pretendan adoptar medidas por la Comisión.





El mecanismo antes explicado conlleva, por una parte, la implementación práctica de la obligación de cooperación establecida en CONVEMAR y, por otra, la compatibilidad de las medidas que se adopten  recogida en el Acuerdo de Nueva York. Es primera vez que se establece en una Convención pesquera una implementación de ambas disposiciones de forma específica, a través de la creación de un mecanismo para dicho fin, lo que constituye un gran avance en materias de cooperación internacional para la conservación de recursos pesqueros transzonales, constituyendo también una alternativa de manejo pesquero para la alta mar que favorece los intereses de Chile.





El Mensaje señala que la Convención recoge tanto el enfoque precautorio como el enfoque sistémico. El enfoque precautorio fue recogido por primera vez en el Código de Conducta de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), instrumento no vinculante, y posteriormente en el Acuerdo de Nueva York de 1995. Éste ha tenido un importante desarrollo e implementación en el sistema OROPs y es un concepto de amplia y reconocida utilización en la administración de las pesquerías a nivel mundial y para esta Convención, que en particular ofrece en su Artículo 3 (2), una definición operativa que permite su aplicación concreta. En tanto el enfoque ecosistémico, si bien no ha tenido un tratamiento jurídico similar al EP, es un concepto de manejo pesquero plenamente válido desde la perspectiva técnica y ampliamente desarrollado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) y otras Organizaciones como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD), el Foro de Cooperación Económica Asía-Pacífico (APEC) y la Comisión de la Convención sobre la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (CCAMLR), aunque su implementación, ya sea a nivel regional o por parte de los Estados, ha sido difícil. Sin perjuicio de lo anterior, y de forma vanguardista, el texto de la Convención impulsa y refuerza la implementación del EE; evidencia de ello es, como se ha mencionado, su inclusión en el objetivo de la Convención y en numerosas disposiciones del texto. Entonces, tanto el enfoque ecosistémico como el enfoque precautorio constituyen una herramienta, objetivo y límite para el desempeño de la organización. 





Finalmente, el Ejecutivo señala que constituye un avance fundamental destinado a ejercer un adecuado manejo de los recursos pesqueros del Pacífico sur y, especialmente, en aquellos de naturaleza transzonal.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 31 de agosto de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 4 de octubre de 2011 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 11 de abril de 2012, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 83 votos a favor, 13 en contra y 12 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- Esta Convención consta de un Preámbulo, 45 artículos y IV anexos, que se reseñan a continuación.





El Preámbulo establece los lineamientos generales que sirven de marco referencial para el texto de la Convención, destacándose que la misma se crea teniendo como bases fundamentales el acervo de derecho internacional que regula la materia (instrumentos vinculantes y no vinculantes), conforme al cual los Estados tienen el deber de cooperar entre sí en lo relativo a la conservación y ordenamiento de los recursos vivos en las áreas de alta mar. Entre dichos instrumentos están los siguientes: Convención sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR), y los derechos y obligaciones que dicho instrumento internacional establece, en particular, el reconocimiento de que los Estados costeros tienen aguas jurisdiccionales en las cuales ejercen derechos soberanos para la exploración, explotación, conservación y manejo de los recursos pesqueros y la conservación de los recursos marinos vivos sobre los cuales la pesca tiene impacto; el Acuerdo para la Implementación de las Disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982 relativas a la Conservación y Ordenación de las Poblaciones de Peces Transzonales y Altamente Migratorios de 4 de diciembre de 1995; el Acuerdo para Promover el Cumplimiento de las Medidas Internacionales de Conservación y Ordenación por los Buques Pesqueros que Pescan en Alta Mar de 24 de noviembre de 1993; y, el Código de Conducta para la Pesca Responsable adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación de 31 de octubre de 1995.





Asimismo, se mencionan compromisos, requerimientos y consideraciones que la Convención recoge en sus disposiciones: la conservación, la importancia de los Estados costeros y en desarrollo, la evaluación de los resultados que la Organización obtenga en el ejercicio de su mandato, la cooperación entre Estados, el combate a la Pesca Ilegal No Declarada y No Regulada (INDNR), la protección del ambiente marino y la importancia de la información científica para la adopción de medidas de conservación.





El artículo 1 define una serie de conceptos necesarios para su aplicación: “Convención de 1982”; “Acuerdo de 1995”; “Comisión”; “Área de la Convención”; “Código de Conducta”; “Recursos pesqueros”; “Pesca”; “Nave pesquera”; “Estado del pabellón”; “Pesca INDNR”; “Nacionales”; “Puerto”; “Organización de integración económica regional”; “Violación grave”; “Trasbordo”; “Parte contratante”.





Por su parte, el artículo 2 establece el objetivo de la Convención, cual es garantizar la conservación en el largo plazo y el uso sostenido de los recursos pesqueros mediante la aplicación del enfoque precautorio (EP) y de un enfoque ecosistémico (EE) en el ordenamiento pesquero.





El artículo 3 consagra los principios que constituyen la base axiológica estructural de la Convención. Dicho artículo los enumera, señalando que las Partes Contratantes, la Comisión y los órganos subsidiarios, deberán aplicar, entre otros: la conservación, la sustentabilidad, la transparencia, la inclusividad, la base científica de las decisiones, la cooperación, el cumplimiento de las medidas de protección del ecosistema marino, los intereses de Estados costeros y Estados en desarrollo, el enfoque precautorio y el ecosistémico.





Luego, el artículo 4 regula la compatibilidad de las medidas de conservación y ordenamiento. La compatibilidad es un concepto jurídico cuya aplicación operativa resulta compleja. Ésta presupone los siguientes dos elementos esenciales: uno, la existencia, por una parte, de las zonas económicas exclusivas, donde los Estados costeros ejercen derechos soberanos, y por otra, de la alta mar, espacio marítimo donde existe libertad de pesca sujeta a ciertas condiciones. Tanto las zonas marítimas mencionadas como las condiciones sobre las cuales operan están reconocidas y reguladas por la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR); el segundo, que la compatibilidad opera sobre los recursos transzonales, que son aquellos que desarrollan su ciclo biológico de forma compartida en aguas de la zona económica exclusiva (ZEE) y en la alta mar.





La compatibilidad se traduce en que tanto las medidas de conservación y manejo que adopten, por una parte, el Estado costero en sus aguas jurisdiccionales y, por otra, la ORP para la alta mar, deben ser compatibles, es decir, deben tener un efecto equivalente, esto con la finalidad de que se logre la conservación y manejo de los recursos transzonales.





Por dicha razón, este artículo es muy favorable para Chile, ya que garantiza de forma inicial y con posibilidades de proyección en el tiempo el régimen de conservación y manejo implementado por Chile, y porque elimina posibles elementos distractores de la implementación de la compatibilidad que estaban presentes en el Acuerdo de Nueva York, estableciendo una “encapsulación” del concepto, centrándose sólo en lo fundamental, que está recogido en el numeral 3 del artículo 4 de la Convención, que establece que: las primeras medidas de conservación y manejo que la Comisión adopte, deberán tomar debida cuenta y no menoscabar la efectividad de las medidas existentes y establecidas por los Estados costeros relevantes respecto de su aguas jurisdiccionales. Hay entonces un reconocimiento explícito sobre los resguardos y limitaciones que la Comisión deberá considerar para la adopción de las primeras medidas de conservación y manejo.





El artículo 5 determina el área de aplicación de la Convención, estipulando que la misma regirá para las aguas del Océano Pacífico, más allá de las áreas de jurisdicción nacional, de acuerdo con el derecho internacional.





Se entrega la competencia geográfica a la Organización para regular los recursos pesqueros transzonales y discretos, con los siguientes límites: las áreas de alta mar adyacentes a las aguas jurisdiccionales de los Estados costeros de la parte este y oeste del océano Pacífico sur, como límite sur, hasta el límite competencial de la Comisión de la Convención sobre la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (CCAMLR) y por el norte, el paralelo 2º latitud norte, extendiéndose hacia el oeste hasta el meridiano 150º longitud oeste, punto a partir del cual el área se amplía hasta el paralelo 10º latitud norte, hasta llegar al borde de las aguas jurisdiccionales de los Estados  isla del oeste del Pacífico. 





Cabe destacar que este precepto, en su párrafo final, dispone que: “Ninguna disposición de esta Convención constituirá un reconocimiento de reclamaciones o posiciones de alguna de las Partes contratantes de esta Convención respecto de la situación legal y extensión de las aguas y áreas reclamadas por alguna de dichas Partes Contratantes”.





En relación con esta disposición es del caso aludir al artículo 1, letra f, que establece que los recursos pesqueros a regular serán todos aquellos que se encuentren presentes en el “Área de la Convención”, con la excepción de las siguientes especies: las altamente migratorias incluidas en el Anexo I de la CONVEMAR; las sedentarias que estén presentes en aguas jurisdiccionales de los Estados costeros; así como, las anádromas y catádromas.  Entre las especies más importantes a regular por la futura OROP se encuentran: el jurel (Trachurus murphyi) y el orange roughy (Hoplosthethus atlanticus).





Luego, el artículo 6 trata la estructura y funcionamiento de la Organización, siendo ésta muy similar a lo que ofrecen otras OROPs





La Organización tendrá personalidad jurídica de derecho internacional, y contará con los siguientes órganos: la Comisión: que es el órgano supremo en la cual participan todas las partes en igualdad de condiciones y en cuyo seno se adoptan las decisiones (artículos 7 y 8); los órganos subsidiarios (artículo 9): el Comité Científico (artículo 10); el Comité Técnico y de Cumplimiento (artículo 11); los Comités de Ordenamiento Subregional Este y Oeste (artículo 12); y el Comité de Finanzas y Administración (artículo 13).





Los Comités Subregionales están destinados a cumplir un rol impulsador de las medidas de conservación y manejo, sirviendo además como instancia previa a la Comisión. En estos Comités se discutirán y propondrán las recomendaciones de medidas de conservación y manejo.





La dinámica práctica de funcionamiento de la Organización será la siguiente: el Comité Científico efectuará la recopilación de antecedentes científicos a partir de los datos e información que aporten las partes. Luego procederá a efectuar evaluaciones biológico-pesqueras, así como del estatus de los respectivos recursos pesqueros, y entregará una recomendación científica para la adopción de medidas de conservación y manejo, pudiendo incluir, entre otras, específicamente una recomendación sobre una Cuota Total Permisible (TAC) o Esfuerzo Total Permisible (TAFE) determinado. Esta recomendación, deberá ser remitida de forma paralela, tanto a la Comisión como también al respectivo Comité Subregional de Administración (Este u Oeste). En dicho órgano subsidiario, se discutirá la recomendación científica, debiendo adoptarse una decisión por consenso o, a falta de éste, por la regla de votación de los dos tercios de los miembros del Comité. Una vez adoptada una recomendación por parte del Comité Subregional (ejemplo: un TAC o su asignación de cuotas de pesca), deberá enviarse a la Comisión, órgano que deberá tomar la decisión final, adoptando o rechazando la propuesta del Comité Subregional. De acuerdo con lo establecido en la propia Convención, si la medida a adoptar es calificada como materia sustancial, la propuesta deberá ser aprobada por consenso, y si este no se logra, se aplicará la regla de votación favorable de los tres cuartos de los miembros de la Comisión.





Los aspectos relativos al cumplimiento e implementación de las medidas, deberán ser evaluados por el Comité Técnico de Cumplimiento, que deberá reportar sus resultados y recomendaciones a los Comités Subregionales y a la Comisión.





Finalmente, el artículo 14 trata de la Secretaría, señalando cuáles serán sus funciones y quienes la integran.





El artículo 15 alude al presupuesto. Dispone al efecto que la Comisión, en su primera reunión, adoptará un presupuesto para financiarse y para sus órganos subsidiarios, y adoptará también las regulaciones financieras. 





Asimismo, esta disposición contiene: el mecanismo para la adopción de las decisiones sobre presupuesto y normas financieras; quiénes son los que contribuyen al presupuesto; los criterios a considerar para el cálculo de los aportes; la presentación del anteproyecto del presupuesto anual; el mecanismo en caso que no se pueda adoptar un nuevo presupuesto; la notificación a cada miembro del aporte adeudado; la moneda en que se realiza el pago del aporte; la situación en caso de mora en el pago de los dineros adeudados a la Organización; y, la sujeción de la actividad financiera de la organización a las regulaciones financieras adoptadas por la Comisión y a una auditoria anual de auditores independientes nombrados por la Comisión.





Por su parte, el artículo 16 dispone como norma general la adopción de las decisiones de la Comisión por consenso, que significa “inexistencia de objeción formal al momento de adoptar una decisión”.





Si el Presidente considera que se han agotado todos los esfuerzos para llegar a una decisión por consenso y, salvo que se establezca expresamente que la decisión deberá adoptarse por consenso, las decisiones de la Comisión sobre materias de procedimiento se adoptarán por la mayoría de los miembros y las decisiones sobre cuestiones de fondo se adoptarán por una mayoría de tres cuartas partes de los miembros.





En relación con la implementación de las decisiones de la Comisión, el artículo 17 trata sobre las cuestiones de fondo y de la tramitación de la objeción a una decisión. En cuanto a las cuestiones de fondo, se estipula que las decisiones de la Comisión serán vinculantes para sus miembros cumpliéndose las exigencias allí fijadas.





En tanto, las objeciones constituyen un mecanismo mediante el cual una Parte manifiesta formalmente que no cumplirá o implementará una medida aprobada por la Comisión de acuerdo con las reglas establecidas, mecanismo que constituye una derivación de las denominadas “reservas”, reguladas en la Convención de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados. 





El procedimiento de objeción es de carácter excepcional, acotado y moderno, que preserva la esencia de las “reservas”, es decir, el derecho de un Estado a no aplicar, en determinado caso y con ciertas condiciones, una determinada medida.





El artículo 18 promueve la transparencia en los procesos llevados a cabo por la Comisión en la toma de decisiones y demás actividades realizadas en conformidad con la presente Convención. Con esto se impulsa una amplia participación y se generan mecanismos para que las decisiones se adopten con publicidad y circulen a todos los interesados. 





A continuación, el artículo 19 preceptúa que la Comisión dará pleno reconocimiento a las necesidades especiales de las Partes Contratantes que sean Estados en desarrollo en la región, en relación con la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros en el Área de la Convención y la utilización sostenible de esos recursos.





De igual manera, los miembros de la Comisión cooperarán directamente o a través de la Comisión y otras organizaciones regionales o subregionales a fin de: i) mejorar la capacidad de tales Estados para conservar y manejar los recursos pesqueros y desarrollar su propia pesquería de esos recursos; ii) ayudarlos para que puedan participar en la captura de recursos pesqueros, lo que incluye facilitar el acceso a esos recursos pesqueros y iii) facilitar su participación en el trabajo de la Comisión y de sus órganos subsidiarios.





Finalmente, para los fines establecidos en el mismo artículo, la cooperación puede incluir el otorgamiento de asistencia financiera, asistencia en materia de desarrollo de recursos humanos, asistencia técnica, transferencia de tecnología, incluidos acuerdos de joint venture, y servicios de asesoría y consultoría. 





El artículo 20, en el párrafo 1, se refiere a las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, las que deberán: i) garantizar la sostenibilidad a largo plazo de los recursos pesqueros y promover el objetivo de su utilización responsable; ii) evitar o eliminar la pesca excesiva y la capacidad de pesca excesiva a fin de garantizar que los niveles del esfuerzo de pesca no superen aquellos acordes con el uso sostenible de los recursos pesqueros; iii) mantener o restablecer las poblaciones de especies incidentales y asociadas o dependientes a niveles superiores a aquellos en que su reproducción pudiera estar gravemente amenazada, y iv) proteger del impacto de la pesca el hábitat y los ecosistemas marinos en que se encuentran los recursos pesqueros y las especies incidentales y asociadas o dependientes, lo que incluye medidas para evitar el impacto adverso significativo en los ecosistemas marinos vulnerables y medidas precautorias cuando no pueda determinarse adecuadamente si existen ecosistemas marinos vulnerables o si la pesca podría provocar efectos adversos significativos en ecosistemas marinos vulnerables.





Seguidamente, el párrafo 2 de la disposición en comento estipula lo que deben incluir las medidas, entre ellas: los puntos de referencia, las acciones que deben adoptarse si esos puntos de referencia se alcanzan o exceden; la naturaleza y alcance de la pesca de algún recurso pesquero, incluido el establecimiento de una captura total permisible o esfuerzo total permisible de pesca; los lugares y los períodos en que se puede o no pescar; los límites de tamaño; y los tipos de aparejos de pesca, tecnología de pesca, o prácticas de pesca que pueden utilizarse.





A su turno, el párrafo 3 del mismo artículo prescribe que al determinar una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca respecto de cualquier recurso pesquero conforme al párrafo 2 c), la Comisión considerará determinados factores, tales como: la situación y etapa de desarrollo del recurso pesquero; los patrones de pesca del recurso pesquero; la captura del mismo recurso pesquero en áreas de jurisdicción nacional, cuando proceda; una deducción por desechos y cualquier otra mortalidad incidental; entre otros.





Luego, el párrafo 4 prevé que:





a) para un recurso pesquero transzonal del Área de la Convención y de un área de jurisdicción nacional de una o más Partes Contratantes que sean Estados Ribereños: i) la Comisión establecerá una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca y otras medidas de conservación y ordenamiento, según proceda, para el Área de la Convención. La Comisión y la o las pertinentes Partes Contratantes que sean Estados Ribereños cooperarán en la coordinación de sus respectivas medidas de conservación y ordenamiento en conformidad con el artículo 4 de la Convención; ii) con el expreso consentimiento de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados, la Comisión podrá establecer, de acuerdo con el Anexo III de esta Convención, y según proceda, una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca aplicable a todo el ámbito del recurso pesquero; y, iii) en el caso en que una o más Partes Contratantes que sean Estados ribereños no dieran su consentimiento respecto de una captura total permisible o esfuerzo total permisible de pesca aplicable a todo el ámbito del recurso pesquero, la Comisión podrá establecer, cuando corresponda, una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca aplicable a las áreas de jurisdicción nacional de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños que hayan dado su consentimiento y al Área de la Convención. El Anexo III regirá mutatis mutandis para el establecimiento por parte de la Comisión de esta captura total permisible o esfuerzo total permisible de pesca.





b) en los casos contemplados en la cláusula ii) o iii), podrán adoptarse otras medidas complementarias de conservación y ordenamiento a fin de garantizar la conservación y ordenamiento sostenible de los recursos pesqueros en todo su ámbito. Para hacer efectivo este párrafo, esas medidas, en conformidad con los principios de compatibilidad indicados en el artículo 4, podrán ser adoptadas por la Comisión en el caso de alta mar, por la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados en el caso de las áreas de jurisdicción nacional, y por la Comisión con el consentimiento de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados, en el caso de medidas aplicables a todo el ámbito del recurso pesquero.





c) todas las medidas de conservación y ordenamiento, incluido la captura total permisible o el esfuerzo total permisible de pesca que apruebe la Comisión en conformidad con las cláusulas antes referidas son sin perjuicio y sin afectar los derechos de soberanía de los Estados ribereños para fines de exploración y explotación, conservación y ordenamiento de recursos marinos vivos en las áreas de jurisdicción nacional, en conformidad con el derecho internacional, según se refleja en las disposiciones pertinentes de la Convención de 1982 y del Acuerdo de 1995, y no afectan en ningún otro aspecto el Área de aplicación de la Convención establecida en su artículo 5.





Posteriormente, el párrafo 5 del señalado artículo 20 considera la posibilidad de adopción por parte de la Comisión de medidas para su aplicación en casos de emergencia.  Éstas se basarán en la mejor evidencia científica disponible, serán temporales, deberán ser reconsideradas para adoptar una decisión en la siguiente reunión de la Comisión tras su adopción, serán vinculantes para los miembros de la Comisión en conformidad con el artículo 17 y no estarán sujetas al procedimiento de objeción contemplado en el mismo artículo 17, pero podrán ser objeto de procedimientos de resolución de conflictos conforme a esta Convención.





Finalmente, el párrafo 6 indica que las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión se elaborarán progresivamente y se integrarán a las estrategias o planes de ordenamiento que establecen los objetivos de ordenamiento de cada recurso pesquero, los puntos de referencia para medir el progreso en relación con esos objetivos, los indicadores que habrán de utilizarse en relación con esos puntos de referencia y las medidas que deberán adoptarse en respuesta a niveles específicos de los indicadores.





Enseguida, el artículo 21 abarca las decisiones relativas a la participación en la captura de cualquier recurso pesquero, para lo cual la Comisión considerará la situación del referido recurso, su nivel actual de esfuerzo de pesca y una serie de criterios, entre los cuales se consideran: la captura histórica, los patrones de pesca pasados y actuales, y las prácticas en el Área de la Convención, el cumplimiento de las medidas de conservación y ordenamiento conforme a la Convención; la contribución a la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros, incluido el suministro de datos precisos, y efectivo seguimiento, control, vigilancia y ejecución; las aspiraciones e intereses de fomento pesquero, etc.





Para Chile, resulta favorable y muy relevante el criterio de las capturas históricas, y se estima que deberá ser preponderante al momento en que se negocie la asignación de la cuota por Estados.





El artículo 22 señala que sólo cuando la Comisión haya adoptado medidas precautorias preliminares de conservación y ordenamiento con respecto a la pesquería que no ha sido sometida a pesca o que no ha sido sometida a pesca con un tipo en particular de aparejo o técnica durante diez o más años, será  disponible como  pesquería o para pesca con ese tipo de aparejo o esa técnica. Añade este precepto que dichas medidas deberán ser coherentes con el objetivo y los principios de conservación y ordenamiento y los enfoques de esta Convención, y además, deberán garantizar que el nuevo recurso pesquero se desarrolle sobre una base precautoria y gradual hasta que la Comisión pueda tomar las medidas de conservación y ordenamiento.





A continuación, el artículo 23 se refiere al desarrollo por parte de la Comisión de normas, reglamentos y procedimientos con el fin de ampliar la base de información para la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros, especies incidentales y asociadas o dependientes, y para la protección de los ecosistemas marinos en los que esos recursos existen, y contribuir a la eliminación o reducción de la pesca INDNR y su impacto negativo en dichos recursos. Dichas normas, reglamentos y procedimiento son para, entre otras cosas: recopilar, verificar y entregar información oportuna a la Comisión por parte de sus miembros; compilar y manejar datos precisos para facilitar la efectiva evaluación de poblaciones; la seguridad, el acceso y la divulgación de datos de manera que se tenga confidencialidad cuando sea pertinente, etc. La Comisión se asegurará de que estén disponibles públicamente, entre otros, los datos sobre el número de naves que operan en el área de la Convención.





El artículo 24 trata en su párrafo primero de las obligaciones de los miembros de la Comisión en lo que respecta a sus actividades de pesca en el área de la Convención, enumerándolas: i) implementar la Convención y las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, y adoptar todas las medidas necesarias para garantizar su efectividad; ii) cooperar en la promoción del objetivo de esta Convención; iii) adoptar todas las medidas necesarias para apoyar los esfuerzos destinados a evitar, desincentivar y eliminar la pesca INDNR, y iv) recopilar, verificar e informar los datos científicos, técnicos y estadísticos relativos a los recursos pesqueros y ecosistemas marinos en el Área de la Convención, en conformidad con las normas, reglamentos y procedimientos establecidos por la Comisión.





El párrafo 2 del mismo artículo establece que cada miembro de la Comisión presentará anualmente un informe a la Comisión en que indique la forma en que ha implementado las medidas de conservación y ordenamiento y los procedimientos de cumplimiento y ejecución aprobados por la Comisión. Para el caso de las Partes Contratantes que sean Estados ribereños, el informe deberá incluir información relativa a las medidas de conservación y ordenamiento que hayan adoptado para los recursos pesqueros transzonales en aguas bajo su jurisdicción adyacentes al Área de la Convención, en conformidad con el párrafo 4 del artículo 20 y el artículo 4. Dichos informes se pondrán a disposición del público.





El párrafo 3 dispone a su vez que, sin perjuicio de la responsabilidad primordial del Estado del pabellón, en la mayor medida posible, cada miembro de la Comisión adoptará medidas y cooperará para garantizar que sus nacionales o las naves pesqueras de propiedad de sus nacionales u operadas o controladas por éstos cumplan con las disposiciones de la Convención y las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, e investigará de inmediato cualquier supuesta violación de esas disposiciones y medidas. Los miembros de la Comisión presentarán informes sobre los avances de la investigación a la Comisión y a los miembros pertinentes de la Comisión a intervalos regulares apropiados, en la medida en que lo permita la legislación nacional, y asimismo un informe final sobre el resultado de la investigación cuando ésta concluya.





Luego, el párrafo 4 prescribe que, en la medida en que lo permitan sus leyes y reglamentos nacionales, cada miembro de la Comisión fijará acuerdos para poner a disposición de las autoridades judiciales de otros miembros de la Comisión las pruebas relativas a presuntas violaciones de las disposiciones de la Convención y de alguna  medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión, incluida la información disponible sobre la propiedad de las naves que enarbolen su pabellón.





Finalmente, cada miembro de la Comisión deberá cumplir de buena fe las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención y ejercerá los derechos reconocidos en esta Convención de manera que no constituyan un abuso de derecho.





Por su parte, el artículo 25 contiene los deberes del Estado del pabellón, consignando en su párrafo 1 que cada miembro de la Comisión adoptará todas las medidas necesarias para garantizar que las naves pesqueras que enarbolen su pabellón: i) cumplan con las disposiciones de la presente Convención y las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, y que esas naves no participen en ninguna actividad que debilite la efectividad de esas medidas cuando operen en el Área de la Convención; ii) no realicen pesca no autorizada en aguas de jurisdicción nacional adyacentes al Área de la Convención; iii) transporten y operen el equipo suficiente para cumplir con las normas y procedimientos del sistema de supervisión de naves adoptadas por la Comisión, y iv) desembarquen o hagan trasbordo de los recursos pesqueros capturados en el Área de la Convención en conformidad con las normas y procedimientos adoptados por la Comisión.





Seguidamente, su párrafo 2 prescribe que ningún miembro de la Comisión permitirá que las naves pesqueras autorizados para enarbolar su pabellón se utilicen para pescar en el Área de la Convención a menos que haya sido autorizada para ello por la autoridad o las autoridades competentes de ese miembro de la Comisión.





A su vez, el párrafo 3 indica que cada miembro de la Comisión:





a) autorizará el uso de naves pesqueras que enarbolen su pabellón para pescar en el Área de la Convención sólo cuando pueda ejercer de manera efectiva sus responsabilidades con respecto a esas naves en conformidad con esta Convención y de acuerdo con el derecho internacional;





b) mantendrá un registro de las naves pesqueras autorizadas para enarbolar su pabellón y para capturar recursos pesqueros, y garantizará, en el caso de todas esas naves, que se ingrese en ese registro la información que pueda especificar la Comisión;





c) en conformidad con las medidas adoptadas por la Comisión, investigará de inmediato e informará plenamente sobre las medidas adoptadas en respuesta a cualquier supuesta violación de las disposiciones de la presente Convención o de cualquier medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión en que hubieran incurrido naves pesqueras que enarbolen su pabellón. Dicha entrega de información incluirá informes a la Comisión, a intervalos regulares apropiados, sobre el avance de la investigación, en la medida en que lo permita la legislación nacional, y un informe final sobre los resultados, una vez completada la investigación;





d) garantizará que las penas aplicables por esas violaciones sean de una severidad adecuada, considerando los factores pertinentes, incluido el valor de la captura, a fin de garantizar el cumplimiento, desincentivar otras violaciones y privar a los infractores de los beneficios derivados de sus actividades ilegales; y





e) garantizará en particular cuando se haya establecido, en conformidad con sus leyes, que una nave pesquera que enarbole su pabellón participó en una violación grave de la disposiciones de la presente Convención o de cualquier medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión- que la nave en cuestión cese en sus operaciones de pesca y no realice esas actividades en el Área de la Convención hasta que haya cumplido con todas las sanciones pendientes impuestas por el miembro de la Comisión en relación con la violación.





A su turno, el párrafo 4 del artículo 5 insta a cada miembro de la Comisión a garantizar que las naves pesqueras  que enarbolen su pabellón operen en el Área de la Convención en conformidad con las obligaciones internacionales aplicables y en el marco de las correspondientes recomendaciones y directrices en materia de seguridad en el mar para las naves y sus tripulaciones. 





Por último, su párrafo 5 contempla la obligación para cada miembro de la Comisión de garantizar que las naves pesqueras que enarbolen su pabellón y que participen o tengan la intención de participar en investigaciones sobre recursos pesqueros cumplan con los procedimientos establecidos por la Comisión para la realización de investigaciones científicas en el Área de la Convención.





El artículo 26, en su párrafo 1, consagra el derecho y el deber de la Parte Contratante que sea Estado del puerto de adoptar medidas para promover la efectividad de las medidas de conservación y ordenamiento subregionales, regionales y mundiales. Al adoptar esas medidas una Parte Contratante que sea el Estado del puerto, no hará discriminaciones en cuanto a forma ni en la práctica en contra de las naves de ningún Estado.





Seguidamente, el párrafo 2 del mismo artículo contiene los requerimientos para cada miembro de la Comisión de: i) hacer efectivas las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión en relación con la entrada y el uso de sus puertos por parte de naves pesqueras que se hayan dedicado a la pesca en el Área de la Convención, lo que incluye, entre otras cosas, con respecto al desembarque y  trasbordo de recursos pesqueros, inspección de naves de pesca, documentos, capturas y aparejos a bordo, y uso de servicios portuarios; y ii) prestar asistencia a los Estados del pabellón, en la medida en que sea razonablemente posible y en conformidad con su legislación nacional y el derecho internacional, cuando una nave pesquera se encuentre voluntariamente en sus puertos y el Estado del pabellón de la nave le solicite brindar asistencia para garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta Convención y de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión.





Luego, el párrafo 3 comprende el procedimiento a seguir en caso que un miembro de la Comisión considere que una nave pesquera que hace uso de sus puertos ha violado una disposición de esta Convención o una medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión.





Para finalizar, su numeral 4 consigna que ninguna disposición del artículo impedirá que las Partes Contratantes ejerzan su soberanía en los puertos situados en su territorio, en conformidad con el derecho internacional.





Luego, el artículo 27 contiene la obligación de la Comisión de establecer procedimientos de cooperación apropiados para una efectiva supervisión, control y vigilancia de la pesca, y para garantizar el cumplimiento de esta Convención y de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, mencionando lo que debe incluir. La Comisión también podrá adoptar procedimientos para permitir que los miembros de la Comisión apliquen medidas, las que deberán contener una gama de respuestas posibles a fin de que pueda considerarse la razón y el grado de incumplimiento, y deben incluir, según proceda, iniciativas de cooperación en cuanto a creación de capacidad.





El artículo 28 estipula que la Comisión deberá establecer un programa de observadores, dentro de los tres años posteriores a la entrada en vigor de esta Convención o dentro de otro plazo que la Comisión pudiera acordar, a fin de recopilar datos verificados de captura y de esfuerzo, datos científicos e información adicional relacionada con la actividad pesquera en el Área de la Convención, y su impacto en el medio ambiente marino. La información recopilada por el programa de observadores también se utilizará, según proceda, para respaldar las funciones de la Comisión y de sus entidades auxiliares, incluido el Comité Técnico y de Cumplimiento. El programa de observadores será coordinado por la Secretaría de la Comisión, y se organizará de una manera flexible que considere la naturaleza de los recursos pesqueros y otros factores pertinentes.





El programa de observadores consistirá en observadores independientes e imparciales provenientes de los programas o proveedores de servicios acreditados por la Comisión y será coordinado, en la mayor medida posible, con otros programas de observadores regionales, subregionales y nacionales.





La Comisión elaborará el programa de observadores considerando las recomendaciones del Comité Científico y del Comité Técnico y de Cumplimiento. El programa se administrará de acuerdo con las normas, reglamentos y procedimientos que establezca la Comisión, lo que incluye:





a) acuerdos para la colocación de observadores por parte de un miembro de la Comisión en naves que enarbolen el pabellón de otro miembro de la Comisión con el consentimiento de ese miembro;





b) niveles apropiados de cobertura para los distintos recursos pesqueros a fin de controlar y verificar la captura, el esfuerzo, la composición de la captura, y otros detalles de las operaciones de pesca;





c) requisitos para la recopilación, validación y entrega de información y datos científicos pertinentes para la implementación de las disposiciones de esta Convención y de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión; y





d) requisitos para garantizar la seguridad y la capacitación de los observadores, para el alojamiento de los observadores durante su estadía bordo de la nave, y para garantizar que los observadores tengan pleno acceso y puedan utilizar todas las instalaciones y equipos pertinentes a bordo de la nave a fin de cumplir eficazmente sus funciones.





A su vez, el artículo 29 determina que la Comisión publicará un informe anual que incluirá detalles de las decisiones adoptadas por la Comisión para lograr el objetivo de la Convención. El informe también proporcionará antecedentes sobre las acciones adoptadas por la Comisión en respuesta a las recomendaciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas o la FAO. 





El artículo 30 establece que la Comisión revisará, al menos cada cinco años, la efectividad de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas en cuanto al cumplimiento del objetivo de la Convención, e indica la manera en que dichas evaluaciones deben llevarse a cabo. De esta manera, la Convención recoge los llamados internacionales efectuados en diversos foros con objeto de que las OROPs revisen su desempeño, lo evalúen y adopten mejoras.





Por su parte, el artículo 31 consigna que la Comisión, según proceda, cooperará con otras organizaciones regionales de ordenamiento pesquero, la FAO, otros organismos especializados de las Naciones Unidas y otras organizaciones pertinentes en materia de mutuo interés. 





Desde el artículo 32 al 45 se contienen las cláusulas usuales para esta clase de acuerdos internacionales, las que tratan, respectivamente: de las partes no contratantes; relación con otros acuerdos; solución de conflictos; modificaciones; firma, ratificación, aceptación y aprobación; adhesión; entrada en vigor; depositario; participación de los territorios; retiro; terminación; reserva; declaraciones y afirmaciones; y, Anexos.





La Convención posee IV Anexos, que forman parte integrante de la misma, tal como lo señala el artículo 45.





El Anexo I trata de las “Partes del área de la Convención respecto de las cuales tienen responsabilidades los Comités de Ordenamiento Subregional Este y Oeste”; el Anexo II se refiere al “Panel de revisión”; el Anexo III comprende los “Procedimientos para el establecimiento e implementación de una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca respecto de un recurso pesquero transzonal al aplicarse en todo su ámbito”; y, finalmente, el Anexo IV regula las “Entidades pesqueras”.





5.- Opiniones emitidas acerca de la Declaración que presentará el Estado de Chile a la Convención.- Durante el debate el Ejecutivo informó que presentaría una Declaración, al momento de ratificar la Convención, del siguiente tenor:





“De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 44, Chile reafirma lo establecido en el Artículo 20, párrafo 4 de esta Convención, en cuanto a que, para el establecimiento de medidas de conservación u ordenamiento aplicables a todo ámbito del recurso pesquero, se requerirá el consentimiento expreso de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados.”.





Al respecto, la Comisión solicitó la opinión de todos los organismos empresariales, sindicales y consultores que pidieron exponer acerca de la Convención, sobre la mencionada Declaración. Sus comentarios son los siguientes:





a) Andrés Couve.





“Acuso recibo y agradezco la consulta sobre el texto de la declaración que el Ejecutivo ha manifestado formulará conjuntamente con el depósito de la futura ratificación de ORP-PS.





A este respecto manifiesto a Ud. que analizado el texto de declaración propuesta y el articulado de la Convención la declaración resulta a mi juicio redundante e innecesaria toda vez que el contenido del proyecto de declaración está ya expresamente contenido en el artículo 20 párrafo 4 a) sub acápites ii) y iii), y letra b).





La posibilidad de hacer una declaración efectivamente está contemplada en el art. 44 de la Convención, sin embargo expresamente se indica allí que se podrán hacer declaraciones siempre que ellas no tengan por objeto excluir o modificar el efecto legal de las disposiciones de la Convención. Por lo tanto las declaraciones no son sino decorativas y no producen efecto alguno. A mayor abundamiento el art. 43 de la Convención establece que no podrán hacerse reservas ni excepciones respecto de la Convención.





Con la presentación de esta declaración sin utilidad alguna más bien se pretende superar y soslayar las verdaderas y principales razones que aconsejan no apresurar la ratificación y que son: la necesidad de que los países costeros homologuen sus políticas de administración pesquera respecto de especies transzonales  en sus Zonas Económicas Exclusivas (ZEE) permitiendo así una efectiva conservación de la especie; y que los principales países pesqueros de estas especies también ratifiquen la Convención y no como sucede ahora en que los países ratificantes suman solo un 2% de la captura total del jurel, principal especie transzonal del Pacífico Sur. Así los países pesqueros importantes de este recurso, aparte de Chile, como es el caso de China, Perú y Vanuatu más Rusia, histórico y potencial país pesquero de jurel estarían, por el momento, afuera de la Convención sin mayores obligaciones.





Las dos condiciones anteriores son necesarias a fin de resguardar los recursos transzonales y los intereses de Chile en la participación en la pesquería. Nuestro país, en las condiciones actuales, no tiene ni la fuerza ni los votos suficientes para impulsar desde dentro de la ORP medidas de administración y manejo que garanticen dicha conservación y participación, por lo tanto las razones esgrimidas por el Ejecutivo para precipitar una ratificación no son suficientes para contrarrestar los efectos negativos de ella, por lo cual se ha sugerido postergar dicha ratificación a la espera del avance de la ratificación de China, Perú, Vanuatu y Rusia.”.





b) Asociación Gremial de Oficiales de la Pesca Industrial, AGOPESI.





“En cuanto a la declaración que el Ejecutivo ha manifestado que formulará a la Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur quisiera manifestarle a nombre de la Asociación Gremial de Oficiales de la Pesca Industrial que ésta no resuelve ningún problema ya que, rige solo para aguas internacionales dejando fuera las 200 millas.





Nuestro país acepta que las medidas de conservación se apliquen tanto fuera como dentro de su Zona Económica Exclusiva, sin embargo otros países como Perú, no lo hacen. Chile desde el momento que ratifique la ORP, no tendrá elemento de negociación cómo exigir a los países que no forman parte de ella para que las medias sean compatibles y se cumplan. Debe ser condición de Chile, para hacerse parte, que se garantice que los otros pesqueros de jurel también lo hagan y de paso, se garantice el porcentaje que nuestro país tiene y que año a año disminuye.





Lo primordial en este momento es proteger el principal recurso pesquero del país que se encuentra amenazado.”.





c) Greenpeace Chile.





“Quisiera por medio de este medio responder a la solicitud de opinión mediante oficio N°50 del 23 de Mayo del 2012.





Para Greenpeace, la declaración del ejecutivo cumple a cabalidad con los intereses de Chile en relación al manejo soberano de los recursos pesqueros transzonales de acuerdo a los artículos 44 y 22 párrafo 4 de la Convención. Donde además se consagra una de las mayores preocupaciones del ejecutivo y los representantes de la industria pesquera Chilena respecto a la compatibilidad de las medidas que se adopten en aguas internacionales y nacionales, respecto al manejo y conservación de los recursos transzonales.





En el caso de que las medidas adoptadas por la Convención no sean aceptadas por algún país ribereño, éste debe demostrar que las medidas adoptadas en sus aguas son igualmente efectivas en conservar los recursos, y además se exige que dichas medidas sean informadas conforme al Artículo 20, párrafo 4 y el Artículo 4 del texto de la convención.





Reiteramos la necesidad de ratificar en el más breve plazo la convención que amerita esta comunicación, puesto que tal y como hemos denunciado, cada día que pasa, es el recurso, los empleos y la economía Chilena la que sufre al no poder hacer frente, en el marco de un acuerdo vinculante, a la pesca no regulada en el Pacífico Sur.”.





d) Fondo Mundial para la Naturaleza, WWF.





“En relación a la materia consultada en carta de la Ref., mucho agradecemos la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, que usted preside, por tener en consideración la opinión del Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF por sus siglas en inglés) sobre esta materia de especial relevancia para los recursos pesqueros del área del Pacífico Sur, sobre los cuales Chile tiene especial interés.





En particular, es nuestra opinión que la declaración que el ejecutivo ha manifestado que formulará al momento de depositar el instrumento de ratificación de la "Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en la Alta Mar en el Océano Pacífico Sur" no hace otra cosa más que ratificar lo ya detalladamente consignado en los sub-literales ii) e iii), del literal a), del párrafo 4, del artículo 20 de la Convención. Por lo tanto, en la práctica, no debiera representar un elemento sustantivo o estratégico, a la hora de defender algún interés pesquero de Chile. Por otro lado, los asuntos de justicia distributiva o social - particularmente en relación a la pesca artesanal o grupos más vulnerables - debieran ser abordados mediante legislación o normas nacionales, teniendo como límite las cuotas o restricciones que se establezcan en el marco de la OROP del Pacífico Sur.





La WWF, que participó en las discusiones de negociación del texto de la Convención, cree firmemente que el texto de Convención acordado permite un adecuado arreglo institucional para el manejo responsable de las pesquerías bajo el mandato de la Convención. Por lo tanto, reiteramos nuestro urgente llamado a que la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado apruebe a la brevedad el texto de la Convención para su posterior ratificación.





Hasta la fecha 9 países han ratificado la Convención, siendo el último de ellos la Federación Rusa. Por lo tanto, el argumento dado por algunos sectores nacionales en el sentido de que no es oportuno ratificar la Convención hasta que países pesqueros de jurel no hayan hecho lo propio, ya no es válido. La Unión Europea, Corea del Sur y La Federación Rusa ya han ratificado y son importantes países pesqueros de jurel. Es momento de que Chile ratifique con lo cual la Convención entraría en vigor este año, y permitiría la adopción de medidas vinculantes durante la próxima reunión de la Comisión, en enero del próximo año en Auckland, Nueva Zelanda.”.





e) Asociación de Industriales Pesqueros A.G.- ASIPES.





“En relación al oficio RE/ 47/ 2012 de 23 de mayo de 2012, por el que solicita opinión respecto a la Declaración que el Ejecutivo ha manifestado formulará a la “Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano pacífico Sur”, señalo a Ud., que la Asociación de Industriales Pesqueros, ASIPES, ha sido desde el inicio partidario de la existencia de esta ORP. Sin embargo, en el curso de ella, ha manifestado fundadamente sus discrepancias respecto del curso de la negociación, que ha sido muy desfavorable a la conservación del recurso jurel y a los intereses pesqueros nacionales. Siendo proclive a que Chile se haga parte de esta organización solo cuando pueda cumplir el cometido para la que se creó, para lo cual es necesario que ingresen a ella todos los países relevantes en la pesca de jurel, incluidos Perú, China y Rusia y que en el caso de los países ribereños se comprometan dentro de su Zona Económica Exclusiva a compatibilizar las medidas de conservación propias con las que dicha ORP establezca.





De no ser así, el participar en ella nos dejará integrando una Convención que no tiene imperio para forzar a los pesqueros incumplidores y sin elemento de negociación, ya que el ingreso a ella, dada la importancia como país en las capturas de jurel es esencial para su legitimidad.





Mientras esas condiciones no se cumplan, conviene más al país dejar en suspenso la ratificación en el Senado.





El texto de la Declaración que el Ejecutivo desea efectuar, es inútil porque no hace más que repetir conceptos ya incluidos en el artículo 20 del texto de la Convención y es desafortunado porque al pretender hacer una reserva de la aplicación de las medidas de la ORP en la Zona Económica Exclusiva nacional, se insinúa una actitud similar a la de Perú y Ecuador durante el año 2011, que negando la compatibilidad mencionada, han capturado cifras seis veces superiores a las que les correspondían, dañando aún más el recurso jurel.





Por tanto, esta declaración es distractora respecto del problema de fondo que la participación de Chile encuentra actualmente en ese organismo.”.




f) Sindicato Interempresas de Trabajadores Oficiales de Naves Especiales y Regionales VIII Región.





“Honorable Senador, en relación al texto que el gobierno ha señalado como declaración ante una posible ratificación de la organización regional de pesca del Pacifico Sur, le señalo que este sindicato ha consultado a especialistas en derecho internacional, quienes les indicaron que la frase contenida en el oficio RE/26/2012 solo repite un concepto ya presente en el texto de la convención, que consiste en la posibilidad de los países ribereños de excluir sus 200 millas o zona económica exclusiva de las medidas que dicha ORP establezca en resguardo de alguna especie, por ejemplo, El Jurel. No parece sería una actitud como esta, ya que el empeño de nuestro país durante la negociación ha sido el contrario: que los países costeros acojan las medidas de conservación que la ORP disponga, la que se conoce como el “principio de compatibilidad” fue justamente el rechazo a esa compatibilidad lo que produjo la pesca desmesurada y sin control de los dos países vecinos del norte a la especie jurel el año 2011, lo que ha sido objeto de rechazo.





En consecuencia, la declaración propuesta por el ejecutivo, no tiene sentido ni utilidad para la conservación del recurso y más bien desprestigiarían a Chile, y no resuelve los problemas planteados por diversos actores en la audiencia que la comisión que usted preside tuvo a bien invitarnos, esto es, que ingresar a la ORP sin la presencia de los principales actores solo dará la imagen de que hay un organismo preocupado de la conservación en el Océano Pacifico Sur, en circunstancias que los que queden fuera actuaran como les parezca y Chile quedara amarrado a medidas de conservación que pueden ser convenientes pero otros países no respetaran.”.





g) Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile, CONFEPACH.




“Se nos ha consultado nuestra opinión acerca del alcance que esta organización le atribuye a la declaración que efectuaría la República de Chile al ratificar el instrumento del epígrafe, en adelante “la Convención,” la cual reza como se indica a continuación:





“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 44, Chile reafirma lo establecido en el Artículo 20, párrafo 4 de esta convención, en cuanto a que, para el establecimiento de medidas de conservación u ordenamiento aplicables a todo ámbito del recurso pesquero, se requerirá el consentimiento expreso de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados.”.





La declaración propuesta establece un derecho de veto a favor de los Estados ribereños interesados en el respectivo recurso pesquero.





Se plantean, en consecuencia, cuestiones acerca del alcance de esa declaración para un país como Chile, que califica como ribereño interesado en los recursos transzonales de la región.

El derecho a efectuar declaraciones a la Convención





En efecto, como se señala en la proposición de declaración, el Artículo 44 de la Convención permite efectuar declaraciones al firmar, ratificar o acceder a ella, con la limitación de que ellas no busquen excluir o modificar el efecto jurídico de las disposiciones de la Convención en su aplicación al respectivo Estado.





La disposición puede entenderse en relación a las normas sobre reserva a los tratados, dispuestas en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, del año 1969, y de la cual Chile es Parte. En esos términos, la referida declaración no constituye una reserva a la Convención, dado que ella, tal como se dispone en el referido Artículo 44 no podrá excluir o modificar sus efectos jurídicos respecto de Chile. De hecho, en su Artículo 43 y en línea con la práctica internacional relativa a este tipo de instrumentos que establecen regímenes de protección de recursos o de preservación del medio ambiente, se prohíbe efectuar reservas; mientras su Artículo 44 sí acepta la formulación de declaraciones que – entonces – no restrinjan la aplicación de este instrumento.





En cualquier caso, ésta Corporación deberá tener en consideración al aprobar tal declaración que, aun cuando ella se trate de un acto unilateral, la misma no deja de darse en el contexto de las obligaciones recíprocas de las Partes dentro de la misma Convención. Así debe tenerse preséntelo establecido por la Corte Internacional de Justicia en el Caso sobre el Derecho de Tránsito sobre Territorio Indio, en el año 1957, en el cual dicha corte declaró que cuando un caso le es sometido, es posible determinar en cualquier momento cuáles son las obligaciones recíprocas de las Partes de acuerdo con sus respectivas declaraciones (CIJ Reports, 1957, p. 143). Evidentemente, la redacción de la misma declaración propuesta hace referencia implícita a la consistencia de las medidas de conservación y ordenamiento relativas a un recurso pesquero en todo el rango de su distribución.

Alcance de la declaración propuesta a la ratificación de la Convención del Pacífico Sur





La declaración propuesta reitera la posición del Estado ribereño respecto del ejercicio de sus intereses sobre los recursos transzonales que se encuentren en su zona económica exclusiva y más allá de ella. El requerimiento de contar con el consentimiento expreso de los Estados que tengan intereses comunes o derechos de soberanía, ha sido experimentado en otros instrumentos. La fórmula tiene cierta referencia en la Convención para la Conservación de los Recursos Marinos Vivos Antárticos (CCRVMA), y en particular en el Acta de Wellington, de 19 de mayo de 1980, donde se reconoce el derecho de los Estados ribereños sobre la adopción de las medidas adoptadas conforme a esa convención dentro de sus respectivas aguas jurisdiccionales. Lo mismo ocurrió con la malograda Convención sobre los Recursos Minerales Antárticos (CRAMRA) que establecía un sistema de cámaras de decisión donde los Países Reclamantes disponían de un derecho de veto respecto de las actividades proyectadas dentro de sus respectivas reclamaciones.





De esa manera, y con las diferencias del caso, la propuesta declaración no escapa sustantivamente a la que ha sido la práctica de Chile en la defensa de sus intereses. Con todo, debe tenerse en cuenta que la proposición implica que una medida deberá contar con la aprobación de todos los Estados ribereños interesados, no pudiendo imponerse ella por la aceptación individual de alguno de ellos. Esto, porque debería entenderse que la fórmula plural que usa la proposición implicaría que, en el caso que un recurso se extendiera en zonas que interesen a dos o más ribereños, deberían ser todos ellos los que concurrieran a dar su aprobación explícita a la medida en cuestión. La fórmula, si bien presenta ventajas para Chile, al evitar que el concurso de uno o más ribereños de la región imponga una medida sobre él, puede acarrear el riesgo de que la Convención se haga inaplicable si uno de esos ribereños prefiere la opción de mantener su veto contra una medida. Las condiciones vecinales, evidentemente, podrían alentar este tipo de actitud. En cualquier caso, la fórmula de veto común, para este caso, parece representar la mejor opción para la posición de Chile y no parece apartarse del texto de la Convención en el párrafo 4 de su Artículo 20.





Por lo tanto, consideramos que la declaración propuesta a la ratificación de la Convención por parte de Chile:





a) no constituye en ningún caso una reserva a la misma Convención;





b) que ella deberá entenderse en el contexto multilateral de la misma Convención;





c) que ella es coherente con la práctica de Chile en la defensa de sus derechos soberanos;





d) que representa la mejor opción en el contexto de las relaciones vecinales en que se desarrollará la propia práctica de esta Convención.





En esos términos, salvo las prevenciones ya formuladas, la declaración propuesta no nos merece objeción si ella facilita el cumplimiento de los compromisos internacionales de Chile en materia pesquera.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.





El Director de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos de la Cancillería, señor José Luis Balmaceda, señaló que Chile formalizó esta iniciativa en febrero del año de 2006, con el objeto de proteger sus intereses pesqueros y sus reservas marítimas, especialmente en lo relativo al jurel, a través de un ordenamiento jurídico capaz de regular la pesca indiscriminada en alta mar y sus efectos en los recursos transzonales, también presentes dentro de su Zona Económica Exclusiva.





Indicó que más de veintiséis países participaron en las rondas negociadoras y que se necesitan ocho ratificaciones para que entre en vigencia, de las cuales hay siete a la fecha, entre ellas, Australia y Nueva Zelanda, dos de los tres proponentes de este proyecto, por lo cual el concurso de Chile resulta indispensable. Agregó que de no lograr este acuerdo antes de noviembre próximo, la Convención indica que la entrada en vigencia se producirá con la ratificación de diez Estados.





Manifestó que si nuestro país no ratifica la Convención podría sufrir serias consecuencias, por ejemplo, la pesca nacional realizada en alta mar podría ser calificada de pesca ilegal, no declarada y no reglamentada, en caso de no ajustarse a las medidas adoptadas por este instrumento internacional.





Expresó que la no ratificación de esta Convención comprometería seriamente la imagen internacional de Chile, ya que junto con Australia y Nueva Zelanda, son los responsable de esta iniciativa. Añadió que privaría a nuestro país del liderazgo en esta materia a nivel regional y quedaría fuera de las decisiones que adopte la comisión establecida en esta Convención, con la obligación de respetar las medidas de conservación que en ella se establezcan, conforme lo dispone la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR) y la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, y no podría presidir el Subcomité de Ordenamiento Subregional Este, orientando sus decisiones e influir en la comisión.





Indicó que la Convención salvaguarda íntegramente los intereses nacionales, consignándose una cláusula de salvaguarda en su artículo 20, que ratifica el derecho del Estado ribereño a someter o no, las pesquerías que se ejecutan dentro de su Zona Económica Exclusiva a las medidas que adopta en cada caso la organización. Precisó que, con el fin de asegurar la plena y efectiva aplicación de esta Convención, Chile está dispuesto a realizar una declaración, al momento de depositar el instrumento de ratificación, para asegurar que sus derechos no se verán comprometidos por un eventual incumplimiento de la Convención.





A continuación, el Honorable Senador, señor Letelier dejó constancia de la ausencia de los Ministros de Relaciones Exteriores y Economía en la sesión de la Comisión, teniendo presente la importancia del Convenio.





La Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa, señaló que es sustantivo que la ratificación se produzca antes de la entrada en vigencia de la Convención, la que podría materializarse con esta ratificación. Enfatizó que es necesario que nuestro país sea parte, a fin de poder participar en los comités correspondientes.





El señor Balmaceda indicó que, desde el punto de vista de la Cancillería, este tema es relevante, pues hasta la fecha no existe disposición internacional que regule la pesca en alta mar. Aclaró que el Canciller viene llegando de Colombia, razón por la cual no pudo asistir a la reunión.





Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro, preguntó cuáles son los países que han ratificado esta Convención.





El señor Balmaceda respondió que Australia, Belice, Islas Cook, Cuba, Islas Feroe, la Unión Europea y Nueva Zelanda han ratificado la Convención. Añadió que Rusia, Corea del Sur y Perú se comprometieron a ratificar este año la Convención.





El Honorable Senador señor Tuma consultó cómo se hará la fiscalización en alta mar y en el puerto.





A su vez, el Coordinador Regional de Pesquerías del Fondo Mundial para la Conservación de la Naturaleza, señor Mauricio Gálvez, sostuvo que esta Convención debe ser ratificada a la brevedad, sobre todo por la situación en que se encuentra el jurel. En este sentido, agregó que se pueden acordar planes y medidas respecto del jurel, o bien, establecer cuotas. Indicó que la ratificación puede hacer sustentable el desarrollo de dicho recurso y proteger otros, como la jibia, la caballa y la reineta. Puntualizó que la Convención no sólo resguarda al jurel, sino que también protege otros sistemas vulnerables.





Por su parte, la Consejera Política de Campañas de Greenpeace, señorita Elizabeth Soto, manifestó que es importante la ratificación de esta Convención para la protección del ecosistema marino, ya que los acuerdos ahora serán vinculantes y sus incumplimientos serán sancionados. Destacó que este acuerdo ayudará al jurel, el cual se ha visto notoriamente perjudicado, por lo que, si no se ratifica la Convención, se dará una señal preocupante para la conservación de los ecosistemas marinos.





Luego, la Presidenta de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, señora Zoila Bustamante, expresó que la pesca artesanal no participó en los talleres internacionales de esta Convención, la cual no solo regula más allá de las 200 millas marinas, sino que también regula la Zona Económica Exclusiva, situación con la cual no concuerda.





El Director de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, señor Miguel Ávalos, manifestó que los pescadores artesanales son quienes más se preocupan de la conservación de los recursos marinos. Añadió que esta discusión puede clarificar la incertidumbre de por qué no se consultó a los pescadores artesanales para efectos de conservar ecosistemas marinos. Agregó que la soberanía del país no puede estar en juego, pues la pesca artesanal sufrirá perjuicios, por ejemplo, en materia de jibia, sin considerar las complicaciones en materia de empleo que pueden llegar a producirse.





El Honorable Senador, señor Pizarro manifestó que en el debate se han planteado inquietudes que requieren de un análisis más profundo, para efectos de hacer una evaluación más global de cómo se implementará esta Convención, ya que podría lesionar derechos que se nos reconocen como país.





Agregó que el diseño de la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros de alta mar en el Océano Pacífico Sur no garantiza una protección adecuada, debido a que cada país puede hacer reserva dentro de su Zona Económica Exclusiva. En este sentido, destacó que Perú ha realizado acciones que han lesionado los intereses de nuestro país, por cuanto no se han puesto límite de captura. Por lo tanto, enfatizó que debería ratificarse siempre que existan garantías de que los países vecinos cumplan los acuerdos.





Enseguida, el Honorable Senador señor Tuma indicó que esta Convención puede transformarse en una herramienta de competencia desleal, por lo que se requiere saber cuáles son los países que la han firmado y cuáles la van a firmar. Además, demandó que es prudente conocer cuáles son los mecanismos de fiscalización para observar el cumplimiento.





Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma preguntó cómo encontrar un mecanismo que proteja el ecosistema y a la vez nuestros derechos. A continuación, sostuvo que si Chile firma, Perú deberá hacer lo mismo.





Respecto de la reserva, agregó, que ésta apunta a salvaguardar la pesca artesanal. Agregó que si existe el convencimiento de que es un mecanismo de salvaguarda de ecosistemas y que tiene un sentido precautorio, se debería ratificar esta Convención.





El Honorable Senador señor Letelier precisó que es la primera vez que se informa este proyecto. Sin embargo, valoró los instrumentos de conservación de estos recursos y su carácter precautorio.





Aclaró que es importante determinar los alcances que tendrá esta Convención respecto de la fijación de cuotas y las consecuencias que podría tener en nuestro ordenamiento interno. A su vez, consultó qué países tienen la cuota más alta de captura en alta mar y si se dejó constancia de la reserva en la Cámara de Diputados, solicitando que se deje copia del texto de la misma.





El señor Balmaceda precisó que, para evitar el desempleo y el colapso de la pesquería nacional, es necesario ratificar la Convención. Agregó que en la Cámara de Diputados se hizo presente una reserva, con el objeto de asegurar y perpetuar en el tiempo especies tales como el jurel. En la declaración nuestro país se reserva el derecho a fijar cuotas de captura, de acuerdo con el artículo 20 párrafo 4 de la Convención.





Hizo presente que nuestro país ha desarrollado una diplomacia agresiva para que se ratifique esta Convención. Al respecto, informó que la Federación Rusa ya adoptó una decisión política para ratificar esta Convención, al igual que Perú y Corea del Sur. Precisó que la intención del gobierno peruano es tener ratificada esta Convención antes del mes de noviembre de este año, mientras que China pretende ratificarla antes del segundo semestre.





Explicó que la propia Convención establece un mecanismo de sanción para los países que no la han ratificado. En el evento de que Perú no ratificara, la Unión Europea podría solicitar sanciones. Sin perjuicio de lo anterior, el artículo 27 del Tratado establece un mecanismo de fiscalización, incluso aplicable a los transbordos en alta mar.





Agregó que el ejercicio realizado por la Cancillería nos lleva necesariamente a la conclusión que no hay otro camino que la ratificación, para efectos de ser consecuente con nuestro comportamiento internacional y favorecer la pesca artesanal. Enfatizó que es fundamental ratificar cuanto antes, por cuanto Chile podría llegar a la presidencia de un subcomité. Por lo tanto, si no se ratifica, otros países presidirían esa instancia.





El Honorable Senador señor Pizarro señaló que no hay posibilidad de que los otros países acepten las cuotas de captura que propone Chile, agregando que la Comisión Científica establecerá dichas cuotas.





La señora Saa precisó, respecto de los modelos de cuotas de captura, que Chile propuso uno que fue aceptado. Añadió que se debe considerar que Chile integra el comité científico.





El Honorable Senador señor Letelier preguntó quiénes son las personas que integran este comité científico, chilenos y extranjeros. Agregó que si Corea y Rusia van a ratificar esta Convención, ésta entrará en vigencia, sin necesidad de que nuestro país lo haga.





El Honorable Senador señor Coloma expresó su desacuerdo con lo expuesto con el Honorable Senador señor Letelier, por cuanto nuestro país al ratificar obtendrá beneficios y responsabilidades dentro de la propia Convención.





El Honorable Senador señor Letelier indicó que el Honorable Senador señor Pizarro hizo un planteamiento sobre los procesos de conversación con otros países. En ese sentido, señaló que el argumento de que esté Chile y no Perú o Colombia, puede ser más negativo que favorable. Por último, solicitó expresamente se informe por parte del Ejecutivo los datos de los que están haciendo captura y copia de la declaración que se pretende realizar





La señora Saa, explicó que la Convención se aplica para la alta mar. Sin embargo, precisó que cada Estado puede incorporar voluntariamente su Zona Económica Exclusiva, lo cual se hace año a año. Añadió que si no se incorpora la Zona Económica Exclusiva se gatillarán otra responsabilidades, por lo que Perú no podrá hacer una reserva y fijar la cuota que ellos quieran.





A continuación, el abogado de la Unidad Internacional de la Subsecretaría de Pesca, señor Osvaldo Urrutia, manifestó que la adopción de medidas de conservación se hará a través del comité. Indicó que se podrán adoptar medidas del control de pabellón, de puerto, etc. Sin embargo, explicó que el peor escenario es el que tenemos en la actualidad, por cuanto las medidas internas no son vinculantes en el derecho internacional, por lo que la única forma de contrarrestar lo que hace Perú es ratificando la Convención, para que ellos deban hacer lo mismo, si es que no quieren que sean considerados dentro de la pesca ilegal.





El Honorable Senador, señor Letelier, indicó que en la Cámara de Diputados se vio la declaración sólo en la Sala y no en la Comisión de Relaciones Exteriores.





El Ministro (s) de Relaciones Exteriores, señor Schmidt, corroboró que la declaración se vio en la Sala de la Cámara de Diputados pero no en la Comisión de Relaciones Exteriores.





En la siguiente sesión, el consultor, señor Andrés Couve, expresó que la Convención es el producto de cuatro años de negociaciones, donde se cometieron graves errores en las sesiones iniciales, en especial, en la aceptación de las medidas interinas que resultaron muy inconvenientes a los intereses nacionales y en especial a la conservación del recurso jurel.





Explicó que las principales cláusulas inconvenientes son, las siguientes:





La primera, que los Estados pueden ejercer reserva de su Zona Económica Exclusiva, aplicando la Convención solo a la alta mar, lo que impide una efectiva conservación del stock completo de recursos transzonales como el jurel. Indicó que ha sido el caso de Perú que capturó en 2011 más de 200.000 toneladas, y de Ecuador, que capturó 80.000 toneladas dentro de sus Zona Económica Exclusiva, al margen de las medidas interinas aprobadas en Cali en enero de 2011.





Señaló que un segundo factor negativo es que los Estados que no pertenecen ni pescan en el área pueden participar en los comités subregionales y distorsionar gravemente las decisiones sobre las cuotas de captura y la participación en ellas.





Precisó que falta que importantes Estados ratifiquen la Convención como China, Rusia, Perú y Corea. Añadió que para la entrada en vigencia de dicho Convenio se requiere, en una primera etapa, de ocho ratificaciones, de las cuales en la actualidad existen ocho, pero sin la calificación requerida, pues tres deben ser Estados pesqueros de aguas distantes, condición que está cumplida (Belice; Cuba; Unión Europea e Islas Faroe y Corea); tres deben ser Estados costeros con representación de la costa oriental y de la costa occidental del Océano Pacífico, por el momento hay tres, estos son Nueva Zelanda, Islas Cook y Australia, todos de la costa occidental, por lo que si Chile u otro Estado del pacífico sur-oriental ratifican la Convención ésta entra en vigencia. Añadió que en una segunda etapa se necesitan diez ratificaciones., pues si a los tres años de su adopción (noviembre 2009) no entra en vigencia con ocho ratificaciones con calificación, lo hará seis meses después de la décima ratificación sin importar el origen de ellas.





Agregó que durante el año 2010 Rusia, Perú y China, realizaron declaraciones falsas de capturas. Explicó que la principal incidencia de lo anterior radica en que si las declaraciones fueran fidedignas, la participación base de Chile en la pesca de jurel en el pacífico sur oriental en 2010 sería de 70% y no de 62% como aparece hoy registrado en la Secretaría Ejecutiva. Hizo presente que es aconsejable realizar anticipadamente el ejercicio de cuál sería la participación futura de Chile en la pesquería del jurel, en el escenario actual, en que la Convención entraría en vigencia con nueve ratificaciones, cumpliendo el principio de un mínimo de ocho ratificaciones con calificación, escenario que se produciría automáticamente si Chile ratifica ahora.





Además, manifestó que la Convención no garantiza la conservación, en especial, del jurel chileno, ya que hasta el momento más bien ha contribuido a empeorar la situación, aumentándo indiscriminadamente el esfuerzo pesquero, las capturas y la no observancia de las medidas interinas de conservación y manejo. Aparte, señaló que no garantiza los intereses nacionales, en particular respecto de la mantención de su participación histórica, agravada por el hecho de las licitaciones de las cuotas globales de pesca con acceso internacional. Advirtió que no existe la voluntad de reconocer la participación de Chile, aparte de que no tenemos los votos para lograrla.





Concluyó que es indispensable que ratifiquen los Estados pesqueros de importancia, de manera de garantizar una cobertura mayoritaria de la captura y el esfuerzo pesquero en el jurel. Aclaró que, de otro modo, solo los ratificantes estarán obligados a cumplir con todas y cada una de las normas de conservación y manejo, mientras los no ratificantes seguirán actuando libremente como lo han hecho hasta ahora. Además, los países del pacífico sur oriental deben homologar sus políticas de exclusión de sus Zona Económica Exclusiva, de tal modo de no introducir asimetrías que afectan la conservación del recurso y la participación de Chile. A su vez, debe hacerse un seguimiento de los procesos de ratificación y analizar los distintos escenarios que se producen al ratificar alguno de los Estados del Pacífico sur oriental y evaluar los compromisos que adquiere nuestro país al ratificar la Convención. Por último, puntualizó que es necesario despejar el tema de las licitaciones a fin de evitar la internacionalización de la pesca nacional por esta vía.





Luego, el Gerente de la Asociación de Industriales Pesqueros A.G. (ASIPES), señor Luis Felipe Moncada señaló que en el año 1995 el jurel comenzó a verse afectado por la pesca indiscriminada, por lo cual se debatió, hasta cerca del año 2000, acerca del origen de esta situación. Añadió que, posteriormente, en el año 2001, comienzan a llegar buques factorías, principalmente provenientes de China. Sin perjuicio de lo anterior, explicó que en las negociaciones de la Convención se trató de establecer limitaciones a la situación de los citados buques.





Agregó que en enero de 2011 se establece una cuota para todo el océano pacífico respecto del jurel, lo cual fue incumplido por Perú, Ecuador y Corea, quienes señalaron que ellos pueden capturar sin límite alguno dentro de su Zona Económica Exclusiva.





Señaló que nuestro país no debe estar obligado a ratificar una Convención de una organización internacional que no cumple sus funciones. Reiteró que no es el momento de ratificar este instrumento internacional, principalmente por lo difícil que puede resultar ejercer presión sobre los países incumplidores y lo poco creíble que sería poder ejercer dicha presión sobre países como China o Perú. En consecuencia, sugirió que sería más conveniente ratificar una vez que estos países lo hagan primero. Añadió que el sector pesquero nacional está en contra de la referida Convención.





Por su parte, el Presidente de la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile, señor Hugo Arancibia, manifestó que los Estados que adoptan medidas de conservación deben considerar los derechos e intereses de los pescadores artesanales, lo cual también se expresa en el código de conducta responsable para la pesca de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO).





Agregó que la Convención de Auckland sobre la Conservación de los Recursos Pesqueros del Pacifico es un instrumento en línea con el derecho internacional, pues otorga un rol preponderante al Estado ribereño, lo que coincide con nuestro interés nacional, por una parte, porque la misma Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, al regular las obligaciones del mismo Estado ribereño sobre la Zona Económica Exclusiva, exige que al aplicar medidas de conservación, el Estado costero debe tener en cuenta las necesidades económicas de las comunidades pesqueras ribereñas.





Precisó que la Convención nos proporciona un foro para velar por la conservación de esos recursos, escenario del que hoy no se dispone. Añadió que ella recoge, en general, el desarrollo del derecho internacional de pesquerías, incluidas sus prácticas y principios. Aclaró que el proceso de adopción de decisiones no se aparta de los conceptos de consistencia entre las zonas económicas exclusivas y la alta mar. Asimismo, establece órganos subsidiarios que protegen la posición del pescador costero, y un régimen de recolección de datos e intercambio de información que es absolutamente necesario hoy en día.





Indicó que se establece un mecanismo de deberes y derechos del Estado del puerto, el cual se ha mostrado como una herramienta eficaz para desincentivar la pesca ilegal, no declarada o no reportada. A su vez, cuenta con disposiciones sobre vigilancia y aplicación efectiva de las medidas adoptadas, así como con un sistema de observación científica. Indicó que no menos importante es la disposición acerca de los mecanismos de solución de controversias, que refieren al Acuerdo de Nueva York de 1995, sin innovar respecto a la adhesión de los Estados respecto de este acuerdo.





Por lo expuesto, manifestó su apoyo a la ratificación de la Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacifico Sur, pues el entorno vecinal y global es cada vez más exigente y Chile no puede ser un observador pasivo de procesos internacionales que le incumben directamente.





Seguidamente, el Gerente General de la Sociedad Nacional de Pesca, señor Héctor Bacigalupo, señaló que debe velarse por mecanismos que aseguren la conservación de las especies, pues se han cometido errores que han impedido un resguardo efectivo. Por ello, manifestó que no es el momento oportuno para ratificar la Convención, fundamentalmente porque falta clarificar algunos aspectos, entre ellos, el incumplimiento de medidas internas de China, Perú y Rusia, en lo relativo a cuotas de captura y tipo de flota, y el hecho de que Cuba y Venezuela incorporaron buques no permitidos. En consecuencia, precisó que es indispensable tomar medidas para que se cumplan las medidas al momento de entrar en vigencia la Convención.





Sin perjuicio de lo anterior, agregó que lo ideal sería una ratificación simultánea de la Convención o el compromiso formal en el cumplimiento de medidas de conservación y manejo. Advirtió que algunas naves pesqueras extranjeras tienen ventajas comparativas, por efecto de subsidios, sin considerar que operan barcos factorías y no entregan empleos en Chile como lo hace la flota nacional. Además, expresó que la ratificación ofrece acceso inmediato a nuestros puertos, por lo que, si se decide ratificar esta Convención, se debe tener claridad en cuanto a las medidas de control que se van a ejercer.





Por su parte, el Presidente del Sindicato Nacional de Oficiales de Pesca, señor Michael Campillay, manifestó que esta Convención es sólo un acto de buena voluntad, mediante el cual Chile entrega, lamentablemente, su Zona Económica Exclusiva, ya que aplica normas desde la milla cero. Agregó que ello ha significado un aumento de la cesantía en puertos como Tocopilla e Iquique. Indicó que en el norte de nuestro país existe un stock distinto de los recursos que hay en el sur, y que es la zona septentrional la que ha soportado en gran parte el sistema de cuotas.





Concluyó que Perú se está beneficiando con estas medidas, principalmente, por la errónea decisión de hacer aplicable las normas de esta Convención dentro de nuestra Zona Económica Exclusiva.





A continuación, el Presidente del Sindicato Interempresa de Trabajadores y Tripulantes de Naves Sardineras de la Provincia de Concepción, señor Mario Carrillo, señaló que la posición de su organización sindical es que siempre será mejor tener una regulación que quedar al libre albedrío en materia pesquera, más aún, cuando por décadas el jurel fue sobreexplotado por la industria nacional y por la flota pirata depredadora, que trabajo por años y sin control, a lo largo y ancho del pacifico. Además, manifestó su preocupación de que se ratifique esta Convención sin saber que harán Perú y Ecuador en esta materia.





Agregó que nada asegura a nuestro país que no se seguirá disminuyendo el porcentaje de participación nacional en las capturas, pues, al comienzo de las negociaciones, se poseía un 85 % de la cuota de jurel asignado en el pacifico, porcentaje que actualmente alcanza al 65%. Aclaró que lo restante ha sido asignado a nuevos actores que se han sumado a este concierto pesquero internacional, pese a no tener historia ni habitualidad pesquera en la región. En consecuencia, expresó que habría sido más pertinente esperar que fuera ratificado por nuestros vecinos, con el fin que se comprometieran a respetar las medidas de conservación y de asignaciones de cuotas.





Luego, el abogado asesor de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales en Chile, señor Cristian Tapia, manifestó que el decreto supremo N° 123 del año 2004, del Ministerio de Economía, que fija la política de uso de puertos nacionales para buques que operen en alta mar adyacente, estableció un límite a la política de puertos abiertos, disponiendo facultades al Estado Puerto para exigir medidas de conservación. Sin embargo, precisó que en el Acuerdo de Pesca entre la Unión Europea y Chile sobre el Pez Espada, las Partes dispusieron que no estarían vinculadas por medidas específicas de conservación que prescriban una talla mínima para las especies capturadas.





Agregó que el artículo 19 de esta Convención preceptúa que la Comisión dará pleno reconocimiento a las necesidades especiales de las Partes Contratantes que sean Estados en desarrollo en la región, para mejorar la capacidad de tales Estados, para conservar y manejar los recursos pesqueros y desarrollar su propia pesquería de esos recursos; ayudarlos para que puedan participar en la captura de recursos pesqueros, lo que incluye facilitar el acceso a esos recursos pesqueros y facilitar su participación en el trabajo de la Comisión y de sus órganos subsidiarios.





Respecto a la asignación de cuota a los Estados en base a la historia, precisó que constituye uno de las variables a considerar, aunque no la única. Añadió que no existe certeza alguna de mantener la actual participación en la pesquería, pues los países podrían imponer a Chile más reducciones de su cuota porcentual.





Agregó que la Convención regula a todas las especies altamente migratorias, transzonales y discretas en el Pacífico Sur -Jurel, Orange roughy, caballa, jibia y reineta-  que son, a su vez, objetivo de la pesca artesanal. Al respecto, resaltó que no existen medidas de protección para la flota artesanal y que no se han visto los efectos en pesquerías distintas al jurel. Sugirió que debería existir una mayor claridad en la estrategia del gobierno en materia de compatibilidad de las medidas que se adopten a raíz de esta Convención, específicamente, en el caso de la cuota de jurel para el año 2012; la estrategia en materia de fijación de cuotas; la autorización a una cuota para toda el área o la fijación de cuota para Zona Económica Exclusiva.





A su vez, el representante de Greenpeace Chile, señor Samuel Leiva, expresó que la crisis del jurel no se produce únicamente por la responsabilidad de las flotas extranjeras, sino que también por la industria nacional, que ha pescado especímenes de menor talla que lo estipulado. En este sentido, afirmó que nuestro país también se encuentra incumpliendo con la Convención.





Indicó que los criterios sobre fijación de cuotas favorecen a Chile, constituyendo la situación ideal el cumplimiento de las recomendaciones científicas en la captura de cuota.





El Honorable Senador señor Coloma precisó que la discusión radica, básicamente, en la oportunidad en que se ratifica esta Convención. Agregó que debemos tomar una decisión como país y que existe una declaración planteada con esta lógica, de acuerdo a la necesidad de adoptar medidas en esta materia.





El Honorable Senador Letelier manifestó que existe molestia por la negociación que se realizó con la Unión Europea. Añadió que el problema es si Perú ratifica o no en el mes de noviembre. Preguntó por qué se pretende ratificar ahora y no en seis meses más, por cuanto, de acuerdo con el principio de libre uso de los puertos podemos dar ventajas comparativas. En relación con la declaración, consultó si el texto es susceptible de modificaciones o de perfeccionamiento.





El Honorable Senador Tuma indicó que el representante de Greenpeace señaló la responsabilidad que tiene nuestro país en la crisis del recurso jurel, situación que nos debe llevar a lograr niveles de protección de la pesca artesanal. Por último, preguntó cómo avanzar junto a otros países en medidas de protección que sean cumplidas por todos.





Luego, la Asesora Legislativa del Ministerio de Economía, señora María Luisa Baltierra, precisó que la pesquería transzonal se debe regular mediante tratados internacionales, ya que la condición de dicha pesquería es frágil, por ello se debe ratificar esta Convención ahora. Recordó que la captura de Rusia es enorme en cuanto a cuota y que, en la actualidad, no tiene límite ni sanción alguna. Expresó que la mejor forma de enfrentar a China y Perú es a través de organismos internacionales y no mediante trato directo.





En relación con la declaración, sostuvo que esa norma está en la Convención y cada Estado decide año a año, si aplica cuotas de captura dentro de su Zona Económica Exclusiva. Respecto del tema relativo a la libertad de puertos, aclaró que dicha situación se regula por el decreto supremo N° 123, del año 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el cual establece que las naves de bandera extranjeras que no colaboran con medidas de protección no entran a puerto chileno, situación que se mantiene con esta Convención.





El Ministro de Relaciones Exteriores (s), señor Fernando Schmidt, hizo presente la responsabilidad que tiene nuestro país al ser uno de los promotores de esta Convención. Expresó que el agotamiento del jurel es una realidad, y que entre los meses de enero y febrero se ha pescado más de lo permitido para todo el año.





Por otra parte, señaló que el incumplimiento de países como Perú y Ecuador se debe, principalmente, a que las recomendaciones son voluntarias y no obligatorias, por lo cual es necesario denunciar la pesca ilegal.





Aseguró que el proyecto que aprueba esta Convención está a punto de entrar al Consejo de Ministros de Perú. Añadió que en Rusia la tramitación se encuentra terminada y sólo falta la entrega o depósito del documento.





Reiteró la importancia de ratificar esta Convención a la brevedad, pues se necesita denunciar la pesca depredadora y terminar con las medidas internas voluntarias, a fin de hacerlas obligatorias. Además, explicó que para nuestro país es sumamente necesario participar en el Comité de Ordenamiento Subregional. Por último, hizo presente que el texto de la reserva o declaración es susceptible de perfeccionamiento o modificación.





El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Pablo Longueira, aseguró que el más favorecido con la vigencia de esta Convención es Chile.





Manifestó que existe un compromiso claro del Estado de Chile en los organismos internacionales con la sustentabilidad en la pesca.





El Honorable Senador Letelier dejó constancia que el proyecto en estudio recién entró al Senado en el mes de abril.





En la siguiente sesión, el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Alfredo Moreno, expresó que las posiciones sobre el tema han variado con el transcurso del tiempo, principalmente en lo que respecta al recurso jurel. Agregó, en relación a las medidas interinas, previa fijación de cuota por vía científica, que no se determinó lo que era la pesca histórica. Indicó que para aprobar medidas interinas se necesitaba el apoyo de Perú y se fijaron cuotas a respetar mientras se ratificaba la Convención.





Indicó que el objetivo es lograr que la mayor parte de los países signatarios puedan ratificar la Convención, a fin de poder resguardar el recurso transzonal, en particular, el jurel. Añadió que, para ello, es necesario aprobar a la brevedad el Convenio, para acelerar la ratificación de otros Estados.





El Honorable Senador señor Tuma consultó la opinión del Canciller en cuanto a la conveniencia de ratificar simultáneamente el texto por los parlamentos chileno y peruano, debido a que la oportunidad es un aspecto a considerar para la aprobación de esta Convención.





A su vez, el Honorable Senador señor Kuschel preguntó si el Canciller tiene conocimiento del estado de avance de la ratificación de la Convención en el parlamento peruano.





El Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es el rol de Chile para hacer que Perú ratifique esta Convención.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier señaló su preocupación por la oportunidad de la ratificación de la Convención, a objeto de lograr un mejor respaldo.





Agregó que la declaración influye en las cuotas internas y en la apertura de puertos, por lo que estima que es mejor negociar dicho texto, a fin de que los actores no se sientan perjudicados. Además, manifestó su desacuerdo para negociar cuotas científicas en materia de pez espada.





El Canciller señor Moreno expresó que actualmente nuestro país tiene cerca del 62% de la captura del jurel, razón por la cual nos interesa conservar el recurso, a objeto de que no se acabe. Añadió, que por ello se necesita que una Convención Internacional cautele el recurso jurel.





Con respecto a Perú, expresó que Chile tiene el problema de que en el norte no hay cuota de captura y en el sur sí.





Explicó que en el evento que Perú ingrese su cuota a su Zona Económica Exclusiva no habría inconveniente, y si no la ingresa Chile puede pedir sanciones en base a medidas compatibles. En definitiva, señaló que Perú va a ratificar, pero tiene menos interés que Chile, por cuanto tiene menos porcentaje de captura de jurel.





El Honorable Senador señor Letelier preguntó cuándo se determina la cuota histórica.





En Canciller señor Moreno respondió que Chile tendría el 62% de cuota de captura del jurel y el Perú alrededor del 20% de cuota de captura del jurel.





El Honorable Senador señor Letelier aclaró que lo que está en discusión es la oportunidad de la ratificación.





El Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, expresó que para estabilizar ese 62% de cuota de captura del jurel se debe propender a un esfuerzo para la sustentabilidad, que se consigue con la aprobación del Tratado.





La señora Baltierra indicó que una vez que se apruebe o ratifique la Convención se fijará una cuota permisible, donde el principal criterio que se usará es la captura histórica.





Destacó que van a primar los años de historia para medidas interinas, que no son vinculantes, y que la negociación se hará en base a lo sucedido entre los años 2009 a 2011.





El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó a la Cancillería porqué conviene aprobar el Convenio, sin importar si ratifica Perú.





A su vez, el Honorable Senador señor Kuschel cuestionó la demora en la ratificación de esta Convención.





El Honorable Senador señor Tuma señaló que el 62% de la cuota de captura del jurel es una estimación. Sin embargo, preguntó cómo se fijó el 70% que había con anterioridad.





El Canciller señor Moreno contestó que la demora se debe a que desde el año 2005 se trató incluir a otros países que no tenían interés. Respecto de los porcentajes, explicó que éstos corresponden a números efectivos, el 62% de cuota de captura dice relación con el año 2010. A su vez, señaló creer que el 62% del año 2010 va a ser lo que se fije como cuota de captura histórica.





El Subsecretario de Pesca señor Galilea precisó que Chile ha tomado medidas en materia pesquera. Sin embargo, expresó que éstas surtirán efectos en la medida que todos hagan esfuerzos en forma simultánea.





El Honorable Senador señor Letelier expresó que el Estado chileno es uno de los principales responsables del deterioro del recurso jurel. Añadió que nuestro país ha fijado cuotas en materia de jurel que no han servido a efectos de la conservación del recurso. Agregó que todos los Estados que sean parte de este Tratado tendrán una ventaja comparativa en nuestros puertos, señalando que es necesario cambiar el texto de la declaración.





El Honorable Senador señor Coloma manifestó que es fundamental ratificar el Convenio a la brevedad, por cuanto es necesario colaborar con la sustentabilidad del jurel.





El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, precisó que la historia de la ratificación de esta Convención descansa sobre cuatro ejes: período de negociación del año 2005 al año 2009; post año 2009, con una carrera por obtener el recurso que es dañina para Chile; medidas interinas, voluntarias y no vinculantes, y el resguardo a nivel internacional vía la ratificación de la Convención. Al respecto, preguntó por qué los industriales se oponen a la ratificación.





El Canciller señor Moreno indicó que el año 2005 se fijó la cuota de captura, la cual fue la génesis de la negociación de esta Convención.





El Honorable Senador señor Letelier señaló que el sector industrial del norte ha ejercido presiones evidentes en esta materia.





El señor Balmaceda expresó que Chile tiene la posibilidad de incorporar o no nuestra Zona Económica Exclusiva a la cuota global de captura.





El Honorable Senador señor Letelier precisó que la cuota puede incidir en nuestra Zona Económica Exclusiva.





El señor Balmaceda manifestó que acelerar el trámite de ratificación significa presionar al Perú para que lo apruebe. Además, expresó que en la práctica deberá tener compatibilidad entre lo que pesque en su Zona Económica Exclusiva y lo que pesque en alta mar, pudiendo recibir sanciones comerciales de no existir dicha compatibilidad.





Respecto del tema del pez espada, respondió que nuestro país no ha firmado dicho documento, por tanto, no está vigente en modo alguno.





Aclaró que, en consecuencia, Chile no firmará el texto mientras no se dé cumplimiento a los requerimientos del sector privado. Concluyó señalando que la talla mínima que establece la Unión Europea para el pez espada, es mayor a la talla mínima que tenemos en nuestro orden interno.





La señora Baltierra indicó que el Decreto N° 123, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, está vigente. Por lo tanto, la nave extranjera que no está en cumplimiento de las medidas de cooperación o medidas interinas no podrá entrar en nuestros puertos. Por otra parte, precisó que la declaración no modifica el texto internacional por lo que no constituye una declaración interpretativa.





En la siguiente reunión, el Subsecretario señor Schmidt expresó que Rusia ya depositó el documento en el organismo correspondiente. Añadió que la sociedad civil peruana también ha manifestado su intención de ratificar la Convención, por lo que el documento correspondiente ya pasó al Consejo de Ministros.





Agregó que es fundamental para la conservación de los recursos, en especial del jurel, el poder contar con un mecanismo que sea vinculante para los países.





Indicó que los mecanismos que obligarían a Perú se encuentran en la propia Convención y en el Derecho Internacional. Advirtió que dicho país señaló, no obstante no ser parte de CONVEMAR ni del Acuerdo de Naciones Unidas sobre poblaciones de peces traszonales y poblaciones de peces altamente migratorios, que estas normas son aplicables en la medida en que forman parte del Derecho Internacional consuetudinario o reflejan los principios generales del Derecho.





El Honorable Senador señor Pizarro fundó su abstención en la votación expresando que los actores del sector pesquero han planteado con fuerza el tema de la oportunidad de la ratificación. Añadió que no se han respondido con claridad sus inquietudes al respecto, razón por la cual se abstiene.





Por su parte, el Honorable Senador señor Kuschel fundó su voto a favor en razón de los antecedentes que se han entregado por las autoridades ministeriales durante el transcurso del debate, en particular, la conservación de los recursos marinos transzonales y el resguardo de los intereses pesqueros nacionales.





El Honorable Senador señor Coloma fundó su voto a favor señalando que la Convención en estudio le hace bien al mundo, ya que el tema de la extinción del recurso jurel es un tema de relevancia internacional. Agregó, en segundo lugar, que el instrumento internacional hace bien a nuestro país, pues fuimos uno de los principales promotores.





Por último, indicó que, desde el punto de vista de la estrategia, no da lo mismo entrar a una Convención para participar en la toma de decisiones que sólo ser sujeto pasivo de ellas.





A su vez, el Honorable Senador señor Tuma fundó su voto a favor indicando que sería inconveniente, por los efectos políticos y diplomáticos que acarrearía, que Chile se quede atrás en la aprobación de esta Convención, toda vez que ha sido un país impulsor de la iniciativa. Añadió que, en todo caso, sería conveniente que Perú la aprobara junto con Chile. Señaló que habría preferido aplazar la votación.





El Honorable Senador señor Letelier fundó su voto a favor precisando que lamenta no poder crear un cuadro distinto, pues debió existir una mayor coordinación con Perú.





Agregó que no le parece adecuada la lógica de ratificar para obligar a otros Estados a actuar de la misma manera. Hizo presente que la Cancillería perdió una oportunidad de dar señales de cooperación.





Criticó la actitud de los actores en materia pesquera, los cuales han tenido una conducta irresponsable en la conservación del recurso.





Finalmente, reiteró su solicitud para que la declaración pueda ser modificada, si fuere el caso.


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier y Tuma. Se abstuvo, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur”, hecha en Auckland, el 14 de noviembre de 2009.” 

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 17 de abril, 8 y 22 de mayo, y 5 de junio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Kuschel Silva, Jorge Pizarro Soto y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 5 de junio de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EN LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES LA CAUSAL DE CESACIÓN TEMPORAL EN EL CARGO DE CONCEJAL

(8291-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su segundo informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosain Sabag, con urgencia calificada de “suma”.

- - -


Prevenimos que este proyecto, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional pues incide en normas de esa jerarquía contenidas en la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.

- - -

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Establecer en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades una causal de cesación temporal en el cargo de concejal.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: una.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


4. Indicaciones rechazadas: no hay.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


6. Indicaciones retiradas: no hay.

- - -

II. DESCRIPCIÓN DEL ARTICULADO DEL PROYECTO Y DE LAS INDICACIONES RECAÍDAS EN ÉL


El proyecto aprobado en general está estructurado en un artículo único con dos numerales que agregan un artículo 76 bis a la ley orgánica constitucional de Municipalidades y reemplaza su artículo 77, respectivamente.


El artículo 76 (N° 1) bis consignado en la iniciativa señala que los concejales cesarán temporalmente en sus cargos por incapacidad de concurrir a las sesiones del concejo de manera regular o desempeñar las funciones propias del cargo por motivo de fuerza mayor u otra causal que genere consecuencias similares. Agrega que cuando cesa la causal inhabilitante, el concejal podrá reintegrarse a sus labores habituales. Concluye este precepto estableciendo que para proveer la vacante respectiva se aplicará el artículo 78 de esta ley.


Por su parte, el artículo 77, de reemplazo, (N° 2), incorpora la figura prevista en el artículo precedente como inhabilidad para desempeñar el cargo de concejal conjuntamente con las restantes vigentes (incapacidad física o síquica; renuncia por motivo justificado; inasistencia injustificado; inhabilidad sobreviniente; pérdida de requisitos para ser elegido concejal, y contravención grave al principio de probidad).


La causal será declarada por el tribunal electoral regional a requerimiento de un concejal del respectivo municipio. Declara también que el concejal afectado por alguna causal de inhabilidad la dará a conocer apenas tenga conocimiento de ella y, finalmente, dispone que la cesación en el cargo, tratándose de estas causales, operará una vez ejecutoriada la sentencia que la declare.


En relación con el proyecto aprobado en general, S.E. el Presidente de la República formuló una indicación que reemplaza los numerales 1 y 2 descritos en los párrafos precedentes. 


El nuevo número 1 sustituye el del texto aprobado en general por otro que incorpora enmiendas en el artículo 62 de la ley municipal, norma que se refiere a la subrogancia del alcalde. 


En su literal a), el nuevo número 1 reemplaza la frase final de su inciso tercero “el inciso siguiente” por “los inciso siguientes”. 


Por su parte, la letra b) incorpora cuatro nuevos incisos (sexto, séptimo, octavo y noveno) al artículo 62. 


El inciso sexto prescribe que para el caso de que dicha sesión (extraordinaria que se celebrará doce días siguientes a la que se produjere la vacante del cargo de alcalde -inciso quinto-) no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a otra que se celebrará dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en las mismas condiciones. 


El inciso séptimo señala que en caso de que la segunda sesión no pudiere celebrarse, el secretario municipal citará a una nueva para dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta sesión extraordinaria para elegir alcalde tendrá lugar con el o los concejales que asistan, resultando elegido alcalde el concejal asistente que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será electo alcalde el que obtuvo el mayor número de votos en la última elección. 


Por su parte, el inciso octavo preceptúa que si fracasa la tercera sesión extraordinaria, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio y sin impedimento que hubiere obtenido el mayor número de sufragios. 


Finalmente, el nuevo inciso noveno del artículo 62 propuesto en la indicación declara que el concejal electo alcalde según lo dispuesto en este artículo no podrá ser de aquellos que ejerzan el cargo de manera temporal de acuerdo a lo prescrito en el artículo 76 bis, salvo que la totalidad de los miembros del concejo estén en esa situación. 


El nuevo N° 2 de la indicación incorpora un artículo 76 bis, nuevo, en la ley orgánica constitucional de municipalidades. 


El precepto dispone, en su inciso primero, que si a causa de la ausencia o impedimento de un determinado número de miembros el concejo no hubiere podido sesionar por un lapso superior a 45 días, se completarán los cupos de los ausentes de acuerdo con el artículo 78 de esta ley (reglas de reemplazo de los concejales).


El inciso segundo faculta al Tribunal Electoral -previa solicitud de cualquier persona interesada- para constatar la ausencia o impedimento descritos en el párrafo precedente, así como la circunstancia de que estos se han extendido o se extenderán por más de 45 días. Para ello, citará a los concejales a una audiencia dentro de tercero día a la que podrán asistir éstos por sí o debidamente representados, al cabo de los cuales resolverá inmediatamente, hayan o no concurrido. Esta resolución podrá apelarse en el solo efecto devolutivo.


A su turno, el inciso tercero prescribe que los concejales suplentes ejercerán sus cargos desde la fecha en que han sido designados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78, si la audiencia se ha efectuado con posterioridad al cumplimiento del plazo señalado en el inciso primero de este artículo. En caso contrario, deberán esperar a que se cumpla dicho plazo. Una vez terminada la ausencia o impedimento, el concejal suplente cesará en el cargo, pudiendo el titular reintegrarse a sus labores habituales.
III. DISCUSIÓN DE LA INICIATIVA


En sesión 5 de junio en curso, esta Comisión se impuso acerca de la indicación descrita, y dada la urgencia de solucionar una situación presente que afecta gravemente el funcionamiento del municipio de Arica, le prestó su aprobación unánime, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar.


La misma unanimidad solicitó dejar constancia en este informe que si bien el texto aprobado soluciona una vacío legal, es de parecer que dada la importancia que reviste, la materia de que trata se incluya en un examen estructural de la legislación municipal.

- - -

MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos adoptados, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto de ley aprobado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

N° 1)

Reemplazarlo por el siguiente:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:


a. Remplázase, en la frase final del inciso tercero, donde dice “el inciso siguiente” por “los incisos siguientes”.


b. Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo y noveno, nuevos:


“En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones a ésta.


Si la segunda, nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria destinada a elegir alcalde se celebrará con el o los concejales que asistan y resultará elegido alcalde, aquel concejal asistente que en ella obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado alcalde aquél de los concejales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección municipal respectiva.


Si esta tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio y sin impedimento, que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección municipal correspondiente.


El concejal que resulte electo alcalde en virtud de lo dispuesto en este artículo no podrá ser de aquellos que ejerzan el cargo temporalmente en virtud de lo dispuesto en el artículo 76 bis, a menos que la totalidad de los miembros del concejo haya sido designada conforme a dicha norma.”.

N° 2)

 
Sustituirlo por el siguiente:


2. Incorpórase el siguiente artículo 76 bis:


“Artículo 76 bis.- Cuando, a causa de la ausencia o impedimento de un determinado número de sus miembros, el concejo no haya contado con el quórum requerido para sesionar por un lapso de tiempo superior a 45 días, se completarán los cupos faltantes de conformidad con lo dispuesto al artículo 78 de esta ley.


El tribunal electoral regional respectivo deberá constatar la ausencia o impedimento descritos en el inciso anterior, así como la circunstancia de que éstos se han extendido o se extenderán por más de 45 días, previa solicitud de cualquier persona interesada. Para ello, citará a los concejales a una audiencia dentro de tercero día a la que podrán asistir éstos por sí o debidamente representados, al cabo de los cuales resolverá inmediatamente, hayan o no concurrido. Esta resolución podrá apelarse en el solo efecto devolutivo.


Los concejales suplentes ejercerán su cargo desde la fecha en que han sido designados de conformidad a lo dispuesto por el artículo 78, si ésta se ha efectuado con posterioridad al cumplimiento del plazo señalado en el inciso primero de este artículo. En caso contrario, deberán esperar a que se cumpla dicho plazo. Una vez terminada la ausencia o impedimento, el concejal suplente cesará en el cargo, pudiendo el titular reintegrarse a sus labores habituales.”.”.

(Unanimidad 5x0).
- - -


En virtud de las modificaciones descritas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades:

1. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:


a. Remplázase, en la frase final del inciso tercero, donde dice “el inciso siguiente” por “los incisos siguientes”.


b. Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo y noveno, nuevos:


“En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones a ésta.


Si la segunda, nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria destinada a elegir alcalde se celebrará con el o los concejales que asistan y resultará elegido alcalde, aquel concejal asistente que en ella obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado alcalde aquél de los concejales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección municipal respectiva.


Si esta tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio y sin impedimento, que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección municipal correspondiente.


El concejal que resulte electo alcalde en virtud de lo dispuesto en este artículo no podrá ser de aquellos que ejerzan el cargo temporalmente en virtud de lo dispuesto en el artículo 76 bis, a menos que la totalidad de los miembros del concejo haya sido designada conforme a dicha norma.”.


2. Incorpórase el siguiente artículo 76 bis:


“Artículo 76 bis.- Cuando, a causa de la ausencia o impedimento de un determinado número de sus miembros, el concejo no haya contado con el quórum requerido para sesionar por un lapso de tiempo superior a 45 días, se completarán los cupos faltantes de conformidad con lo dispuesto al artículo 78 de esta ley.


El tribunal electoral regional respectivo deberá constatar la ausencia o impedimento descritos en el inciso anterior, así como la circunstancia de que éstos se han extendido o se extenderán por más de 45 días, previa solicitud de cualquier persona interesada. Para ello, citará a los concejales a una audiencia dentro de tercero día a la que podrán asistir éstos por sí o debidamente representados, al cabo de los cuales resolverá inmediatamente, hayan o no concurrido. Esta resolución podrá apelarse en el solo efecto devolutivo.


Los concejales suplentes ejercerán su cargo desde la fecha en que han sido designados de conformidad a lo dispuesto por el artículo 78, si ésta se ha efectuado con posterioridad al cumplimiento del plazo señalado en el inciso primero de este artículo. En caso contrario, deberán esperar a que se cumpla dicho plazo. Una vez terminada la ausencia o impedimento, el concejal suplente cesará en el cargo, pudiendo el titular reintegrarse a sus labores habituales.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día de 5 de junio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 6 de junio de 2012.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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(7050-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa asistieron el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, y el asesor legislativo de dicha Secretaría de Estado, señor Alejandro Rojas.





Por el Ministerio Público, concurrieron el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán, y el Fiscal Regional Metropolitano Oriente, señor Alberto Ayala.





En representación de Carabineros de Chile, participaron el General Director, señor Gustavo González; el Teniente Coronel, señor Eduardo Quijada, y el Mayor (J), señor Gonzalo Barra.





Por la Policía de Investigaciones de Chile asistieron el Director General, señor Marcos Vásquez; la Prefecto Inspector (J), señora Roxana Pajarito, y el Subprefecto, señor Cristian Lucero.





Concurrieron los profesores señores Juan Domingo Acosta, Jorge Bofill y señor Ángel Valencia


Participaron, también, los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago.

- - -


Cabe hacer presente que, pese a tratarse de una iniciativa de artículo único, vuestra Comisión acordó discutirla y votarla solamente en general, de manera de posibilitar la presentación de indicaciones que puedan hacerse cargo de ciertas inquietudes y aspectos que se consideró necesario estudiar con mayor detención, lo que podrá realizarse durante la discusión en particular.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en informe amplía la facultad de las Policías para practicar las primeras diligencias de la investigación de hechos que revisten caracteres de delito sin esperar una orden del Fiscal, sin perjuicio de que deba dársele cuenta inmediatamente, todo ello siguiendo las instrucciones generales que el Ministerio Público imparta para estos efectos. Estas enmiendas tienen por propósito evitar que se pierda información y medios probatorios relativos a tales hechos, elevando, de este modo, el nivel de éxito de las investigaciones y favoreciendo la disminución de la delincuencia y de la sensación de indefensión de la ciudadanía.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El proyecto de ley en estudio no tiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.

- - -

ANTECEDENTES

1.- JURÍDICOS


Se relacionan con el proyecto en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1.- Constitución Política de la República, fundamentalmente sus artículos 83 y 101.


2.- Código Procesal Penal, particularmente sus artículos 79, 83, 84, 87 y 180.


3.- Ley N° 20.253, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías.


4.- Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, principalmente sus artículos 1° y 4°.


5.- Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, fundamentalmente su artículo 4°.


6.- Decreto ley N° 2.460, de 1979, que contiene la Ley Orgánica de Policía de Investigaciones de Chile, especialmente su artículo 4°.

2. DE HECHO


La Moción que dio origen a la iniciativa en estudio recuerda que durante el año 2009 terminaron 1.373.474 casos, cuya investigación dirigió el Ministerio Público. De ellos, un 45.78%, esto es, 628.776, fueron archivados provisionalmente, que es la causal aplicable, de acuerdo al artículo 167 del Código Procesal Penal, cuando de la investigación no aparecen antecedentes que permitan desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos. En otras palabras, se archivaron porque la Fiscalía no pudo seguir adelante con la investigación por carecer de los antecedentes necesarios para esclarecer el delito y sin que haya intervenido el Juez de Garantía.


Destaca que en el mismo año 2009 terminaron 527.447 casos por los delitos de robo, robo no violento y hurto y que el 74.9% de ellos, esto es, 395.061 casos, se archivaron provisionalmente, es decir, no fue posible obtener antecedentes para esclarecer el delito e identificar al delincuente.


Agrega que cuando se analizan los mismos casos de delitos de robo, robo no violento y hurto que se archivaron provisionalmente, la cifra se eleva al 95.3%, cuando se trató de imputados desconocidos. Es decir, prácticamente la totalidad de ellos quedaron en la impunidad, lo que representa uno de los mayores problemas para lograr disminuir la delincuencia y la legítima sensación de indefensión que siente la ciudadanía, como se expresa en las encuestas de opinión pública.


Informa que para cambiar esta realidad, es necesario elevar el nivel de éxito de las investigaciones de los delitos, lo que requiere de distintas medidas que apunten a mejorar la gestión del Ministerio Público y de las Policías.


Para contribuir a ello, los autores de la Moción, luego de estudiar la aplicación práctica de las normas del Código Procesal Penal, señalan que han llegado al convencimiento de que se deben modificar algunas de sus disposiciones a fin de otorgar facultades adicionales a las Policías cuando realizan las primeras diligencias de la investigación de un hecho que reviste caracteres de delito, sin alterar la dirección exclusiva de la misma por parte del Ministerio Público, esto es, de los Fiscales.


Hacen presente que la legislación vigente establece, en el artículo 180 del Código Procesal Penal, que "Los Fiscales dirigirán la investigación y podrán realizar por sí mismos o encomendar a la policía todas las diligencias de investigación que consideraren conducentes al esclarecimiento de los hechos.". Añaden que, por su parte, el artículo 79 del mismo texto legal señala que "La Policía de Investigaciones de Chile será auxiliar del Ministerio Público en las tareas de investigación y deberá llevar a cabo las diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en este Código......", agregando que "Carabineros de Chile, en el mismo carácter de auxiliar del Ministerio Público, deberá desempeñar las funciones previstas en el inciso precedente cuando el Fiscal a cargo del caso así lo dispusiere.".


Puntualizan que, a su vez, el artículo 83 de dicho Código se refiere a las actuaciones que la Policía puede realizar sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los Fiscales. Ellas son: a) prestar auxilio a la víctima; b) practicar la detención en los casos de flagrancia, conforme a la ley; c) resguardar el sitio del suceso; d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que éstos prestaren voluntariamente, tratándose de los casos de flagrancia y cuando se deba resguardar el sitio del suceso; e) recibir las denuncias del público, y f) efectuar las demás actuaciones que dispusieren otros cuerpos legales.


Este mismo artículo señala que "en el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, la policía deberá practicar de inmediato las primeras diligencias de investigación pertinentes, dando cuenta al Fiscal que corresponda de lo hecho, a la mayor brevedad". En otras palabras, dicen, la legislación vigente autoriza a las Policías a actuar en estos casos sin previa orden del Fiscal.


Por su parte, el artículo 84 del Código Procesal Penal dispone que "Recibida una denuncia, la policía informará inmediatamente y por el medio más expedito al Ministerio Público. Sin perjuicio de ello, procederá, cuando correspondiere, a realizar las actuaciones previstas en el artículo precedente (se refiere a los casos en que pueda actuar sin previa orden del Fiscal), respecto de las cuales se aplicará, asimismo, la obligación de información inmediata.".


Se informa que el objetivo de este proyecto es ampliar y facilitar la actuación de la Policía en una etapa que es crucial para la investigación de un delito, como lo es la que sigue inmediatamente a su denuncia. Mediante esta iniciativa, explican, se resuelve una situación actual y concreta que perjudica gravemente las posibilidades de éxito de las investigaciones penales, especialmente cuando se desconoce su autor, pues la Policía no puede realizar ninguna diligencia, ni siquiera identificar a los testigos ni consignar las declaraciones que éstos presten voluntariamente, salvo que exista flagrancia o que se requiera resguardar el sitio del suceso, lo que no ocurre en la gran mayoría de los casos.


En consecuencia, lo que la iniciativa propone es que la Policía pueda practicar las primeras diligencias de la investigación, sin perjuicio de dar cuenta inmediatamente al Fiscal y siguiendo las instrucciones generales y particulares que éste último le imparta, atribución que incluso hoy tiene en los casos de delito flagrante cometidos en zonas rurales o de difícil acceso y que nadie ha cuestionado.


Puntualizan que el hecho de que la Policía pueda realizar las primeras diligencias de investigación sin orden previa no implica en caso alguno afectar el principio de que al Ministerio Público le corresponde la dirección exclusiva de la investigación de los delitos, la cual comprende la de impartir órdenes directas a la Policía, salvo en los casos en que se requiere autorización previa del Juez de Garantía.





Destacan que, denunciado el hecho, la Policía debe dar cuenta de inmediato y por la vía más expedita al Fiscal que corresponda, quien podrá disponer que ésta continúe con las diligencias iniciadas, las suspenda o las reemplace por otras, lo que demuestra que el Ministerio Público mantiene la dirección de la investigación.





Hacen notar que nunca se ha cuestionado la constitucionalidad del texto vigente, pues jamás se ha entendido que en las hipótesis de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso el Ministerio Público deja de tener la dirección exclusiva de la investigación.


Agregan que la dirección de la investigación se lleva a cabo, entre otras actuaciones, impartiendo el Ministerio Público instrucciones particulares o generales a la Policía y que, al efecto, el artículo 87 del Código Procesal Penal se refiere a dichas instrucciones generales, que pueden comprender las "relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de determinados delitos”.


Por todo lo anterior, expresan que las modificaciones que se propone introducir a los artículos 83 y 87 del Código Procesal Penal, se ajustan plenamente a las normas constitucionales vigentes.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio la bienvenida a las autoridades y a los demás invitados presentes, agradeciendo su asistencia a esta sesión. Destacó el interés que ofrece el proyecto de ley en estudio y, dando inicio a la discusión en general del mismo, procedió a ofrecerles la palabra.


En primer término, hizo uso de la palabra el General Director de Carabineros de Chile, señor Gustavo González.


Hizo presente, en primer término, que el proyecto propone reemplazar el párrafo cuarto de la letra c) del artículo 83 del Código Procesal Penal por el siguiente:


“La policía deberá practicar de inmediato las primeras diligencias de investigación pertinentes, dando cuenta al fiscal que corresponda de acuerdo al artículo 84, todo ello conforme a las instrucciones generales que imparta el Ministerio Público según lo dispuesto en el artículo 87.”.


Expresó que esta modificación pretende dar más autonomía a la Policía para iniciar de inmediato las diligencias de investigación, prescindiendo de la opinión del Fiscal en principio, y ejecutarlas con un formato preestablecido por el Fiscal Nacional de acuerdo con sus facultades.

Señaló que, en principio, esta autonomía es útil para la celeridad de las investigaciones y permitiría a las Policías ser proactivas en la recopilación de antecedentes probatorios, independizándose -al menos en los primeros momentos de ocurrido el hecho-, del Fiscal.

Enseguida, propuso suprimir, en la parte final del párrafo primero de la letra c) del mismo artículo 83 del Código Procesal Penal, la frase: “que el ministerio público designare.”.


Lo anterior, por cuanto de mantenerse esta frase, la modificación propuesta no surtirá los efectos esperados, toda vez que las primeras diligencias que realizarán las Policías, en particular, el personal experto, estarían sujetas a la previa comunicación con el Fiscal, quien continuaría con la facultad de designarlos.

A continuación, propuso sustituir, en el artículo 84 del Código Procesal Penal, el término “inmediatamente” por la frase “a la mayor brevedad posible”.


Señaló que lo anterior tiene por objetivo armonizar lo establecido en el artículo 83 con lo señalado en el artículo 84, toda vez que si se busca que tan pronto las Policías tomen conocimiento de un hecho que reviste el carácter de delito efectúen las primeras diligencias en forma autónoma, las comunicaciones al Ministerio Público deben efectuarse necesariamente luego de agotadas las actuaciones en tal sentido.


Sugirió, asimismo, que la modificación al párrafo cuarto de la letra c) del artículo 83 del Código Procesal Penal, se considere separadamente como un artículo 83 bis.


Explicó que ello se debe a que la señalada letra c) de la citada norma se refiere al resguardo y al trabajo en el sitio del suceso y, en particular, su párrafo cuarto, al caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, mientras que la modificación propuesta persigue otros fines que exceden a ello, cual es el trabajo autónomo de las Policías en la primera etapa de la investigación.


Agregó que la circunstancia de que Carabineros efectúe las primeras diligencias en forma autónoma no obsta a que luego de recibida la denuncia por la Fiscalía, ésta pueda disponer que la investigación sea asumida por cualquiera de las Policías, salvo en situaciones en que existan los medios institucionales especializados, como acontece en algunos ilícitos.


Sostuvo, finalmente, que se estima como condiciones indispensables para las primeras diligencias investigativas, la concurrencia de dos condiciones, que son la flagrancia y la existencia de antecedentes que permitan el esclarecimiento del caso.


Informó que lo anterior obedece a que resultaría difícil asumir en la totalidad de las denuncias la práctica de las primeras diligencias. Por ello, concluyó, debieran considerarse ciertas circunstancias que ameriten el desarrollo de la actividad investigativa autónoma, como lo es la situación de flagrancia, que además vaya acompañada de vestigios u otros elementos que ameriten la realización de diligencias.


Enseguida, usó de la palabra el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Marcos Vásquez.


Manifestó que la Institución a su cargo no llega a todos los sitios del suceso dentro del territorio nacional. Agregó que, de acuerdo a las estadísticas del año 2011, la Brigada de Homicidios llegó a 16 sitios del suceso, de los 542 que se produjeron.


Indicó que respecto a los delitos de mayor connotación social, a contar del año 2006 la Institución sigue las instrucciones generales entregadas por el Ministerio Público.


Agregó que desde hace mucho tiempo, la Policía que dirige está funcionando tanto en el contexto de las primeras diligencias como en las investigaciones posteriores de los hechos delictivos, aplicando los respectivos protocolos internos que existen para estos efectos y trabajando de manera coordinada con el Ministerio Público.


Manifestó que si la Policía de Investigaciones es la primera en llegar al sitio del suceso, se hace cargo de la totalidad de la investigación.


Finalmente, observó que si se acoge la modificación que se ha sugerido en relación a que no concurran expertos de acuerdo al tipo del delito, podrían provocarse graves problemas por la falta de especialización.


A continuación, hizo uso de la palabra el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán.


Consideró loable el propósito que inspira la iniciativa en estudio, sin perjuicio de hacer notar que la realidad actual es distinta de la que había a la época de la presentación de la misma a trámite legislativo. En este lapso, dijo, el trabajo entre las Policías y el Ministerio Público se ha intensificado, de manera que puede apreciarse que la relevante finalidad perseguida por el proyecto está consiguiéndose de manera paulatina.


Hizo notar que éste busca uniformar las reglas concernientes a las primeras diligencias de investigación referidas tanto a los delitos flagrantes como a los que no tienen ese carácter. Ello, connotó, lleva a considerar que tales diligencias deberán practicarse en relación a la totalidad de los casos que se denuncian ante la Policía, sin que proceda distinguir si hay o no flagrancia. Explicó que, habiendo flagrancia, se aplica lo dispuesto por el artículo 83 del Código Procesal Penal y, en caso de no haberla, las Policías disponen de un catálogo más reducido.


Observó que cualquiera sea la situación, el archivo provisional de casos no desaparecerá, puesto que dicha institución, que equivale al antiguo sobreseimiento temporal, constituye un camino previsto y consagrado por el sistema procesal penal cuando concurren ciertas condiciones. Destacó que el porcentaje de archivos provisionales ante delitos como el robo es altísimo, pues comúnmente las respectivas denuncias se presentan sin antecedentes que permitan desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos.


Informó que con motivo del estudio del proyecto de ley sobre fortalecimiento del Ministerio Público, recientemente presentado al Parlamento, se han formulado ciertos planteamientos que podrían coadyuvar en el logro de los propósitos buscados por esta iniciativa.


Opinó que, de aprobarse las modificaciones propuestas, cabe pensar que, en la práctica, seguirán produciéndose ciertas dificultades e, incluso, confusiones. Señaló que si se adoptan los criterios propuestos, habría que entender que si el Fiscal no dicta instrucciones o si el respectivo Policía no las cumple, deberían hacerse efectivas las respectivas responsabilidades.


Explicó que justamente con el propósito de evitar inconvenientes derivados de aplicación de las instrucciones que el Ministerio Público imparte a las Policías, recientemente se elaboró una guía de procedimientos que comenzó a utilizarse en el año 2011, cuyos resultados están empezando a ser evaluados. Con ello, añadió, se intenta estructurar una línea gruesa para orientar estas acciones.


Resumió su parecer señalando que para solucionar los problemas que pone de manifiesto la iniciativa en estudio, es necesario incrementar la capacitación mutua entre las instituciones involucradas en la investigación de los delitos y mejorar sustancialmente la gestión común entre ellas.


Luego, intervino el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter.

Sostuvo, en primer lugar, que al Gobierno le interesa el tema en estudio. Destacó, enseguida, que coincidía con el señor Fiscal Nacional en cuanto a que la orientación de este proyecto de ley es correcta y opinó que éste debería ser aprobado en general, pues habría consenso respecto a la idea de legislar. Sin embargo, señaló que había algunas dudas que podrían atenderse y resolverse durante la discusión en particular.


Explicó que la norma que se propone modificar –el artículo 83 del Código Procesal Penal- ya tiene más de una década de aplicación y constituye una piedra angular en el combate a la delincuencia, la cual representa un problema sustantivo no solamente en nuestro país.


Agregó que la regla general consiste en que la Policía actúa esperando y siguiendo las instrucciones del Fiscal. Sin embargo, destacó que nuestra legislación ya ha recogido excepciones a esa regla general, que son precisamente las que en este momento contempla el ya citado artículo 83 del Código Procesal Penal. Sostuvo si ya existen excepciones, bien podrían estudiarse otras, lo cual justifica la reflexión que la Comisión está dedicando a esta materia.


Manifestó que bien podría aprobarse en general el proyecto y reiteró la disposición del Gobierno de seguir recogiendo las inquietudes del caso y colaborando con esta discusión legislativa, de manera de lograr las mejores normas que sea posible.


Expuso que las primeras diligencias investigativas no pueden afectar el equilibrio de las tareas que competen al Ministerio Público. Puntualizó que este organismo es el que debe seguir dirigiendo la investigación, sin ocupar, en lo posible, personal de Carabineros que en este momento desarrolla labores preventivas y respetando la profesionalización en materia de homicidios. Estos son, resumió, los criterios que deben conciliarse y orientar el debate.


Aseveró que le parecería negativo que frente a un tema tan relevante, se desechara la idea de legislar. Insistió, finalmente, en la necesidad de buscar un equilibrio entre las instituciones involucradas en la investigación, lo cual debe hacerse sobre la base de los criterios antes consignados.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Abogado señor Ángel Valencia.


Expresó que el propósito del proyecto de ley en estudio es dotar de un marco legal más apropiado a la investigación de los delitos, que ampare el esfuerzo que ha realizado la Fiscalía en los últimos años por permitir a las Policías realizar diligencias en casos de delitos no flagrantes, sin necesidad de tener que comunicarse continuamente con el respectivo Fiscal para llevarlas a cabo.


Manifestó que, en la actualidad, la Policía chilena recibe una gran formación profesional, de manera que cuenta con una mayor capacitación y mejor conocimiento sobre lo que debe hacerse en la calle, superando incluso a los Fiscales en este aspecto.


Agregó que en muchas ocasiones, las Policías se sienten atadas de manos por la ley y no tanto por lo que dicen los Fiscales. Explicó que, a menudo, cuando reciben denuncias, se ven impedidas de realizar diligencias que son obvias, por tener que esperar la recepción de una orden de investigar de parte del Ministerio Público.


Indicó que el propósito del proyecto en estudio es invertir la regla general, de manera que la Policía pueda hacer todo aquello que sea dable o razonable realizar una vez que recibe una denuncia, salvo las restricciones que le imponga la Fiscalía. Es decir, explicó, se trata de facultarla para realizar diligencias en caso de delitos no flagrantes sin estar consultando en cada uno de los casos al Fiscal. A la vez, el Ministerio Público sigue a cargo de la tarea de dictar las instrucciones pertinentes, para lo cual se amplían sus atribuciones.


Declaró que la Fiscalía seguirá regulando de la manera que lo hace el caso de los delitos más complejos, puntualizando que, tratándose de delitos de masa, como robo en lugar habitado y no habitado o robo en bienes nacionales de uso público, el tiempo que transcurre a partir de la comisión del ilícito es relevante para que las evidencias no desaparezcan.


Enfatizó que en todos aquellos delitos en que el tiempo es relevante para la no desaparición de evidencias resulta importante contar con un marco legislativo que permita a la Fiscalía instruir la realización de diligencias por parte de las Policías, sin que haya dudas acerca de si es o no procedente delegarles facultades de investigación ex ante y no ex post.


En síntesis, dijo, se trata de adoptar un marco legal idóneo para la realización de las diligencias de investigación, tanto para las Policías como para el Ministerio Público.


A continuación, usó de la palabra el Profesor señor Juan Domingo Acosta.

Señaló que el tema en análisis debía enfocarse desde dos puntos de vista. En primer término, aludió a la eventual inconstitucionalidad de que, según algunas opiniones, la iniciativa podría adolecer. En esta materia, declaró que no existe tal riesgo, pues el proyecto en ninguna forma afecta la calidad de función privativa del Ministerio Público que el ordenamiento constitucional confiere a la dirección de la investigación de los hechos constitutivos de delito.


La segunda perspectiva, prosiguió, es de carácter práctico y consiste en procurar que la investigación policial de los mencionados hechos resulte eficiente y eficaz. A este respecto, connotó que pese a que nuestro sistema procesal penal ha establecido un juicio oral bien regulado, existen aspectos que pueden perfeccionarse, de manera que, además de mejorar tales investigaciones, se facilite la adopción de las respectivas decisiones, en especial tratándose de delitos de mayor connotación social.


Hizo presente que, bajo ese prisma, el proyecto propone determinados cambios. En cuanto a la letra c) del artículo 83 del Código Procesal Penal, referida al resguardo del sitio del suceso, explicó que se plantea posibilitar a las Policías la práctica de las primeras diligencias de investigación sin orden previa del Fiscal aun cuando no se trate de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso. Sostuvo que coincidía con esa enmienda.


Destacó que, en tal caso, la Policía dará cuenta en forma inmediata al Fiscal, de acuerdo a lo establecido por el artículo 84 del mismo Código, además de ceñirse a las instrucciones generales que el Ministerio Público imparta según lo dispuesto por el artículo 87. Reiteró su concordancia con estos criterios, agregando que de ellos fluye claramente que se preserva como función propia del Fiscal la de dirigir la investigación.


Enseguida, consideró igualmente razonable la enmienda que se plantea a la letra d) del mismo artículo 83, en el sentido de no circunscribir la posibilidad de que la Policía identifique a los testigos y consigne las declaraciones que éstos presten voluntariamente a los casos de flagrancia y de resguardo del sitio del suceso, sino de ampliarla a cualquier otro procedimiento. Observó que, a menudo, el transcurso del tiempo favorece la pérdida de estas declaraciones, lo que debe evitarse.


Finalmente, también consideró adecuada la modificación que se propone de manera complementaria al artículo 87.


Luego, intervino el Profesor señor Jorge Bofill.


Manifestó, en primer lugar, que probablemente todos los presentes están de acuerdo en la existencia del problema que se ha reseñado a propósito de las primeras diligencias de investigación, de tal manera que es claro que corresponde buscar una solución para el mismo.


Indicó que el proyecto de ley en estudio puede analizarse desde el punto de vista de su coherencia interna y también desde una perspectiva más general.


Hizo notar que no tenía absoluta claridad respecto a si existe un problema de constitucionalidad desde la perspectiva de la dirección de la investigación. Es decir, explicó, si la Constitución decidió que la investigación tenía que ser dirigida por el Ministerio Público, esa dirección tiene que ser respetada por el legislador.


Agregó que las excepciones a esta regla que fueron introducidas en los últimos años mediante una enmienda al artículo 83 del Código Procesal Penal no se parecen en nada al propósito del presente proyecto, pues aquellas tenían que ver con situaciones de lugar, de tiempo o de circunstancias en las cuales el Fiscal no era ubicable. En este caso, en cambio, se va más allá y, en el fondo, en alguna forma se desvirtúa el criterio central de que el Ministerio Público es el organismo que dirige la investigación.


Refiriéndose al archivo provisional, indicó que éste se produce porque hay investigaciones en que no vale la pena realizar ningún tipo de actuación o investigación, atendida la información con que se cuenta en ese momento y sin perjuicio de la que se pueda conseguir con posterioridad.


Por otra parte, desde el punto de vista de las consecuencias, señaló que con este proyecto se estaría trasladando a las Policías -y particularmente a Carabineros- una responsabilidad jurídica y política que hoy no les corresponde. Señaló que Carabineros, por ejemplo, no goza de la discrecionalidad que sí posee el Ministerio Público; por lo tanto, esa Institución tendría que iniciar una investigación respecto de cada uno de los casos que se denuncian mensualmente.


Indicó que, a su juicio, la iniciativa en análisis parece un diagnóstico correcto del problema, pero representa una mala solución para el mismo. Opinó, además, que es difícil imaginar que una situación como ésta no mejore de la manera que ha planteado el señor Fiscal Nacional. Añadió que probablemente hay también dificultades con las dotaciones en el Ministerio Público y en las Policías.


Precisó que los artículos 84 del Código Procesal Penal, que exige a las Policías informar inmediatamente de una denuncia al Fiscal, y 130, sobre flagrancia, constituyen las únicas referencias a un marco temporal dentro de este Código. Observó que la propuesta de Carabineros en orden a reemplazar en el artículo 84 la expresión “inmediatamente” por “a la brevedad posible”, traerá consigo el contrasentido que consiste en dar más tiempo a la Policía para actuar ante los delitos no flagrantes que ante los flagrantes.


Apuntó que las consecuencias sistémicas que puede tener un proyecto como el que se está analizando son tremendamente grandes. A modo de ejemplo, indicó que las Policías no tienen que estar al día en la jurisprudencia en materia de exclusión probatoria. Los Fiscales son los que deben saber cómo tiene que actuar la Policía en terreno para los efectos de que los jueces no excluyan la prueba y esa es la razón por la cual el derecho comparado le entrega al Ministerio Público la dirección de la investigación.


Agregó que cada institución debe cumplir una función y que, así, la dirección de la investigación está confiada al Ministerio Público porque es un órgano técnico, que conoce el derecho y la jurisprudencia. Sostuvo que si la Policía actúa autónomamente, se producirán los problemas a que han aludido los representantes del Ministerio Público y de la Policía de Investigaciones, especialmente en lo relacionado con el manejo del sitio del suceso.


Concluyó diciendo que se está modificando algo que no tiene que ver propiamente con los principios, sino que con el modelo y con las estructuras de nuestro sistema procesal penal actual. Reiteró que debe buscarse urgentemente una solución para el problema que existe, pero no manifestó convicción en cuanto a que ésta se alcance con una modificación legal como la que se ha propuesto.


Finalizadas las exposiciones de los invitados de la Comisión, el Presidente de la misma, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, las agradeció y comentó que ellas dan cuenta de la existencia de una situación que ofrece facetas diversas que deben atenderse, como son las necesidades que cabe tomar en cuenta desde el punto de vista de la seguridad, el resguardo de la constitucionalidad de las enmiendas que en definitiva se acojan y la mejoría de la eficiencia que dichas modificaciones tienen que significar para nuestro sistema procesal penal.


El Honorable Senador señor Espina connotó las intervenciones antes consignadas y puntualizó que la iniciativa en estudio, de la cual es autor, no vulnera de manera alguna las atribuciones que la Constitución Política confiere en forma privativa al Ministerio Público en materia de dirección de la investigación penal. Destacó que en la redacción del proyecto, se tomaron todos los cuidados necesarios para evitar cualquier riesgo de esta naturaleza.


Sobre el particular, mencionó el artículo 180 del Código Procesal Penal, norma que no se modifica y que establece que “Los fiscales dirigirán la investigación y podrán realizar por sí mismos o encomendar a la policía todas las diligencias de investigación que consideraren conducentes al establecimiento de los hechos.” Tampoco, prosiguió diciendo, se altera el deber de la Policía de informar inmediatamente al Fiscal sobre las diligencias realizadas, contemplado por el artículo 84. En síntesis, señaló, no hay ninguna suerte de inconstitucionalidad, sino que se intenta, simplemente, atender y solucionar un problema real como es el riesgo de que la Policía, al esperar instrucciones del Fiscal, pierda pruebas.


Indicó que cuando ocurre un hecho delictivo, la Policía acude al lugar, constata lo sucedido y envía la información respectiva al Fiscal, quien, una vez transcurridos 7 o más días, evacua una orden de investigar, cuando en la práctica ya no queda nada por pesquisar.


Sostuvo que esa situación debe remediarse pues el actual artículo 83 impone limitaciones muy severas en cuanto a las diligencias que las Policías pueden practicar cuando no se trata de un delito flagrante o del resguardo del sitio del suceso. Se pretende, añadió, que, en estos casos, las Policías puedan realizar las diligencias mínimas que sean necesarias para establecer un hilo conductor en relación al esclarecimiento del delito.


Informó que, según su parecer, lo que en este momento está contemplado en las instrucciones que el Ministerio Público ha elaborado, bien podría establecerse en la ley, pues, reiteró, la iniciativa solamente busca que ante los casos en que no haya flagrancia, las Policías tengan atribuciones para llevar a cabo aquellas diligencias obvias y necesarias que les permitan obtener pruebas que, de dejarse pasar el tiempo, pueden desaparecer.


La Honorable Senadora señora Alvear agradeció la presencia de los invitados a la sesión de la Comisión. Señaló, a continuación, que todos están contestes en que existe un problema y que hay distintas visiones en cuanto a la forma de subsanarlo, pues algunos piensan que es necesaria una ley, en tanto que otros, como es su caso, estiman que la solución es distinta.


Indicó, enseguida, que, a su juicio, el proyecto de ley en estudio reviste problemas de constitucionalidad. En efecto, dijo, el artículo 83 de la Constitución Política expresa claramente que “Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito…”. Explicó que en el año 2008, la ley N° 20.253 modificó el artículo 83 del Código Procesal Penal, para permitir a las Policías desarrollar algunas diligencias de investigación sin contar previamente con instrucciones del Fiscal, pero aclaró que ello constituyó una excepción y que solamente se refirió a los casos de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales y de difícil acceso.


Hizo presente lo dicho por el Profesor señor Valencia, quien señaló que lo que busca este proyecto es invertir la regla general, de modo que las Policías puedan realizar diligencias. Precisó que ello, a su juicio, es contrario a la autonomía y la exclusividad de la investigación que la Constitución Política reserva al Ministerio Público.


Recordó que la lógica que inspiró la Reforma Procesal Penal fue consagrar una persecución penal eficiente, buscando el equilibrio y la proporcionalidad y que, en dicho contexto, al Ministerio Público se le otorgó la exclusividad en la dirección de las labores investigativas.


Precisó que lo que se requiere en la actualidad es una mayor coordinación entre el Ministerio Público, las Policías y los diferentes actores del sistema. Manifestó, asimismo, que se creó de manera permanente y por ley, la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, con la finalidad de detectar las fallas y la falta de coordinación que puedan producirse, pues no debe perderse de vista el aumento que ha tenido el fenómeno delictual en nuestro medio.


Expresó, además, que la iniciativa legal en análisis es regresiva desde el punto de vista del objetivo de la investigación, pues va a abstraer a los Fiscales de la investigación. Manifestó que el Ministerio Público está dotado, por su formación profesional, del conocimiento de la forma en que las pruebas deben presentarse adecuadamente a los tribunales para que no sean desechadas. Explicó que el hecho de ampliar las facultades investigativas de las Policías a un mayor número de delitos, genera el incentivo incorrecto de que serán estas instituciones las que resolverán cuales ilícitos investigar, lo que vulnera la gestión estratégica que debe desarrollar el conjunto de los actores involucrados.


Sostuvo que, aparte de una mayor coordinación, se requiere de unidades de inteligencia para detectar ilícitos que al inicio de la Reforma Procesal Penal no se previeron, como es el caso de los delitos informáticos.


Agregó que igualmente se precisan unidades investigativas suficientes y especialización mayor de las Fiscalías, de Carabineros e Investigaciones, explicando que lo anterior no se realiza traspasando las facultades de investigación iniciales a las Policías, sino que reforzando las respectivas competencias y la capacitación, fortaleciendo los recursos necesarios y atendiendo a la necesidad de lograr una mayor coordinación interinstitucional.


Concluyó que, atendido lo anteriormente expuesto, no considera que la ley sea la forma idónea de superar las dificultades que se han reseñado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que el texto en estudio exige un atento análisis desde el punto de vista de su constitucionalidad, por cuanto se relaciona con una materia de particular complejidad, como son las atribuciones del Ministerio Público.


Hizo notar que el artículo 83 del Código Procesal Penal plantea un esquema general dentro del cual la Policía, ocurrido un hecho que tiene caracteres de delito, concurre y puede desarrollar una serie de diligencias investigativas. Aclaró que esta disposición no ha sido objeto de cuestionamientos de constitucionalidad, agregando que la iniciativa en análisis no rompe el esquema ya enunciado. En éste, dijo, la Policía actuará conforme a las instrucciones generales contempladas por el artículo 87. Actuando de este modo, no se altera de manera alguna la atribución exclusiva del Ministerio Público en cuanto a la dirección de la investigación, sino que simplemente se gana tiempo.


Por otra parte, añadió, el Fiscal siempre podrá sopesar las diligencias realizadas y decidir la ejecución de otras. Es decir, nada de lo propuesto escapa de la exclusividad que el Ministerio Público tiene en materia de conducción de la investigación.


Informó que había sido un coautor entusiasta de la Moción en estudio pues estima que ella viene a llenar un vacío, especialmente si se considera la importancia que tiene aquello que puede recopilarse en un primer momento de la investigación. Destacó que este último aspecto no ha sido rebatido por los expositores escuchados por la Comisión.


En consecuencia, dijo, es necesario dar más fuerza y autoridad a las Policías para actuar en este contexto, entendiendo que lo harán siguiendo las instrucciones que dicte el Ministerio Público.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó que, considerado el proyecto de ley en estudio desde el punto de vista de sus efectos prácticos, se advierte que el texto del artículo 83 del Código Procesal Penal no ha dado lugar a discusiones sobre su constitucionalidad.


Agregó que las objeciones de constitucionalidad que se han hecho respecto a esta iniciativa y a las enmiendas que ella introduce al referido artículo 83, debieron formularse hace ya mucho tiempo.


Precisó que el proyecto en análisis simplemente viene a hacer eficaz la dirección de la investigación por parte de la Fiscalía y no al revés, como se ha sostenido.


Manifestó que se inclinaba por apoyarlo, ya que permitirá la realización de ciertas diligencias mínimas por parte de las Policías, las que, sin embargo, son centrales en la persecución de los delitos.


Concluyó diciendo que es necesario adoptar la solución a los problemas antes explicados por la vía legislativa, porque las esperanzas de alcanzar una mayor coordinación a nivel administrativo entre los actores involucrados en la investigación no han dado todos sus frutos. Sostuvo que la ley, en cambio, hará obligatoria la coordinación y enmarcará la acción de las mencionadas instituciones, de modo que podrán alcanzarse resultados más efectivos.


El señor Chahuán, Fiscal Nacional del Ministerio Público, reiteró que valoraba la iniciativa y la finalidad que ella persigue, pero expresó no estar convencido respecto a la necesidad de legislar.


Agregó que más bien se inclinaría por incorporar la disposición en estudio a otro cuerpo legal. Por otra parte, acogió e hizo suyos los argumentos entregados por el Profesor señor Bofill, afirmando que las situaciones contempladas por el artículo 83 del Código Procesal Penal son absolutamente excepcionales.


Precisó que en el evento que el proyecto se acoja, no se puede modificar el artículo 84 del Código Procesal Penal y eliminar la expresión “inmediatamente” por la condición temporal a que aludió el Profesor señor Bofill. Opinó que tampoco se debería aprobar otra de las modificaciones propuestas por el señor General Director de Carabineros relativa al artículo 83 del mismo Código, que permitiría, en el resguardo del sitio del suceso, la intervención de personal experto de la Policía que no sea designado por el Ministerio Público.


Reiteró que no está de acuerdo en incorporar las modificaciones antes mencionadas, pues ello significaría una virtual catástrofe jurídica. Señaló que, sin embargo, si se adoptan las prevenciones necesarias, estaría dispuesto a apoyar el proyecto.


El señor Hinzpeter, Ministro del Interior y Seguridad Pública, indicó que la doble instancia que genera el Congreso Nacional abre la perspectiva de poder profundizar esta discusión, de tal manera que le parecía importante aprobar en general el proyecto y luego proceder a revisar los planteamientos que se han formulado, durante el curso de la discusión en particular.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que la Comisión siempre se ha caracterizado por tratar de buscar consensos y que en este caso, se percibe la intención de aprobar la idea de legislar, aun cuando ella no la comparte.


Agregó que es muy distinto establecer una norma excepcional frente a una regla general, que simplemente invertir dicha regla general. Reiteró que la regla general en cuestión consiste en que el Ministerio Público está dotado de autonomía y dirige en forma exclusiva la investigación. 


Indicó que lo que se pretende hacer con el proyecto en estudio es alterar normas consagradas tanto en la Constitución Política como en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


Concluyó admitiendo la existencia de problemas en materia de ejecución de las primeras diligencias de investigación, pero puso en duda que la ley sea el camino de solución adecuado para los mismos.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Hinzpeter, explicitó una vez más la voluntad del Gobierno en torno al proyecto en análisis en el sentido de que apoya su aprobación en general, mas no la idea de invertir la regla general vigente actualmente.


El Profesor señor Valencia explicó que la norma general en esta materia está fijada por la Constitución Política y que, luego, en el orden legal, se establece que las Policías requieren de una orden del Fiscal para practicar ciertas diligencias mínimas de investigación.


Hizo notar que la Reforma Procesal Penal ya tiene más de doce años de vigencia y que se ha podido comprobar, por ejemplo, que es impracticable que los Fiscales puedan atender un número de llamados telefónicos equivalente a la cantidad de delitos que se denuncian. Señaló que la dirección exclusiva de la investigación no puede entenderse como sinónimo de la ejecución de la investigación y que tampoco la iniciativa pretende que las Policías asuman la conducción de ésta, sino que sigan las instrucciones que para estos efectos emita el Ministerio Público.


Observó que las modificaciones propuestas en ningún caso significan una gran innovación a nivel del derecho comparado. Agregó que sería importante que las aludidas instrucciones del Ministerio Público no se refieran únicamente a delitos de extrema complejidad, sino que abarquen también figuras más masivas.


Explicó, finalmente, que cuando habló de “invertir la regla general”, el propósito fue justamente el de abarcar aquellos delitos no flagrantes y más masivos.


Refiriéndose a lo expresado por la Honorable Senadora señora Alvear, el Honorable Senador señor Espina señaló que no advertía en el proyecto en estudio ninguna causa de inconstitucionalidad. Más aún, dijo, éste de manera expresa contempla dos requisitos para que las Policías practiquen ciertas diligencias, que justamente reafirman el principio de que la Fiscalía es la encargada de dirigir la investigación. Es el caso de la obligación que pesa sobre las Policías de dar a conocer dichas diligencias en forma inmediata al Fiscal y la de ceñirse a las instrucciones generales impartidas para estos efectos por el Ministerio Público.


Enfatizó que la iniciativa no lesiona ninguna prerrogativa del Ministerio Público y, a la vez, evita que se pierdan importantes informaciones o pruebas de hechos delictivos. Más bien, dijo, se refuerza al Ministerio Público en cuanto a sus prerrogativas y se reitera que las Policías actuarán bajo su vigilancia y, al mismo tiempo, se proporciona una base legal para que estas últimas actúen, lo que deberán efectuar de manera regulada y controlada.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que comprendía la inquietud manifestada por la Honorable Senadora señora Alvear en cuanto a que la Comisión normalmente propende a los acuerdos unánimes de parte de sus miembros. A la vez, compartió lo señalado por la referida señora Senadora en el sentido de que la letra c) del artículo 83 tiene una naturaleza excepcional. Teniendo en cuenta esta circunstancia, señaló que podría acordarse que las modificaciones que se acojan mantendrán dicha excepcionalidad.


Por otra parte, opinó que seguía latente el planteamiento referido a buscar una mayor coordinación entre las instituciones que participan en la situación abordada por el proyecto. Opinó que la discusión en particular del proyecto abriría la posibilidad de revisar ese aspecto.


Por lo anterior, aun cuando el proyecto es de artículo único, sugirió votarlo solamente en general, de manera de posibilitar la presentación de indicaciones que se ocupen del tema antes señalado.


Este criterio fue acogido por los demás miembros presentes de la Comisión.


En consecuencia, se puso en votación en general el proyecto, resultando aprobado por tres votos a favor y uno en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán (Presidente). En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:





1.- Reemplázase el párrafo cuarto de la letra c) del artículo 83 por el siguiente:





"La policía deberá practicar de inmediato las primeras diligencias de investigación pertinentes, dando cuenta al fiscal que corresponda de acuerdo al artículo 84, todo ello conforme a las instrucciones generales que imparta el Ministerio Público según lo dispuesto en el artículo 87.".





2.- En la letra d) del artículo 83, suprímese la frase "tratándose de los casos a que se alude en las letras b) y c) precedentes;" pasando a ser la coma (,) ubicada después de la palabra "voluntariamente", un punto y coma (;).





3.- En el artículo 87, sustitúyese la palabra “determinados” por el artículo definido “los”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 4 de junio de 2012, con asistencia de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente) y Carlos Larraín Peña.


Sala de la Comisión, a 6 de junio de 2012.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑOR FREI, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA ALCALDÍA METROPOLITANA EN LAS COMUNAS QUE INDICA Y ESTABLECE SUS ÓRGANOS DE DIRECCIÓN

(8349-06)

FUNDAMENTOS:

Las grandes ciudades chilenas han crecido hasta convertirse en metrópolis de compleja dirección. Existe un sin número de autoridades de distintos niveles que intervienen en la administración de las ciudades, que no necesariamente dirigen su accionar como un todo integrado y estratégico para lograr ciudades sustentables e integradas. En la Región Metropolitana, a más de 34 alcaldes se suman las direcciones regionales y nacionales de diversos servicios, además de las permanentes decisiones ministeriales y la intervención de la intendencia regional, que con facultades modestas no se focaliza en la ciudad sino en toda la región.

Sin embargo, no existe institucionalidad alguna a escala metropolitana intercomunal. La fragmentación de los espacios de decisión favorece formas inorgánicas e igualmente fragmentadas de intervención y reducen las políticas urbanas a una sumatoria de programas sectoriales. Las decisiones reales se toman en instancias comunales o nacionales, mientras que las decisiones de mayor impacto se dan en ámbitos intercomunales. Las estructuras de gobierno metropolitano, entendidas como instituciones con efectiva capacidad de gobierno y decisión, son prácticamente inexistentes, y nuestras ciudades están pagando el precio.

Proyectos como "Costanera Center" son un claro ejemplo. Las principales decisiones sobre el proyecto se dieron a nivel comunal y nacional. El municipio correspondiente otorgó los permisos de edificación, y la autoridad nacional puso condiciones. Pero el verdadero ámbito de decisiones debió haber estado en la ciudad.

Este vacío hace extraordinariamente difícil desarrollar políticas integrales y promover la redistribución del gasto público, y en buena medida explica porqué no se ha logrado abordar en propiedad las grandes deficiencias de nuestras las ciudades, como la contaminación del aire, la alta segregación espacial y residencial, congestión vial o fenómenos de transformación urbana y densificación en altura como el citado anteriormente.

No solo Santiago sufre la ausencia de una verdadera conducción metropolitana-intercomunal. Similar situación enfrenta el complejo Valparaíso-Viña-Con Con, así como el área de Concepción-Talcahuano-Hualpén-San Pedro. Los desafíos y problemas están adquiriendo una dimensión espacial que no se corresponden con la institucionalidad actual.

Se requiere de una instancia a nivel metropolitano que pueda asumir el rol de autoridad coordinadora multinivel y multisectorial con capacidad de proyectar, articular y dirigir políticas y proyectos a nivel intercomunal, a través de una planificación estratégica con visión de largo plazo. En otras palabras, se requiere un gobierno propiamente urbano para las áreas metropolitanas.

Existen ejemplos internacionales en la materia que ilustran los caminos a seguir. Ciudades como Bogotá, Londres, Nueva York, han desarrollado distintas fórmulas de alcaldía mayor con resultados similares, coherencia en la gestión, dirección y planificación de la ciudad que permite su desarrollo de forma sostenible y estratégica.

Todos estos modelos tienen un elemento en común. Existe una autoridad superior a nivel metropolitano, supra o inter comunal, electa popularmente, que concentra recursos y potestades de gestión, administración y planificación urbana, con facultades ejecutivas y normativas en áreas clave a nivel de ciudad, como transportes, vialidad, agua potable, alcantarillado, aguas lluvia, vivienda.

Junto a las potestades ejecutivas, esta autoridad debe tener especiales capacidades y poder normativo para integrar, bajo una visión de ciudad, los instrumentos de planificación territorial, incluyendo planos reguladores comunales, intercomunales y regionales, y los instrumentos estratégicos locales disponibles (como los PLADECOS), a través de planes directores que establezcan las acciones a corto, mediano y largo plazo.  Y a nivel regional debe promover acuerdos interinstitucionales sobre los grandes proyectos de infraestructura que deben desarrollarse a futuro.

De este modo, se propone crear una estructura institucional que aborde la dirección de la política de desarrollo urbano de las áreas metropolitanas en nuestro país, entendidas éstas como las aglomeraciones intercomunales con una población superior al millón de habitantes.

Esta estructura se compone de un Alcalde Mayor, elegido por el mecanismo que la ley determine, prioritariamente el de votación directa, e investido de las facultades necesarias para dirigir y coordinar el espacio intercomunal de las áreas metropolitanas.

Junto al Alcalde Mayor se propone un Consejo Metropolitano formado por los alcaldes pertenecientes a la zona metropolitana de que se trate.

La reforma constitucional promovida a través de la ley 20.390 del año 2009 introdujo un nuevo inciso 2 Artículo 123, que señala lo siguiente:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas, y establecerá las condiciones y formalidades que permitan conferir dicha calidad a determinados territorios”.

Hasta el momento el legislador no ha promovido reformas que pongan en práctica la administración de áreas metropolitanas y esta normativa ha carecido de utilidad.

De esta forma, se hace necesario reformar la constitución para crear la figura de Alcalde Mayor, definir las macro zonas que serán de su competencia, establecer el Consejo Mayor y mandatar a la ley la definición de las comunas que se considerarán en estas macro zonas, la forma de elegir al alcalde mayor y las competencias que en diferentes ámbitos corresponderán a esta autoridad.

En razón de estos fundamentos, vengo a presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único:

En el artículo 123 de la Constitución Política, sustituyese el inciso segundo por incisos segundo, tercero y cuarto nuevos del siguiente tenor:

"Tratándose de las áreas metropolitanas de Santiago, Valparaíso-Viña del Mar- Con Con, Concepción-Talcahuano- Hualpén-San pedro, existirá una Alcaldía Metropolitana encargada de la dirección y coordinación de la administración local intercomunal.

La Alcaldía Metropolitana está constituida por un Alcalde Mayor, que la preside, y un Consejo Mayor conformado por los alcaldes de las municipalidades que integran el área metropolitana respectiva.

Corresponderá a la ley definir cuáles son las municipalidades comprendidas en las tres áreas metropolitanas a que se refiere el segundo inciso de este artículo. La misma ley determinará la forma en que se elegirá el alcalde mayor, sus facultades, las atribuciones del Consejo mayor, así como las materias de planificación urbana, transporte y vialidad, protección ambiental y otras de administración intercomunal que serán de competencia de la Alcaldía Metropolitana".

(Fdo.): Ximena Rincón González, Senadora.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, ROSSI, SABAG Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SOLICITAN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA INCORPORAR EN EL PROYECTO DE LEY RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA REGIONALIZACIÓN DEL PAÍS DISPOSICIONES QUE GARANTICEN EL RESPETO A LA CARRERA FUNCIONARIA, LA CAPACITACIÓN Y HOMOLOGACIÓN DE REMUNERACIONES EN LOS GOBIERNOS REGIONALES

(S 1485-12)

Considerando:

1. Que el Senado está conociendo un proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país que propone dotar a los gobiernos regionales con facultades para ejercer nuevas competencias y así aumentar la autonomía de las regiones.

2. Que el señalado propósito de acrecentar las potestades de las regiones en pro de su desarrollo requiere de estamentos funcionarios altamente capacitados, para abordar en mejor forma las complejas tareas del gobierno y de la administración de las regiones.

3. Que estos años de funcionamiento de los gobiernos regionales dan cuenta que sus funcionarios han ido creando satisfactoriamente sus propias capacidades, para abordar con eficiencia nuevas materias de las que se carecía de experiencia previa.

4. Que a la aludida capacitación para enfrentar la diversidad y complejidad de los asuntos que debe afrontar el gobierno regional, han de sumarse garantías laborales básicas como son remuneraciones justas y respeto por la carrera funcionaria.

5. Que parte importante de los contingentes de funcionarios de los gobiernos regionales presta servicios a honorarios o bajo la modalidad de la contrata, consideración que les resta seguridad en la estabilidad de su empleo.

6. Que, a su turno, un número significativo de los funcionarios adscritos a las plantas de los servicios regionales ejerce sus funciones en cargos dispersos, no bien definidos, lo que trae o puede traer consecuencias arbitrarias en la asignación de los mismos y en la determinación de sus remuneraciones.

El Senado acuerda:

Solicitar a S.E. el Presidente de la República, para el buen éxito del propósito de fortalecer la regionalización, disponga se estudien proposiciones que incorporen en la legislación normas de resguardo laboral que beneficien al personal de funcionarios que prestan servicios en los gobiernos regionales, con el objeto de:

Uno) Garantizarles oportunidades de capacitación que les permitan ejercer con mayor propiedad las funciones y atribuciones derivadas de las nuevas competencias que se entregan a los gobiernos regionales;

Dos) Ampliar las plantas y dotaciones de los servicios del gobierno regional a las que están asignados y estudiar fórmulas alternativas para vincularlos con la Administración mediante el régimen del Código del Trabajo, con las adecuaciones necesarias que permitan aplicarles determinadas normas del sector público atendida su condición funcionaria.

Tres) Garantizar el respeto irrestricto par la carrera funcionaria y por la concursabilidad de los cargos, y

Cuatro) Homologar y uniformar sus remuneraciones, de modo que a cada función o cargo de la Administración Regional corresponda los mismos beneficios que la ley reconoce a igual cargo o función en otras reparticiones o empresas del Estado.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER Y WALKER, DON PATRICIO, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES LARRAÍN FERNÁNDEZ Y TUMA, CON EL FIN DE SOLICITAR A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE REMITA UNA INICIATIVA LEGAL DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LA INFANCIA Y LA CREACIÓN DE UN DEFENSOR DE LOS DERECHOS DEL NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTES

(S 1486-12)

Considerando:

1. Que en la actualidad no existe en Chile ningún un cuerpo legal integral, que reconozca y garantice los derechos de todos los niños, niñas y adolescentes que viven en el país.

2. Que el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas ha recomendado a Chile derogar su actual Ley de Menores y promulgar una Ley de Protección Integral a los Derechos de la Infancia en concordancia con la Convención de Las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño y crear un órgano autónomo de defensa de los derechos de los niños; que sirvió de base para la formación de una mesa de trabajo y de la elaboración de un texto considerando.

3. Recordar que en el mes de Agosto del año 2011, más de 30 Senadores patrocinaron un proyecto de acuerdo en el cual se presentaba al Ejecutivo una propuesta de la Ley de Protección.

4. En virtud de lo expuesto y en conocimiento de que existe el propósito de presentar ante el Congreso Nacional un proyecto de ley destinado a reformar el Servicio Nacional de Menores, se nos hace necesario manifestar la preocupación de que este proceso no vaya debidamente acompañado de un marco normativo integral y global, a favor de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

5. En este sentido, se propone que junto a la creación de un Servicio en materia de protección de derechos, que reemplace al actual Servicio Nacional de Menores (SENAME), que tiene por objeto separarlo en dos servicios especializados en materia penal adolescente y otro para niños, niñas y adolescentes que requieren protección especial por su condición de vulnerabilidad, se incorpore previamente y urgentemente a la discusión legislativa, aquellos proyectos de ley que permitirán contar con una Ley de Protección Integral de los Derechos de la Infancia y con un Defensor de los Derechos del niño, niña y adolescente.

6. Asimismo, se manifiesta que debe adecuarse nuestra legislación vigente ante esta necesidad de avanzar hacia el reconocimiento de sus derechos universales. En este sentido, resulta indudable que se debe avanzar hacia la derogación de la Ley de Menores, N° 16.618 de 1967, pues este cuerpo legal no se adecua al principio de pleno reconocimiento de los niños y niñas como sujeto de derechos y no solo como mero objetos de protección, tal y como lo demanda la Convención de Naciones Unidas Sobre los Derechos del Niño, ratificada por Chile y vigente como ley de la República desde 1990.

7. De acuerdo a lo expuesto, resulta ineludible propiciar desde el Congreso Nacional un acuerdo que tenga por objeto avanzar hacia la discusión inmediata respecto de una Ley de Protección Integral a los derechos de la Infancia, que contenga entre otros elementos esenciales: a) principios, derechos y garantías expresos para todos los niños; b) un sistema de protección integral que genere y coordine la política de infancia y los derechos de los niños a nivel nacional y comunal; c) mecanismos de participación infanto-adolescente y tutela judicial y administrativa frente a la violación de los derechos; d) la prohibición de toda forma de maltrato contra los niños, incluso dentro del hogar y; e) que considere al defensor del niño como una figura autónoma para la defensa de los derechos de todos los niños, entre otras materias.

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda:

Requerir al Presidente de la República que previo al envío y al debate parlamentario del proyecto de ley que tiene por objeto reformar al actual Servicio Nacional de Menores (SENAME) a través de la creación de dos Servicios especializados en materia penal adolescente y otro para niños, niñas y adolescentes que requieren protección especial por su condición de vulnerabilidad, se remite una propuesta de una Ley de Protección Integral de los Derechos de la Infancia y la creación de un Defensor de los Derechos del niño, niña y adolescente.
(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR WALKER, DON PATRICIO, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES LARRAÍN FERNÁNDEZ Y LETELIER, QUE PROPONE EL AUMENTO DEL PRESUPUESTO ACTUALMENTE DESTINADO A NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES INCORPORADOS EN PROGRAMAS AMBULATORIOS O RESIDENCIALES

(S 1487-12)

Considerando:

1. El trabajo realizado por la Fundación Rodelillos, el Informe confeccionado por la Magistrado Mónica Jeldres Salazar, el estudio elaborado por la Corporación Simón de Cirene para la Fundación San Carlos del Maipo y los antecedentes que el mismo SENAME informa, podemos señalar que en nuestro país tenemos alrededor de 5.157.168 niños, niñas y adolescentes. De ellos, el 21,6% viven con niveles de vulnerabilidad social, esto es, 1.115.030 niños, niñas y adolescentes viven en condiciones de indigencia o de pobreza.

2. Que, de los niños, niñas y adolescentes en situación de vulnerabilidad, el 7,3% de ellos se encuentra bajo la cobertura de SENAME. Sin embargo, dicho servicio no alcanza a cubrir todas las necesidades, existiendo cerca de 7.000 niños, niñas o adolescentes que necesitan atención de urgencia por haber sido maltratados, abusados, violados o involucrados en drogadicción, sin contar con cobertura del sistema.

3. Paralelamente, en la actualidad existe una alarmante cifra de Hogares de niños, niñas y adolescentes que se están cerrando, resaltando que tan solo en los últimos años se han cerrado 76 de 281 hogares dependientes del Servicio Nacional de Menores, lo que conlleva redistribuciones de estos niños, niñas o adolescentes a otros hogares, provocando una superpoblación.

4. Destacando, que el SENAME reconoce un evidente déficit presupuestario, toda vez que los recursos de subvenciones actuales únicamente cubren el 58% de los requerimientos, lo que se traduce en deficiencia de infraestructura, ausencia de medidas de seguridad al interior de los establecimientos residenciales, ausencia de plazas o cupos en los recintos, mala alimentación, personal insuficiente e inidóneo, déficit de evaluaciones periciales, junto con otras graves vulneraciones que el propio Estado le está provocando a estos niños, niñas y adolescentes.

5. Esto, significa que existe un déficit del 42% de recursos para subvenciones, lo que se traduce en alrededor de $50.000 Millones anuales para poder implementar mejoras en los centros y programas ambulatorios o residenciales destinados a los niños, niñas y adolescentes.

6. Es, por tanto, en virtud de lo expuesto y en el sentido de manifestar la preocupación de las alarmantes deficiencias que existen actualmente en el sistema de protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, que resulta ineludible propiciar desde el Congreso Nacional un acuerdo que tenga por objeto solicitar que el Ejecutivo considere dentro del Presupuesto del año 2013, un real y efectivo aumento de los recursos destinados a los Hogares, lo que implica un aumento en $50.000 Millones de pesos anuales.

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda:

Requerir al Presidente de la República que considere dentro del Presupuesto del año 2013, un aumento del actual presupuesto con $50.000 Millones de pesos anuales, destinado a niños, niñas y adolescentes que se encuentran en programas ambulatorios o residenciales, con el objeto de ponerle fin al déficit presupuestario con el que actualmente se encuentran.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES COLOMA, KUSCHEL, LARRAÍN FERNÁNDEZ, PROKURICA Y TUMA, QUE RESPALDA LA POLÍTICA DE ESTADO DE CEÑIMIENTO ESTRICTO A LAS DISPOSICIONES DEL TRATADO DE PAZ Y AMISTAD SUSCRITO CON BOLIVIA, EN EL AÑO 1904, Y RATIFICA LA DISPOSICIÓN DE CHILE A PROMOVER UN DIÁLOGO BILATERAL FRUCTÍFERO

(S 1488-12)

Considerando, que a lo largo de su historia institucional, el Estado de Chile se ha caracterizado por respetar invariablemente las normas del Derecho Internacional, así como la totalidad de los tratados internacionales de los que ha sido Parte,

Teniendo presente que el establecimiento de la frontera entre la República de Chile y el Estado Plurinacional de Bolivia está definido explícitamente en las disposiciones del Tratado de Paz y Amistad suscrito el año 1904,

Sorprendidos por los dichos que el Señor Presidente de Bolivia, Don Evo Morales emitió en el contexto de la 42a Asamblea Ordinaria de la Organización de Estados Americanos, en el sentido de que los tratados pueden ser revertidos y de que el tema marítimo entre Chile y Bolivia no tienen carácter bilateral,

Ratificando que la Organización de Estados Americanos no constituye una instancia jurisdiccional destinada a revisar temas territoriales de antigua data, que por lo demás han tenido una solución jurídica bilateral, por la vía de la suscripción de un tratado, como es el caso de la delimitación fronteriza entre Chile y Bolivia,

Respaldando al Señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, don Alfredo Moreno, quien -en un acto de prudencia política- no asistió a la ceremonia inaugural de la 42a Asamblea Ordinaria de la OEA, para evitar una escalada de declaraciones y actos hostiles,

Concordando asimismo con el señor Canciller, quien en el inicio de su intervención ante la OEA declaró hoy que el respeto a los tratados y el diálogo son los caminos para avanzar en el progreso de nuestros pueblos.

EL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA DE CHILE ACUERDA:

Respaldar la política del Estado de Chile en cuanto a ceñirse estrictamente a las disposiciones establecidas en el Tratado de Paz y Amistad suscrito por Chile y Bolivia el año 1904 y de ratificar la disposición de Chile en cuanto a promover un diálogo bilateral fructífero.

(Fdo.): Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

� Se trata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud.
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